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IIITRODUCCION 



211 la actualidad, el gobierno ha tenido que intervenir en activi 
dedeo a las que anteriormente no tenia acceso, debido al viejo: 
concepto de considerarlo como un gendarme. es en este sentido.-
que en el presente y cada dia mis. enfoca su acción a campos en-
los que originalmente estaban reservados a la esfera de los par-
ticulares. Tal situación obedece cuando menos a dos razones: En 
primer lugar, debido al aumento de la población y por tanto a la 
necesidad de proporcionar a ésta, servicios de toda indole. que-
si bien al principio fueron prestados por entidades privadas, --
llegó el momento en que ya no resultaroa lo suficiente reditna - 
ble„ para seguirla sosteniendo como negocio. y que por otro lado 
en un sentido de modernidad, se hacia necesario seguir con su — 
funcionamiento, ésto ~leva a la segunda rasó% que consista -
ría en que asumiendo el. gobierno tales actividades se ~vial:-
in un puntal para el desarrollo de la industria en manos de par-
ticulares, mediante la aplicación de subsidios fiscales y pral/o-
yéndolos de bienes y servicios igualmente subsidiados. 

21 renglón que interesa resaltar en este trabajo, es precisamen-
te la actividad que directa o indirectamente el gobierno desarsio 
lla en el campo de las prestaciones de los llamados Servicios 14 
blicos, no tanto por analizar la mera circunstancia administratI 
va, que obviamente es de singular importancia, sino por tratar 
de esclarecer las implicaciones que resultan con los trabajado - 
res al servicio de las empresas dedicadas aprestar servicios p6 
blicos. La causa por la que nos referimos a lo largo del tema= 
al aparato gubernamental, no es de ninguna manera caprichosa o 
aventurada, sino que proviene de consideraciones objetivas tala-
das en base a que normalmente esas actividades son prestadas pósr 
sociedades formadas a partir de figuras de derecho privado, no - 
obstaate lo cual, muchas veces aparece como socio el gobierno, -
aparte de que es él. quien otorga también la mayor parte de las-
ocasiones, maa concesión para la prestación del servicio público 
a las entidades privadas de las que forma parte. 

Son los trabajadores de Servicios Públicos, sobre todo del ramo-
de la cananicacite y del transporte, los que dentro del movimien 
to obrero en nuestro pais, han tenido que enfrentar serios pro -
blusas para hacer valer los derechos de que goza la go:ermita& 
de la clase trabajadora no incluida en el apartado 2 del articu-
lo 123 Constitucional. Esto se debe a que se ha creado un apila 
to legal ajeno a las normas laborales que de hecho, proporciona: 
elementos que los supedita a decisiones, en mucho políticas que-
pasan sobre lo que legalmente les corresponde. 

De esa manera, estos trabajadores son factibles de que se apli - 



quen en su perjuicio, disposiciones que aparentemente debian ser 
dirigidas sólo a las empresas concesionarias de un servicio pd 
blico. Tal es el caso del dispositivo 112 de la Ley de vial Ge-
nerales de Comunicación, aediante el cual se hace no solo auge-je 
rio el ejercicio del derecho de huelga, sino que ademas se obli-
ga a los trabajadores a laborar, sin su plena anuencia. 

Es principalmente sobre estos dos últimos tópicos que gira el te 
ma del presente trabajo, el cual se realiza con toda buena /é po 
sible, pidiendo se disculpen los errores involuntarios que pue -
dan encontrarse en él, los cuales, coa una mayor Weriencia tra 
taremos de remediar. 

México, Distrito Pederal. 

Febrero de 1982. 



LA HUELGA: INSTRUMENTO DE DEFENSA DE LA CLASE TRABAJADORA 

CONSIDERACIONES GENERALES.- Las relaciones de producción capita-
listas, liberadas de las trabas feudales, empezaron a desarro 
llarse con rapidez. El desarrollo de la industria capitalista --
significó por tanto la substitución del trabajo manual predoni - 
nante en las manufacturas por el trabajo mecanizado, a este p;Cp-
ceso se le conoce historicamente con el nombre de Revolución In-
dustrial. (1) 
Coa la Revolución Industrial. surge el pensamiento liberaiista,-
haciendose patente ahora la lucha entre dos clases sociales, mis 
mas que han venido generando por sus contradicciones inherentes, 
el avance de la sociedad. 
Con esa ideología, nacen también los argumentos favorables para-
avalar teorias cono las de la libertad del trabajo. entre otras, 
y es esa libertad del trabajo el antecedente y premisa del dere 
cho de huelga, pues cano indica Trueba Urbina "...por virtud de 
esta libertad nadie puede ser obligado a prestar servicios con - 
tra su voluntad."(2) 
Se desarrollan afiltiples consecuencias originadas por esa nacien 
te Revolución Industrial. destacandose la aparición de la masa - 
de obreros industriales, la rápida formación del proletariado co 
no clase y la desaparición (en Inglaterra) o reducción (en otros 
paises) del campesinado, pero el efecto más importante de este - 
!encimen°, es la aparición del proletariado Industrial (3), es --
así también como se logra en el trabajo y en la industria "La - 
proletarización del artesanado y la transformación de los obra -
je, en fábricas, iniciandose la era del capitalismo industrial", 
o en otros términos can la Revolución Industrial, cuyo rasgo ca 
racteristico es que la concentración monetaria que los negocios-
catare/ales producen, se va a destinar a la Industria, de tal --
forma que ya no solo el mercado y las finanzas se organizan se -
sha si modelo capitalista sino que. la industria deja de estar ea 
manos de los artesanos y los ;renio* que se caracterizaran en --
los primeros pasos del sistema capitalista, para pasar a los --
grandes industriales que organizan la producción en fábricas, pe 
ro esto no es resultado de un simple proceso autamatico, sino -
que supone un prolongado periodo de luchas politicas y económi -
ces entre las clases nuevas y las clases antiguas dominantes 74). 
Como se sabe con el capitalismo también se va consolidando el --
proletariado, el cual al transcurso del tiempo se va dando cuen-
ta y tomando conciencia de que el Liberalismo pregonado por los 
ideologos de la clase doainante, con su sistema, va creando su -
empobrecimiento y su marginación, al contrario de los frutos que 
reciben los industriales, quienes paulatinamente se van fortale-
ciendo acumulando capital a costa del trabajo impuesto a la cia-
se dominada. Asi es ceno el proletariado empieza a buscar el re_ 
clamo de sus derechos que ceno grupo social le pertenecen, en -- 



esa medida, surgen para los trabajadores "Las ansias del mejora 
miento de la clase trabajadora, asi como la necesidad de la de: 
fama de ésta por medio de la huelga" (3), la cual en principio 
y debido al atraso del proletariado, el cual también es influi-
do por la ideologia dominante, se manifiesta como un "Conjunto 
de acciones individuales de cada trabajador, conforme al régi - 
men individualista imperante"(6), y en el siglo lax los obreros 
defienden sus intereses per medio de manifestaciones, mítines,-
huelgas, llegando en ocasiones a la lucha armada (7). 
Esquematizando las etapas que historicamente han visto evolucio 
nar la huelga, Mario de la Cueva nos ilustra al respecto, sena: 
lardo tres que son las siguientes: 
1.- La era de la prohibición. 
2.- La era de la tolerancia. 
3.- La era de la reglamentación de las instituciones (8). 
En cuanto al primer punto que nos indica el autor, enseña que -
esta se dé por el ascenso de la burguesia al poder, la cual de-
esta manera organiza un aparato estatal a su servicio; igualmen 
te por la elevación de la propiedad privada reconocida en el ar 
ticulo 17 de la Declaración de los Derechos del He-bre y de.: : 
Ciudadano, como derecho natural del hombre y por último, como -
consecuencia de la libertad humana, según lo dispuesto per el -
articulo 40. de la misma declaración mediante el cual se cc=51-
dera que los hombres pueden hacer todo lo que no darle a sus con 
géiseres. 
Con los anteriores presupuestos, podemos explicarnos, que al --
contar la burguesia con un aparato coercitivo legal, creado ex 
profeso para proteger a la propiedad privada, que obviamente se 
encontraba y aun hoy se encuentra en sus manos, se considerará-
a la huelga como un delito, en tanto amenaza para sus intereses 
de Clase. 
Afortunadamente con el tiempo y con el avance de la clase obre-
ra va logrando demostrar que es victima de la injusticia reinan 
te en este sistema social y llegamos asi a la segunda era que -
nos marca el autor citado, en la cual la clase proletaria obli-
ga a que se supriman los delitos de asociación profesional y de 
huelga. Esto es, se acentúa y desarrolla la contradicción entre 
el liberalismo y su legislación represiva, o sea que los traba-
jadores como "factores de la producción", podian reunirse en -
forma simple, es decir en ejercicio de la libertad de coalición 
considerada ésta cono una libertad de reunión y asociación. 
Yo obstante esta situación, y aunque las coaliciones hicieran -
uso de las huelgas, estas no eran ya consideradas cono deiitos-
pero tampoco caían dentro de una regulación jurídica específica 
que atendiera esta problematica sino que entonces los conflic -
tos del trabajo se encuadran dentro de la legislación Civil *pa 
ra rescindir" las relaciones de trabajo pzr ineunplimiento a la 
obligación de cumplir los servicios pactados y como las huelgas 
atentaban contra los derechos ajenos o sea, los de los patrones. 



haciendo estos últimos fiel interpretación del articulo 4o.de la 
Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, podían em 
plear a otros trabajadores a fin de que no se vieran afectadós -
sus derechos, e inclusive, en caso necesario ocupar la fuerza pt 
blica para proteger sus bienes y utilidades. 
La tercera etapa que nos seffala De la Cueva no es propiamente re 
ferida a la huelga, sino que se dirige a las Instituciones Coles 
tivas, las cuales aunque se encuentran intimamente relacionadas- 
con el derecho de huelga no nos corresponde desarrollar y en to-
do caso, otra etapa que es la reglamentación legal de aquella5e 
trata en la siguiente parte de este mismo trabajo. 
Ante la falta de recursos para demostrar su naturaleza esencia,-
la clase trabajadora, como motor de la historia que es, utiliza 
diversos métodos de lucha, entre los cuales destaca la huelga, -
pues caro dice Trueba Urbina y nosotros con él, retomando las --
criticas al sistema capitalista liberal, 'la libertad de trabajo 
engendra el derecho de trabajar y también el de no trabajar, y -
la huelga, corolario de este último derecho, es el medio mas *de 
cuado de que puedan disponer los obreros para defenderse de la 
explotación secular del capitalismo (9). Por su parte Restar de-
Buen, reforzando los anteriores argumentos, ha sostenido que la 
huelga "es histórica y jurídicamente, un instrumento de la lucha 
de clases" (10), el cual necesariamente pertenece a la clase tra 
bajadara que es quien lo crea y usa aún antes de toda regulación 
jurídica. 
Todo lo antes citado nos lleva a la conclusión de que la huelga, 
como sostiene este último autor, debemos considerarla como mofe 
~no social" en la medida que representa un enfrentamiento e6= 
tre dos clases y que, cono factor de presión al servicio de la-
clase desposeida, puede tener fines a su favor u... bien la nejo 
ría, bien el cumplimiento de las condiciones de trabajo y en ese 
caso tendría el cartcter laboral...' en ocasiones es la manera - 
de expresar el repudio a un régimen político y el medio para lo-
grar el cambio de las estructuras de gobierno, se trata entonces 
de la huelga de masas. 
Esto demuestra en primer término que la clase trabajadora se sir 
ve de la huelga primordialmente, para lograr reivindicaciónes de 
tipo económico o de mejoria en el desempeno de sus labores, que-
en todo caso refierense a una o varias finalidades inmediatas, -
beneficiando en este caso, al grupo individual que realiza la - 
huelga, sin negar claro está, la influencia que pueda desarro 
Ilarse. 
En segundo lugar y en nuestro concepto lo mis importante, la 
huelga sirve a un núcleo social mayoritario, para en un momento 
dado, imponerse y lograr los cambios estructurales necesarios. -
acordes a sus necesidades e intereses, fin mediato de la clase -
trabajadora. 

Durante diversas épocas varios autores han manifestado su peesa- 



miento en relación con el derecho de huelga, nos ocuparemos ahouf 
ra de algunos de ellos, a manera de justificación del problema--
que se desarrolla. 
"En la Nueva Ruana todavía en el siglo XVIII del régimen inter-
no de las grandes minas era cada vez más marcadamente capitalii-
ta... la diversidad de las leyes del metal y las condiciones téc 
nicas del trabajo, influían también, obligando a estipular una .7 
otra vez las condiciones del "partido" (una expresión del merca 
do libre que entonces iba conformándose, algo así como una retrI 
bución a destajo). Asi comenzaban a funcionar las leyes de la -= 
oferta y la demanda en un mercado incipiente de trabajo, libre - 
de las limitaciones impuestas por las Leyes, costumbre y compul-
siones extra económicas que reglan a otros sectores de la econo-
mia. El proceso libre de contratación originó numerosos confliC.-
tos. La extensión que habia alcanzado este sistema era tal, qué-
llegó a provocar luchas que no estaban excentas de las caracte 
risticas de verdaderas huelgas (11). 
Teóricamente, en función de las características que en la época-
moderna se le otorgan a la huelga, algunos autóres nos dicen que 
su conquista se sitúa a partir de la Constitución de 1857; mas -
tarde en una publicación del affo de 1874 ("La Comuna Mexicana"), 
apareció esta importante interrogación ¿ cómo pueden los opera . 
rios imponer la Ley al empresario negociante sino es por medió -
de la huelga 9 (12). 
El agio siguiente, Gonzalo A. Luján escribió, "A falta de un me -
dio más eficaz para equilibrar el capital y el trabajo, la huel-
ga viene a llenar el vatio que ya se hacía necesario cubrir pa -
ra nivelar un tanto los réditos del capital con los productos --
del trabajo (13). Justificando a su manera el derecho de huelga-
el Se?or Guillermo Prieto, seffal6 que "al hacer ostensible el --
obrero su resistencia al atentado contra su propiedad. usa de su 
derecho; pero como su resistencia aislada seria infructuosa, co-
no el capitalista lucha con todas las sumas de la retribución, - 
nada es más natural que esas sumas se coligen para equilibrar la 
fuerza; y eso es tanto más obvio, cuanto que es constante en el-
Código fundamental el Derecho de Asociación. 
Asi la huelga es el uso de derecho de propiedad protegido por el 
derecho de asociación 6 en otros términos más jurídicos huelga,-
es el derecho de propiedad de los trabajadores protegidos por el 
derecho de asociación, para evitar la tiranía del capital(14). -
Con Ignacio Remires vemos que su concepción de la huelga, adquie 
re características de Politización y de lucha organizada cuando-
escribe "La huelga ensefta a los trabajadores, como la asociación 
que hasta bajo una forma negativa, es bastante poderosa para ob-
tener la más próxima recompensa al traba3o(15). 
Desde mediado del siglo XIX venia constituyéndose una clase ocre 
ra que hacia 1910 alcanzaba la cihu 	250 a 350 míl personas.- 
pero debido a la dispersión de la lrazustrla extractiva y la tex-
til, no existir grandes concentraces ctireraz y la cr.,77:51 - 



ción de esa clase era extraordinariamente heterogénea y reciente 
(16). Su corto número y la relativa inmadurez de la clase obrera 
con la excepción de algunos centros manufacturere: y mineros tra 
dicianales, fué su mayor impedimento. En esas condiciones los --
grupos obreros concentraron su atención en problemas inmediatos-
y en demandas para la mejoría de los salarios y condiciones de -
trabajo. Al mismo tiempo no lograron generar una ideología clara 
mente hegemónica, capaz de atraer a otros grupos sociales a su -
particular visita del futuro(17). Durante el periodo previo a la 
Revolución de 1910, es de llamar la atención el hecho de que los 
liberales mexicanos no postularan entre sus principios el dere -
cho de huelga, lo que se explica tomando en consideración que-ía 
dictadura Porfirista toleraba esos movimientos, que se desarro -
liaban dentro de las condiciones ya señaladas y que por tanto no 
llegaron a tener el éxito deseado(18),ademis porque en esa época 
"las organizaciones campesinas y obreras casi no existian y su -
peso político era practicamente nulo (19). 
Posteriormente ya con Madero, estando en auge el sindicalismo, -
devienen los conflictos del trabajo, con lo que el gobierno tie-
ne que intervenir para dar solución en alguna medida, entre éste 
y el capital, ante la serie de huelgas que entonces se desarro - 
Ilan y de las que algunas son reprimidas(20). esto es, Ante la -
inmadurez política del proletariado, aunada a una incapaz direc-
ción de su movimiento, que sirviera de guía para alcanzar los -
objetivos que históricamente le son inherentes para lograr el --
cambio de estructuras que condujera a la terminación de la opre-
sión sufrida por causa de una clase minoritaria y privilegiada - 
en el poder, ante esto decíamos, renace una acomodaticia y redu-
cida capa derivada del caudillaje sufrido por el movimiento re - 
volucicnario, que se aprovecha de las condiciones mencionadas pa 
ra tomar las riendas del poder utilizando para sus fines al Go -
bienio que estuviera en turno y de esta manera defender sus pri-
vilegios; de esta forma es colegiable que el Sedar Madero quiéñ-
de por si. por su origen no se identificaba con las clases po - 
bres del pais, llegara a reprimir los movimientos huelguísticos-
que surgieron durante su administración. Ante esos resultados 
"el joven proletariado no logró constituir una alternativa a las 
corrientes burguesas y peque» burguesas que actuaban ea la Revo 
luciste. En sus huestes reinaba una gran confusión respecto a los 
diferentes grupos y caudillos que se disputaban la hegemonia. El 
predominio del anarcosindicalismo y la ausencia de una ~cal ---
cien Revolucionaria de corte proletario dividió sus filas en so. 
mentos decisivos"(21). Sin embargo la incipiente clase obrera yh. 
la  campesina. deciden romper con los líderes en turno, lo que --
trae como consecuencia la continuación del movimiento armado, -
que ahora es capitalizado por Yenustiano Carransa, quién se con-
solida gracias a 1a ayuda de esas fuerzas revolucionarias (re --
cuérdese la participación de los famosos gatallones rojos), y - 
que son las mismas que en un momento dado, llegaron a rebasar al 



gobierno del jefe constitucionalista, organizándose de manera -
más firme y concreta reanudando su actividad sindical. 
Los intereses que movieron al proletariado y a los campesinos a-
la lucha revolucionaria, se convierten en meras promesas de Ca - 
rranza, por lo que defraudados en sus aspiraciones, inician su -
ofensiva con diversas huelgas de singular importancia como la -
que llevaron a cabo los trabajadores electricistas en la Ciudad-
de México (22), las cuales ahora también son reprimidas por los-
nuevos detentadores del poder que son encabezados por Carranza 
quién de esta manera demuestra su "falta de preocupaciones socia 
les y su mentalidad antiobrerista, acorde con su larga pernanen: 
ola de Senador Porfiriano (23), delimitando los intereses prot-
gidos por su Gobierno. Es asi cano incluso, se llega a castigar 
con pena de muerte a los huelguistas, calificados ahora, median-
te decreto expedido por el Presidente Constitucionalista el pr-1-
mero de Agosto de 1916, como delincuentes, justificándose esa re 
presión de manera burda y reaccionaria con el rubro de * trasto; 
nadares del orden público" o aCm más cano lo dice Daniel Moreno: 
se equiparó a los trabajadores huelguistas " con los traidores -
a la patria " con una Ley dictada en los dias de la intervención 
Francesa (24). 
Después de estas vicisitudes, llegamos al constituyente de 1916-
1917 en el cual los diputados expusieron sus ideas acerca del de 
recho de huelga; »olas, por encargo de Carranza (25), es cami - 
simado a tratar los asuntos de la clase obrera y en relación-al 
tema que nos ocupa dijo, "... Ea subido de precio el producto --
que se está fabricando; los salarios, al estipularse, deben ve - 
nir a fijar precisamente la base para la retribución del trabaja 
dor. Re subido el producto de manera considerable las ganancias 
que está obteniendo el industrial son exageradas; entonces viene 
el conflicto, entonces viene el medio de la huelga con el objeto 
de obtener estos...*, prosigue diciendo que la ley, la Constitu-
ción, reconoce CORO derecho social económico la huelga, pero de-
ja entrever que ese derecho es limitativo en cuanto se formaran: 
las juntas de Conciliación y Arbitraje que no dejaran abusar de-
ese derecho al trabajador. 
No obstante lo anterior, el mismo Mecías con otros Diputados co- 
mo Pastor Rouaix, Gongora Calderón, Rojas Zavala, De los Rios 7-
Dorador, todos integrantes de la comisión que redactó el proyec-
to final de la declaración de Derechos Sociales, entregaron su -
trabajo, manifestando en la exposición de motivos del mismo, que 
" Uno de los medios más eficaces para obtener el mejoramiento --
apetecible por los trabajadores cuando los patrones no acceden a 
sus demandas, es cesar en el trabajo colectivamente (huelga), y-
todos los paises civilizados reconocen este derecho a los asala-
riados cuando lo ejercitan sin violencia'. (26) 
Es decir que a pesar de que los haTbres del constituyente, consi 
deraban a la huelga como derecho de los trabajadores, emanado 
de la libertad de asociación, siguieron fundamentándoio en los - 



principios liberales antes aludidos, de donde desprendemos que -
este pensamiento de nuestros legisladores sociales, sometía a --
control del aparato estatal al movimiento obrero, cerrándole el-
campo de acción que históricamente le pertenece y corresponde, -
guiándolo a obtener fines mediatos que, ciertamente le reditúan-
en ventajas económicas y materiales, pero que de ninguna manera-
logran o tienden a su liberación del sojuzgamiento a que se en . 
cuentra sometido desde la aparición del capitalismo, el cual ser 
guiri su vida mientras las causas que lo originan no sean revtilu 
Cionadas. Sato no significa de ninguna manera que creamos que el 
movimiento fué acallado en forma terminante, porque afortunada -
mente el proletariado sigue su curso histórico consolidándose. -
Enrique Semo al respecto sea al& que los anos de 1906-1920 marcan 
un ascenso extraordinario. cualitativo, de la actividad proleta-
ria y de las contribuciones de la clase al movimiento Revolució-
nario. 
Durante esos años la Clase Obrera maduró Ms rápidamente que m-
ei medio siglo anterior. Las huelgas de todo tipo se sucedían y-
multiplicaban y extendian las organizaciones sindicales pese a -
la represión a la cual tuvieron que hacer frente.(27) 

Motro plano. existen criterios de autores contemporáneos, como 
los que hemos citado a lo largo de este capitulo, que se han oca 
pedo de emitir sus opiniones respecto a la justificación de la -
huelga, algunos de ellos a partir de la lucha de clases. Uno de- 
estos, la autora Maria Guadalupe Navas Alvarez (28), señala que-
aal contrario a la creencia tradicional, la huelga no es un fin-
en si mismo, sino más bien un medio, un instrumento del cual se-
sirve el trabajador para realizar los fines que se ha propuesto" 
y al igual a como lo hemos venido seftalando apunta. dos tipos-
de fines podemos distinguir en la huelga; un fin inmediato que -
consiste ea hacer presten sobre el patrono, para que éste acceda 
a las demandas que se le plantean; un fin mediato el cual consis 
te en hacer a los trabajadores participes de la lucha de clases, 
concientizándolos al mismo tiempo. para que vean la huelga gene-
ral como el inicio de un camino para transformar el régimen capi 
taliste; Yen este sentido se debe considerar la huelga como uno 
de los instrumentos de la lucha de clases, al servicio de la cli 
se obrera*. 
~nos decir tul, siguiendo el criterio de J.R. Mulles Tenorio,-
que la lucha economice es una de las formas de la lucha de cla -
ces, pudiendo catalogarse en cuanto fin mediato, como una bata - 
lla con objetivo de defensa de los intereses de bienestar mate - 
rial de los obreros, como son la elevación de salarios. redmc -
cien de la jornada de trabajo. etc., objetivos que solo pueden -
ser alcanzados al emplear los obreros su arma principal; la huel 
ga. Prosigue diciendonos textualmente dicho autor, alijo el capi 
talismo esta forma de lucha es indispensable. Es la que opone la 
clase trabajadora a la tendencia objetiva de los burgueses de -- 



aumentar constantemente la plusvalía y en consecuencia, la explo 
tacita de los trabajadores•.(29) 



II 

EL REGLYaN LEGAL DE LA HUELGA DENTRO DE LA LEGISLACION MEXICANA 

(DIVERSAS ETAPAS DE LEGISLACION) 

SOBRE SDS ORIGINES.- Trueba Urbina cita en su obra mencionada, - 
que respecto de la huelga, existen antecedentes tan remotos como 
el que indica al referirse a una suspensión de labores llevada -
a cabo por cantores y músicos de la Catedral Metropolitana en el 
ano de 1582 (30). 
También nos dice que otra suspensión de trabajo fué llevada a ca 
bo por el arlo de 1768, ante un aumento de horas de trabajo, por-
los trabajadores del Gran Estanco de Tabacos (fábrica del Gobier 
no Virreynal). 
De ambos podemos decir, que carecen de las caracteristicas que -
tienen los Movimientos de huelga de nuestros dial, primordialmen 
te por la ausencia de lo que pudiera llamarse consistencia de un 
proletariado y por ande, si bien con ellos se vislumbraban bro -
tes de lucha entre dos clases, ésta es producto de un antagonis-
mo en el plano económico, y de ninguna manera puede considerarse 
como influyentes en lo social, (respecto del proletariado) pues-
no habla ni una organisacien profesional de trabajadores ni mu -
cho menos tenían éstos ya una ideologia de clase. 
Es indudable que al hablar del derecho de huelga tengamos que re 
ferirnos al de asociación, puesto que normalmente el primero es- 
corolario del segundo. Sin embargo debe senalarse también que en 
México, las coaliciones de trabajadores, se constituyen, antes - 
que para iniciar luchas huelguísticas, para ayudarse o prestarse 
ayuda mutuamente. En cita que hace Bernabé jurado, y al referir- 
se a la evolución del capitalismo en México, nos dice que éste 
...inicia y completa la desaparición de los gremios. Efectiva - 

mente el artesanado incapaz de competir con los nuevos procedí - 
miento, de producción capitalista, tuvo que convertirse en aSála 
riados del capitalismo; fenómeno que se operó no sin lucha del -
artesanado contra los nacientes intentos de producción semicapi-
taliste; apenas la reforma empezó a manifestar su tendencia in - 
dustrialisadora del pais, el artesanado, inicia su penosa agonía 
El artesanado, en su defensa contra el capitalismo, se alió con-
las masas asalariadas dirigiéndose contra el adversario cado. -
El artesanado en su lucha contra el capital recurrió a la organi 
ración mutualista y cooperativa en defensa propia, y a la solida 
ridad obrera en defensa del asalariado, exigiéndo la reglamenta-
ción del trabajo y la consagración del Derecho de Huelga...•(31) 
De esta manera es como se funda el 5 de junio de 1853 *La Socie-
dad Particular de Socorros Mutuos* con fines puramente fraterna-
les, es lo que se conoce con el nombre de mUTUALI3N0; no es posi 
ble que ideas tan utópicas vieran consecuencias favorables, fra-
casando este tipo de estructura de defensa obrera y es así como-
se empieza con otro tipo de medidas, ahora ya con el COCPUAT1 - 
vISMO, del cual sus defensores decían que sacarla a la clase o - 
brera de la miseria. Estos sistexas, debemos reconocerlo, coniti 
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tuyen los antecedentes directos de la organización profesional -
en nuestro pais, pero no eran tomados para utilizarlos en el de-
sarrollo de la lucha clasista tendiente a la liberación de los--
trabajadores de la explotación del capital, sino »Mas bien (co - 
mo) protección contra los altos precios de los artículos de con-
sumo..." (32). 
No es sino hasta el ano de 1857, cuando se legisla sobre el dere 
cho de reunión y la libertad del trabajo, pero esta Legislación: 
es genérica, abstracta, pues no tiene el sentido social que hoy-
se le dá, sino que emerge como un reflejo de la libertad de los-
hombres, en clara acepción a los Derechos Del Hambre y Del Ciuda 
darlo, además no especifica expresamente nada respecto de la hueí 
ga. 
Como los movimientos de huelga siguieran brotando se hace necesa 
rio obtener un medio de control para contenerlas; uno de estos 
lo fué el Código Civil de 1870, que acorde a la época, adopta el 
principio de la libre contratación laboral, quedando como una fi 
gura del derecho Civil y que consiguientemente, estaba sujeta a: 
las causas de rescisión que ese ordenamiento contemplaba. 
Las huelgas, que como ya se indicó, no estaban reguladas por nin 
gura Ley. era puede decirse, actos individuales llevados a cabo, 
no por una coalición', en el sentido actual de ese término, sino-
por uno o varios trabajadores en ejercicio de la libertad de tra 
bajo. Por lo tanto, estas huelgas no necesitaban de ninguna fór-
mula o norma, que de por sí no tenían, para efectuarse, siendo -
toleradasalgunas y hasta ciertos límites, pero siempre expues - 
tas a consecuencias tales como el rompimiento de la relación ju-
rídica por incumplimiento de una obligacida. 
Luis Chávez Orozco, ha sostenido que en México las suspensiones-
concertadas de trabajo o huelgas, datan del ano de 1865 y tex 
tualmente dice: "El origen de los movimientos huelguísticos se -
debió a la forma en que se obstaculizó la libertad de trabajo -
por la economía capitalista (protegida por el derecho civil) las 
nasas proletarias... encontraran a través de la huelga el medio-
eficaz de conquistar sus derechos legítimos: jornadas humanas de 
trabajo y menores salarios* (33). 
El avance del proletariado■  incontenible en su circunstancia bis 
tórica, ocasiona mis huelgas, avaladas par una Legislación sobr; 
el derecho de asociación raquítica. Esto significó que la clase-
dominante, en connivencia con el aparato estatal, echara mano de 
nuevas argucias pretendidamente legales pero totalmente injustas 
con una legislación que se aplicó a los trabajadores, más que na 
da como una medida coercitiva. 
El Código Penal de 1871, hizo un encuadrami«.ito respecto de la -
huelga, en el que implícitamente la tipificaba como un delito -
(también a las coaliciones) y para demostrarlo, es conveniente -
transcribir el texto del articulo 925 de ese cuerpo legalizado: 
"Articulo 925.- Se impondrá de 8 días a tres reses de arresto y-
multa de S 25.00 a 500.00 ó una sola de estas dos penas, a los - 



que formen tumulto o motín, o empleen de cualquier otro modo la-
violencia física o moral, con el objeto de hacer que suban o ba-
jen los salarios o de impedir el libre ejercicio de la industria 
o del trabajo..." 
Sabemos que el derecho, es parte de la superestructura y produc-
to de las relaciones e intereses que se dan en la base estructu-
ral de una sociedad, consiguientemente, es también una regla de-
conducta sancionada e impuesta, no espontánea, a la mayoría por-
el circulo minoritario y egoista que constituye la clase dominan 
te en pleno acuerdo a la propia ideologia que sustenta. El Cbdi: 
go Penal de 1871, especificamente, el numeral citado, no son 4-
ninguna manera la excepción. En forma manifiesta, con dicho arti 
culo quedan protegidos el cumercio y la libre empresa, porque sl 
bien es cierto que con el Derecho de Asociación que era legal, -
los obreros no podrían hacer uso del mismo para llegar a la huel 
ga, porque eso significaba mínimamente, emplear violencia moral: 
en contra de los patrones para obtener mejoría en sus salarios; - 
significando igualmente un detrimento en contra de los bienes de 
los patrones y por tanto, eran actitudes contrarias al sacrosan-
to derecho a la propiedad privada y al libre ejercicio de la in-
dustria y del comercio, estos si protegidos por la Constitucibil-
del 57. 
Afortunadamente pudo más la mayoría y logra que a pesar de las -
disposiciones civiles y penales en su contra. se  sigan esgrimiera 
do varias luchas huelguísticas, siendo toleradas algunas de im 
portancia y con ello se dá origen a que caiga en desuso el cita-
do articulo 925. 

De esta forma llegamos al periodo de la dictadura porfirista, en 
el que, como distingue Trueba Urbina (34), se dan dos momentos -
históricos, el primero corresponde al desarrollo y auge del libe 
ralismo econbmico y en consecuencia, la consolidación del porfi: 
riato y del capitalismo, sirviendo esto también para que se 107. 
gre el progreso de la clase obrera en el país haciendose patélte 
la actitud tolerante de éste, respecto de las huelgas. 
El segundo momento considerado par el autor en cita, como la de-
cadencia de ríaz, es el que empieza con la declinación del poder 
de éste y que como todo lo que está en proceso de extinción, lu-
cha desesperadamente por sobrevivir mediante la represión, los -
asesinatos, etc. y tiene coso desenlace fatal los no por conoci-
dos menos emotivos, movimientos huelguísticos de Cananea y 216-
Blanco. 
Podemos agregar con Vicente Lombardo Toledano, que "tanto en el-
virreynato como en la vida de México independiente, hasta 1910.. 
.. el derecho de asociación, la libertad sindical no existe: por 
imposibilidad histórica primero, coco lo hemos calificado; por -
desconocimiento de ella después y en los últimos anos del régi - 
men de Díaz, por prohibición legal, si no expresa. si  claramente 
implícita en la legislación basada en la teoría de la no inter - 



12 

vencián del Estado en las relaciones bullanas y en el principio -
individualista como objeto de las instituciones sociales"(35). 



III 

MOUS SOBRE LA REGLAMENTACION DEL DERECHO DE WELJA 

Como ya ha sido comentado, respecto de la reglamentación del de-
recho de huelga, hubo una ausencia de ella aún en los albores :-
del presente siglo. Solo encontramos elementos legales de las ra 
mas tradicionalistas del dereci:c., que en forma velada sancionan: 
a la huelga. 
Lo mismo sucede una vez inciada la Revolución, durante la cual y 
debido a la inestabilidad Gubernamental, no se ocupa o si lo --
hace, es en forma mínima, de los problemas obreros y menos sobre 
el tema que nos ocupa. 
Así podemos ver con Madero la creación de la Oficina del trabajo 
en 1911, que más que preocuparse por la clase obrera, denota su-
intervencionismo entre el capital y el trabajo, para mejor pro - 
teccibn del primero llegando incluso al rompimiento de las rela-
ciones entre el Gobierno y los obreros, tal y como quedó 
nado en el capítulo anterior. 
Posteriormente ceo Carranza, en 1914, un decreto de adiciones --
dictado por él al *Plan de Guadalupe", el cual en su articulo --
segundo entre otras coses establecib *El primer jefe de la levo-
lucibn y encargado del Poder Ejecutivo expedirá y pcadrá en vi 
gor... Legislación para mejorar las condiciones del peón rural, - 
del obrero, del minero y en general de las clases proletarias" -
(36). Lo cuál no signifieb sino una falacia, puesto que durante-
el régimen Constitucionalista se dan varias huelgas como la de -
la Federación de Sindicatos Obreros del D.F., la de los Tranvia-
rios de Guadalajara, Jai., la de los Mineros del Oro, Méx., la - 
de la Cámara de los Trabajadores de Veracruz, Ver. y otras que -
provocaron violenta ofensiva de Carranza, centra sus aliados -- 
obreros. 
El clímax de esta reaccionaria situación, se produce cuando el -
31 de Julio de 1916, estalla una huelga de El Sindicato Mexicano 
de Electricistas y la Federación de obreros y Empleados de la --
Compaftia de Tranvías, y que dá motivo a que el Jefe Constitucio-
nalista responda con violencia expidiendo el lo. de Agosto del -
mismo aho de 1916 Ud decreto por el que se sanciona a los hvel 
quistes col pena de muerte, Ese decreto textualmente dijo lo si-
guiente: 

"Art. lo.- Se castigará con la pena de muerte, además de los ---
trastornadores del orden público que seftala la ley del 25 de Ju- 
nio de 1862. 

PRIMERO: A todos los que inciten a la suspensión del trabajo en-
las fábricas o empresas destinadas a prestar servicios pUlicos-
o la propaguen, o los que presidan las reuniones en que se propa 
ga, discuta o apruebe; a los que la defiendan y sostengan: a los 
que la aprueben o suscriban; a los que asistan a dic":.::s reunio - 
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nes o no se separen de ella tan pronto como sepan su objeto, y a 
los que procuren hacerla efectiva una vez que se hubiera declara 
do. 

SEGUNDO: A los que con motivo de la suspensibn de trabajo en las 
fábricas o empresas mencionadas o en cualquier otra y aprovechar 
:^r trastornos que ocasizna, c para alzravarle o irr.'zn-r: 
yeren o deterioraren los efectos de la propiedad de las empresa; 
a que pertenezcan los operarios interesados en la suspensión o -
de otras cuyos operarios se quieran comprometer en ella; y a -
los que con el mismo objeto provoquen alborotos púbiicos, sea --
contra funcionarios o particulares, o hagan fuerza contra las -
persones o bienes de cualquier ciudadano o que se apoderen o des 
truyan o deterioren bienes públicos o de propiedad particular. 

TERCERO: A los que con amenazas o por la fuerza impidan que o -
tras personas ejecuten los servicios que prestaban lo operarios-
de las empresas contra las que se haya declarado la suspensión -
de labores. 

Art. 2o.- Los delitos de que habla esta Ley serán de la competen 
tia de la misma Autoridad Militar que corresponde conocer de lo- 
que define y castiga la Ley de 25 de enero de 1862, y se perse - 
guirIn y averiguarán y castigarán en los términos y con los pro-
cedimientos que seaala el decreto nbmero 14 de 12 de diciembre -
de 1913". 

Esto es, la criminal conducta de Carranza, es ilimitada pues juz 
ga a los lideres de la huelga con una disposición posterior a 
los acontecimientos huelguísticos, faltando a los más clemente • 
les principios de derecho y haciendo gala de su poder tiránico. 
No obstante lo anterior, crceolbgicamente antes en Yucatán, el -
General Salvador Alvarado, Gobernador y Comandante Militar de --
ese Estado, expidió el 11 de diciembre de 1915, *La ley del tra-
bajo del Estado", primera ley que consigna el Derecho de Nuelii-
en la República, encontrándonos en su exposición de motivos lo - 
siguiénte: '... pero conviene, si. y esto es muy importante esta 
blecer preceptos aconsejados por necesidades de orden público y 
por el interés can, que conduzcan a la solución práctica de to 
dos los conflictos, sin necesidad de ejercitar ese supremo dere-
cho". Refiriéndose a esta misma Ley Enrique Rábago de la Roz(37 
nos dice: "... La primera disposición legal que existió en Méxi-
co sobre la huelga, se encontraba contenida en la ley del traba-
jo que pramulgb el General Salvador Alvarado, el 11 de diciembre 
de 1915, en la Ciudad de Mérida, 'fue., de acuerdo cm esta ley. - 
la huelga era vista con extrena desccnfianta, pues solo era per-
mitida cuando los obreros nos (sic) formaban una unión indus --
trial y por ello les era imposible (concurrir) ante los organis-
mos que la misma ley creaba•. 
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Posteriormente y en forma paulatina va surgiendo la idea de lle-
var a cabo un congreso constituyente. Algunos personajes, en 
1915, publican diversos artículos al respecto; pero debemos de - 
cir que hasta entonces solo se habla pensado en reformas ala--
Constitución de 1837. 
La Carta Politica Pundanental y nueva, "Se deberá al grupo radi-
en en el que figuraron Mhjica, jara, manjarrez. Luis G. MonsbZ, 
Héctor Victoria y Luis Espinosa y otros muchos. (38) 
Es de esta forma como llega a realizarse el Congreso Constituyen 
te dentro del cual naturalmente, tuvo que tratarse la cuestión -
obrera. Daniel Moreno nos dice "Los debates sobre el articulo -
50., revistieron particular importancia porque de ellos surgió - 
la necesidad de crear un capitulo especial dedicado a las reta 
ciones obrero patronales. (39) 
Divergencias varias resultaron sobre la cuestión obrero patronal 
pero los resultados radicales pudieron lograr que sus ideas se -
plasmaran en el proyecto de dictánen presentado el 23 de enero -
de 1917, en el que apance el contenido principal del actual ar- 
tículo 123 Constitucional. Este dictImen, junto con el artículo- 
5o., fueron sometidos a discusión, habiendo sido aprobado éste - 
último, en los términos de su proyecto, se pasó al debate de lo-
que habría de ser el título VI de la actual Constitución Politi-
ca Mexicana. 
En relación al titulo VI, el mismo autor menciona que "la frac -
cita XVIII que se refería a las huelgas fuá la única que dió ju-
gar a controversias, ya que algún congresista propuso que en nin 
gún caso se llegara a considerar a los huelguistas como trastor- 
nadores del orden público, pero las declaraciones que hace jara, 
al defender el dictImen, determina que las opiniones se orientan 
a favor del mismo; en el propio sentido interviene el General - 
Mújica. La noche del citado 23 de enero continua el debate,pero 
sin que las adiciones que se hacen al proyecto de dictamen sean-
muy notables. Al someterse a votación se obtuvieron 163 votos -
por la afirmativa. Cono ha dicho Don Pastor 2oualx: 
Con ello quedó terminado uno de los debates mis largos y fructí-
feros que tuvo el Congreso de Querétaro, y con ello quedó esta - 
blecido por primera vez en la Constitución Politica de un palio - 
preceptos que garantizaban derechos al proletariado trabajador, - 
colocándolo en un plano de igualdad con el capitalista, que ha - 
bla sido basta entonces privilegiado. 
Continúa diciendo Daniel Moreno, que si las afirmaciones de este 
destacado luchador, son ciertas, no lo es su conclusión, ya que-
no es patine .:-non- en los términos que lo ha establecido nues - 
tro Código Pc11:1::, en un plano de igualdad a los obreros con - 
el capital. Ha transcurrido ya un medio siglo desde que este pre 
cepto se aprobó e incluso se ha mejorado en favor del trabajador 
sin que por ello las garantías para él hallan sido plenas. A pe-
sar de todo, si podemos considerar como un adelanto muy notable-
la inclusión de los derechos del obrero en la Carta de Querétaro 
r,1C). 
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En el mismo sentido que formuló Rouaix, se manifiesta Trueba Ur-
bina (41), quien distingue a la huelga, una vez elevada ésta 2(7. 
rango Constitucional como un medio de autodefensa legal para con 
quistar mejores condiciones de trabajo y de salario 'sin inter 
vención del estado para dirimir el conflicto abierto". Considera 
mos que el criterio del autor a comento, de alguna manera es en 
ticable porque si bien es cierto que el conflicto huelguistico 
se estableció originariamente entre patrones y trabajadores, tem 
bién es cierto que el Estado tuvo que establecer, sobre que ba 
ses se desarrollaría el conflicto, es decir fué necesario este - 
bIecer una "fórmula jurídica" la cual implica, per se, ya la in-
gerencia del Estado. 
(Pero además debe tomarse en consideración que el propio texto -
constitucional aprobado, articulo 123 fracción XVIII dejó entre-
ver la utilización de las juntas de Conciliación y Arbitraje). 
Posteriormente los Estados de la República dieron rns leyes loca 
les en materia de trabajo, siendo la Ley del Trabajo en veracrui 
la primera y de la cual. con pocas modificaciones puede decirse, - 
adoptaron los demás Estados del Pais. 

LA FEDERALIZACION.- Por cuanto a la vigencia de estas leyes pode 
nos decir que su vida fué relativamente corta. pues en el ido de 
1929, el 31 de agosto, el Congreso de la Unión quedó facultado -
para que él en forma exclusiva legislara sobre materia del traba 
jo y así expidió la primera Ley Reglamentaria del articulo 123 = 
Constitucional. 
Ya en las leyes de trabajo locales empiezan a distinguirse con - 
ceptos técnicos que hasta nuestros días, con algunas modalidades 
perduran y que se refieren a requisitos de fondo y de forma. La. 
Ley Federal Laboral, como veremos en el punto que se trata ense-
guida, ha sufrido a saber, modificaciones en los arios de 1941 
después en 1970, y finalmente en 1980. Podemos decir que las dos 
reformas citadas en primer término conservaron en esencia las -
mistas disposiciones de la Ley del 29, pero la última, dé elemen 
tos que constituyen un paso atrás en cuanto a huelgas se refiere 



IV 

SOBRE LA NATURALEZA jURID/CA D LA 7,JELGA 

No existe un criterio uniforme, ni tampoco definido respecto del 
problema teórico que se plantea, a partir de como encuadrar lo -
que pOdria llamarse el "tipo" de la huelga. Por un lado t:1(1!:-.:75-
a quienes sustentan la postura de señalar esta figura corto un Ac 
to jurídico, postura predominante, tanto en doctrina como legis-
lativamente. 
For otro lado hay quienes argumentan que la figura de la huelga-
no puede ser un acto jurídico, en el sentido civilista del térmi 
no y por último, algunos otros autores manejan tal figura como - 
un Derecho. 

' Dentro de la primera postura señalada aqui, se toma en considera 
cite partiendo de la teoria clásica del Acto jurídico. los ele : 
mentos constitutivos de éste, trasladándolos a la Legislación la 
boral y tomando los elementos tanto de Voluntad como de Objeto,: 
que pertenecen al ámbito de existencias del Acto jurídico y otro 
elemento que, en ese sentido, se eleva al grado también de exis- 
tencia y que es la Formalidad Legal, a diferencia del grado qui- 
tiene en su origen civilista. 
Así encontraríamos estos elementos de existencia en la legisla -
cien laboral, primero en el articulo 451 fracción I de la Ley Fe
deral del Trabajo relacionado con el 450 del mismo ordenamiento; 
ambos señalando cual es el objeto de la huelga; después. el ele-
mento de voluntad sería encuadrado en el propio dispositivo irsdi 
cado en primer término en su fracción segunda y en tercer lugar: 
el requisito de Formalidad Legal, lo fijariamos en el artículo -
920 de la misma Ley vigente. La calidad de inexistencia quedaria 
especificada según lo anterior, en el artículo 459 de la Ley se-
ñalada. 
Debemos recordar en términos generales, que la inexistencia de - 
un acto jurídico, puede ser invocada en cualquier tiempo y por -
cualquier interesado, a diferencia de lo que en materia laboral-
sucede, ésto es, aquí queda restringido el término de invocación 
de la inexistencia, variando el carácter de imprescriptible a -
otro determinado por solo setenta y dos horas, para solicitar la 
inexistencia de la huelga y cuitados a partir del estallamiento-
de ésta. 
Existe otra cuestión que resalta una diferencia más a la teoría-
clásica del Acto Jurídico, respecto a la que en materia de huel- 
gas se comenta; en la primera, coso ya se señaló puede invocarse 
la inexistencia en cualquier tiempo, originándose con ello la -
"nada" jurídica, en cambio tratándose de la inexistencia de una- 
huelga, si ésta se solicitara fuera del término expresamente se-
ñalado, no Wriginaria ningún efecto tendiente a restarle su vais 
dez o a producir sus efectos, sino que por el contrario la huel-
ga "será considerada existente para todos los Afectos 1.271111-s1  - 



IV 

SOBRE LA NATURALEZA JURIDICA DE LA :.:ELGA 

No existe un criterio uniforme, ni tampoco definido respecto del 
problema teórico que se plantea, a partir de como encuadrar lo -
que rodría llamarse el "tipo" de la huelga. Por un lado tenecs-
a quienes sustentan la postura de señalar esta figura cono un Ac 
to jurídico, postura predominante, tanto en doctrina como legis-
lativamente. 
Por otro lado hay quienes argumentan que la figura de la huelga-
no puede ser un acto jurídico, en el sentido civilista del térmi 
no y por último, algunos otros autores manejan tal figura como - 
un Derecho. 
Dentro de la primera postura señalada aquí, se toma en considera 
ció:1 partiendo de la teoría clásica del Acto jurídico, los ele 
mentos constitutivos de éste, trasladándolos a la Legislación la 
bocal y tomando los elementos tanto de Voluntad como de Objeto,: 
que pertenecen al ámbito de existencias del Acto jurídico y otro 
elemento que, en ese sentido, se eleva al grado también de exis-
tencia y que es la Formalidad Legal, a diferencia del grado qué-
tiene en su origen civilista. 
Asi encontrariamos estos elementos de existencia en la legisla -
cite laboral, primero en el articulo 451 fracción I de la Ley re 
deral del Trabajo relacionado con el 450 del mismo ordenamiento; 
ambos señalando cual es el objeto de la huelga; después, el ele-
mento de voluntad seria encuadrado en el propio dispositivo irsdi 
cado en primer término en su fracción segunda y en tercer lugar-
el requisito de Formalidad Legal, lo fijaríamos en el artículo -
920 de la misma Ley vigente. La calidad de inexistencia quedaría 
especificada según lo anterior, en el articulo 459- de la Ley se-
ñalada. 
Debemos recordar en términos generales, que la inexistencia de -
un acto jurídico, puede ser invocada en cualquier tiempo y por -
cualquier interesado, a diferencia de lo que en materia laboral-
sucede, ésto es, aqui queda restringido el téraino de invocación 
de la inexistencia, variando el carácter de imprescriptible a -
otro determinado por solo setenta y dos horas, para solicitar la 
inexistencia de la huelga y contados a partir del estallamiento- 
de ésta. 
Existe otra cuestión que resalta lana diferencia mas a la teoría". 
clIsica del Acto Juridico, respecto a la que en materia de huel-
gas se comenta; en la primera, como ya se señaló puede invocarse 
la inexistencia en cualquier tiempo, originándose con ello la -
"nada" jurídica, en cambio tratándose de la inexistencia de una-
huelga, si ésta se solicitara fuera del término expresamente le-
!Jalado, no originaria ning/n efecto tendiente a restarle su valí 
dez o a producir sus efectos, sino que por el contrario la huel-
ga "será considerada existente para todos los efectos 1egale3" - 
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acorde a lo sostenido por el actual artículo 929 de la Ley Fede-
ral del Trabajo. 
En otros términos, quienes apoyan la doctrina de que la huelga -
no puede ser entendida como un Acto Jurídico clásico, expresan - 
que ello se debe a que en primer lugar, si el espíritu de la Ley 
Laboral es netamente anticivilista, se interpreta a la huelga en 
sentido contrario a su realidad si es que se le encuadra como -
Acto jurídico clásico, yendo en contra de los autores de la mis-
ma y de su propio espíritu ausente de tradicionalismo. 
Enseguida, dicen, la huelga cumple sus fines directos -única y ex 
clusivamente al llevar a cabo la suspensión de los trabajos, pe: 
ro que ésta de ninguna manera puede crear, modificar, extingui;-
o transmitir derechos y obligaciones, lo que estaría en perfecta 
correspondencia con lo que usualmente origina el acto jurídico, - 
pero no la huelga, pués ésta no origina el Contrato Colectivo o-
el Contrato Ley, ni produce su revisión o cumplimiento, situacio 
nes que se llevan a cabo al margen del acto de huelga y no por -
producto directo de ella. 
La fundamentación de esta teoría, la desprenden sus defensores, - 
además del que quedó seftalado antes en la definición que de huel 
ga nos d& el articulo 440 de la Ley Federal del Trabajo que tex-
tualmente dice "huelga es la suspensión temporal de trabajo lle-
vada a cabo par una coalición de trabajadores'. 
A partir de tales razonamientos llegan a la conclusión de que de 
be hacerse una clara distinción entre lo que debe entenderse co-
mo derecho de huelga y el ejercicio de ésta, es decir, el prime-
ro consistiría en la facultad de la suspensión del trabajo y el-
segundo, sostienen es un "Acto Jurídico en sentido estricto" por 
que est& dirigido a la producción de efectos materiales, especí-
ficamente ea la paralización de labores. 
Por otro lado quienes se ocupan del problema acerca de la Natura 
lesa jurídica de la huelga, en cuanto la sitúan genéricamente co 
mo un derecho, más que avocarse a si es o no un Acto jurídico, -
proponen sobre todo enunciaciones para explicar los mecanismos -
por lo que se desarrolla la huelga o bien declarando en forma -
gas amplia que es un derecho colectivo o un acto complejo. 
A partir de lo desarrollado antes, podríamos decir lo siguiente: 

A) Si bien es cierto, que dentro de nuestra legislación laboral, 
la huelga reune de alguna forma dos de los elementos de existen-
cia que caracterizan al acto Jurídico clásico y que además se --
eleva a ese nivel otro elemento, que en ese sentido seria de va-
lidez para tal situación, es decir la voluntad,ó1 objeto y la 
formalidad respectivamente, conviene mencionar que dentro de ese 
tradicionalismo, queda comprendida la teoría de la inexistencia-
de los Actos jurídicos cuando falta alguno 6 algunos de dichos -
elementos. 
En ese sentido, nos encontramos con que existe una diferencia ra 
dical en materia de huelgas, las que en el supuesto están afecta 
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das por alguna de las causas de inexistencia, podrán ser declara 
das como tales, pero solo cuando la causal respectiva sea invoca 
da dentro de am término especifico. de lo contrario esa causal - 
dejará de tener consecuencias jurídicas, lo que en derecho priva 
do no sucede, pues aqui la inexistencia tiene el carácter de hl: 
prescriptible y ante tales condiciones. opinamos que no es co -- 
rrecto guiarse por lo que se entiende por Acto jurídico, puesto-
que, segón vemos, hay otro tipo de elementos respecto de las --
huelgas que no podrian trasladarse a la teoría clásica. 

B) Consideramos que el sostener que la huelga cumple su fin di -
recto con la suspensión del trabajo, seria caer en un dogmatismo 
jurídico que no permitirla vislumbrar sus oxigenes tendientes a-  
lograr un fin. Esto es así, si efectivamente la huelga cumple --
con paralizar los trabajos, tenemos que históricamente siempre -
ha servido para plantear reivindicaciones obreras y lograrlas °-
como legislativamente se ha dicho, lograr el equilibrio entre --
los diversos factores de la producción, de donde colegiaos, que-
si nos quedaremos con el concepto de la simple paralización de -
las labores, encontrariamos que la huelga quedarla trunca, pués-
no cabe hablar de ella sin relacionarla con los fines que pretera 
de alcanzar, caso que no quedarla muy bien encuadrado en lo que-
se ha dado llamar derecho social, que en materia de trabajo se -
manifiesta en hacer llegar beneficios, si se quiere clasistas, a 
determinado grupo de la sociedad. El que la huelga no crea, modi 
fica, extingue o transmite obligaciones y derechos. es  efectiva, 
pero es la suspensión de trabajos la que conduce a ellos. 
Parecerle que definir el "ejercicio de la huelga' como un 'Acto-
jurídico en sentido estricto" y su derecho a ejercerla como ama-
facultad, no es muy afortunado, si tomamos en cuenta que sus par 
tidarios san los detractores de quienes hablan de la huelga como 
un Acto juridico. 

C) Por último creemos, que resulta simplista decir que la huelga 
es un derecho, pues no basta que lo sea y se le sitie coto co-
lectivo', de clase " o "complejo", sino que en todo caso, si - 
se quiere encontrar la naturaleza jurídica de la huelga hebra -
que partir de principios eminentemente sociales que son de donde 
emerge particularmente la legislación laboral, olvidándose en al 
guasa medida de principios tradicionales de derecho privado. 
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CAPITULO SEGUNDO 

LOS TRABAJADORES DE LOS LLAMADOS SERVICIOS PUBLICOS 

Conviene, antes de entrar a establecer cuales son los trabajado-
res de los servicios públicos, aunque severamente, que es lo que 
se entiende cono servicio público. 
La noción de esta figura típica del derecho administrativo, nos-
es dada por distintos autores, sin embargo, consideramos para el 
caso, tratar con lo que seAala la escuela del servicio público y 
sus mas representativos exponentes. 
Duguit dice del servicio público que " es toda actividad cuyo --
cunplimiento debe ser asegurado, regulado y controlado por los -
gobernantes; por que el cumplimiento de esta actividad es indis-
pensable para la realización y desarrollo de la interdependencia 
Social, y es de tal manera y naturaleza, que no puede ser reali-
zada completamente sino por la intervención de la fuerza guber--
namental •. (1) 
Gastón Dése, refiere que para"dar satisfacción regular y conti - 
nua a una categoría de interés general, los agentes públicos Pie 
den aplicar los procedimientos de derecho público o sea un régi-
men jurídico especial y que la organización del servicio público 
puede ser modificada en cualquier momento por las leyes y regla-
mentos, sin que ningún obstéculo insuperable de arden juridico--
pueda oponerse". (2) 
Para Roger Bonnard "los servicios públicos son organizaciones --
que forman la estructura misma del Estado" y visto este desde el 
aspecto realista se le encuentra *como constituido por el conjura 
to de servicios públicos". (3) 
Como se puede ver, ninguno de los tres criterios es igual, pues-
el primero se refiere genéricamente a toda actividad del Estado-
que debe cumplirse por los gobernantes; el segundo se refiere a-
la actividad de la administración sujeta a procedimientos de de-
recho público; y el tercero, se refiere mas al aparato que lleva 
a cabo el servicio público. 
Encontramos que dentro de las actividades que desarrolla el Esta 
do se pueden distinguir dos maneras de ejecutarlas: una dando 6r 
dones, otra prestando servicios. La primera provoca problemas de 
caracter legal, la segunda, los que resalta son de tipo económi-
co y de eficiencia. Gabino Praga, se inclina por manifestar que-
existen servicios públicos a cargo del Estado, pero no cree que-
toda la actividad de éste pueda llamarse servicio ptblico.(4) 
Ahora bien, sabemos que constitucionalmente, las funciones del -
Estado son tres: la legislativa, la judicial y la administrativa 
correspondiendo a la primera la creación de la ley, a la segunda 
su aplicación y a la última la prestación de los servicios públi 
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cos que por ley se le atribuyan, siendo el servicio público solo 
una parte de la actividad de la administración que tiende, según 
su concepto doctrinario, a satisfacer necesidades colectivas. 
El liberalismo, originalmente considera que de acuerdo al libre -
juego de las leyes económicas, éstas son suficientes para que se 
vean satisfechas las necesidades de los particulares yen gene - 
ral, de la colectividad, en esta etapa histórica, el Estado solo 
tiene que preocuparse por la conservación de su entidad soberana 
sus fines se encauzan a su propia protección y mantenimiento, en 
tanto que su existencia es presupuesto para el desarrollo de las 
actividades de los particulares y desenvolvimiento sin obstácu -
los de las leyes predominantemente eccelmicas. 
Asi es cano podemos entender, que la actividad del aparato esta-
tal, en la etapa sedalada, se concretará al mero aspecto del or-
den social que lo originó, esto es, sus atribuciones consisten -
en actividades tendientes a garantizar el individualismo, asu - 
miendo funciones de poiicia, vlendose impedido en resta de su 
función, a intervenir en las actividades que desempeñan los par- 
ticulares si no es únicamente para garantizar el buen desempefto-
del orden, asi es como se ha dado en llamarlo *Estado Gendarme*. 
Es indudable que a travez de los altos, el individualismo ha per-
dido crédito, en cuanto a lo que tratamos podemos afirmar, que -
con ese sistema no ha sido posible que el individuo satisfaga ca 
pamnente las necesidades colectivas, ante el crecimiento de la 1-  
población y la afluencia de esas necesidades, que cada die aumen 
tan, surge la tendencia,por parte del Estado, a lo que se llama-
actualmente Intervencionismo, o en otros términos con esto el El 
tado se ve necesariamente obligado a tomar parte de una manera -
más directa en el proceso social y sobre su antigua tarea de po-
licía; la gran cantidad de población que aqueja al mundo, signi-
fica la creación y prestación de muchos nuevos servicios, que -
normalmente no seria posible prestar por entidades particulares, 
asi es que para evitar brotes de descontento o fracturas al sis-
tema imperante, se deja al aparato estatal que asuma la satisfac 
ción de dichas necesidades. 
Tenemos asi que para de alguna forma lograr la araonia ea la so-
ciedad, se ha tenido que desarrollar el intervencionismo de Esta 
do, pero siempre respetando en gran medida la propiedad privada, 
base y sustento del sistema capitalista, estableciendo progresi-
vamente una serie de organismos estatales, paraestatales o Incin 
sive organismos regidos por el derecho privado pero con interven 
cita mayoritaria o minoritaria por parte del poder público, pita 
tratar de establecer *un ideal de justicia que no ha logrado el-
capitalismo liberal*. (5) 
Se ha dicho que con la Revolución Mexicana de 1910, se inicia — 
"bajo la presión de movimientos sociales de variado alcance y - 
profundidad y al impulso de ideas de avanzada, en ocasiones bas-
tante confusas, una serie de intentos legislativos de carácter-
social, que procuran hasta donde lo permiten los condicionamien- 
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tos políticos existentes, favorecer y proteger a las grandes ma-
yorias de desposeídos. De ahí ha brotado una copiosa serie de Te 
yes de anda a la clase trabajadora, tanto para el reconocimien= 
to de derechos laborales, de seguridad, asistencia y previsión-
social" confiriendo " autorización al Estado para que intervenga 
en la regulación y, en determinados casos, aón en la administra-
cite de la vida econeeica y social..." (6) 
En nuestros días, debido a las tendencias de socialización del -
derecho y a las causas políticas y económicas apuntadas, el Esta 
do ensancha incesantemente el campo de sus actividades y se atri 
boye funciones que antes permanecerían dentro de la esfera de la 
actividad privada y que ahora caen dentro de la influencia del -
derecho ~leo, especialmente en el ramo administrativo, siendo 
esta rama la que nos interesa para el desarrollo del presente te 
ma. 
Correspondió a los legisladores que tuvieron a cargo la reglamen 
tacita del articulo 123 Constitucional, la tarea dé determinar - 
que se entenderla por servicios ~liceo, dado que el articulo - 
en cita, solo establecía esa actividad en forma genérica. Acor- 
de a los motivos que originaron la inclusión a nivel constitudio 
nal, de normas mininas a favor de la clase trabajadora, al pro - 
pi* carécter social del citado articulo 123 y lo que este enia- 
la en si mismo por cuanto significa la evolución del derecho 7.- 
afectado de individualismo hacia la creación de un nuevo Derecho 
Social y protector, esos legisladores establecieron su criterio, 
enunciando una lista, limitativa de cualés serian las activida -
des que podían considerarse dentro de los * servicios esenciaíes 
a la vida de la comunidad' (7). Esta limitación no significa que 
se hayan referido exclusivamente a los servicios prestados total 
mente por el Estado, pues " en aquellos anos, muchos de ellos. -
los de lus y fuerza eléctrica, estaban organizados y dirigidos -
por empresas privadas (8), y actualmente existen otros servi 
cine póblicos que no se prestan directamente por el Estado, sino 
que éste ha recurrido a diversas figuras de derecho póblico e in 
cluso de derecho privado, como la sociedad anónima, ea las que - 
en diferente escala minoritaria o mayoritaria interviene el Esta 
do, sin dejar de ser sujetos de derecho privado, habiendo sido = 
creadas para llevar a cabo la prestación de tales servicios. ac-
tuando otras veces, a través de concesiones o subsidios pero -7—
siempre con la misma finalidad. 
El maestro Mario de la Cueva nos comenta que durante la redac - 
ción del proyecto de ley nueva (1970), la comisión eacargadi: - 
vit. la  posibilidad de reformar los términos antes indicados. se-
manifestaron por proponer una fórmula que diría a.  todos los ser-
vicios esenciales a la vida normal de la comunidad*, supieron -- 
apreciar que esta definición podria dar margen a que las juntas-
de Conciliación y Arbitraje, harían una amplia interpretación de 
esa regla. pudiendo atraer hacia ella todas las actividades so -
ojales; también se propuso que después de hacer una lista que - 
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enunciara cuales actividades serian consideradas como servicio -
público, se concluirla con otra frase que diabla • cualquier otro 
servicio de la misma importancia", afortunadamente se comprendió 
que esa trase tendría las siseas repercusiones y consecuencias -
que se darían de adaptarse una definición genérica. siendo esto. 
así, optaron por confirmar el dispositivo de 1931, quedando esta 
blecido lo que fué el articulo 455 y actual 925 de la Ley Pede - 
ral del Trabajo reformada. Sin embargo la confirmación no fué-to 
tal ya que hubo necesidad de hacer algunos cambios terminológi -
cos ea lo que se refiere a seftalar en término luz y energía clec 
trica por el de fuerza electrica y el renglón que se refería a -
Distribución de aguas para el servicio de las ciudades por el de 
Poblaciones, agregándose los servicios de Limpia y Cementerios. 
Tenemos otros autores que se manifiestan por cambios a las nor -
mas de fondo y de forma que regulan a los trabajadores de los --
Servicios PAblicos, esa manifestación la ~Mienta principalmen 
te dos aspectos: el primero en las repercusiones que tendría una 
huelga de Servicios Pdblicos para la colectividad en General y -
la segunda en que no puede considerarse al Gobierno como Patrón, 
dado su carácter representativo del pueblo. 
Es el licenciado EUQUE2IO GRAMO quien principalmente sostiene 
estos argumentos. ~aliado que las huelgas en los Servicios PS-
blicos. dependiendo del aren que se vea afectada por estas, tie-
ne diferentes gradaciones, de esta manera conviene, segón este -
autor, hacer una subdivisión de los Servicios Públicos en tan -
cite de categorías de necesidad y los de naturaleza vital, pmes-
no puede permitirse que para satisfacer aspiraciones de una mino 
ría, en este caso los trabajadores de los Servicios Ptblicos, --
los delatas sectores de la Población sufran las consecuencias, ha-
ciendo total adhesión de su criterio a las medidas que el Goblir 
no ha tomado para evitar las suspensiones en esas actividades. 
Por otro lado y tomando en cuenta a las partes que intervienen -
en los conflictos bnelguisticos en los Servicios Públicos, raso 
rea ea mn sentido de que no es posible que se acepte que al go - 
Diera* se le dé la calidad de Patrón ( no importando que aquel - 
actGe en los Servicios Milicos, en forma directa, descentraliza 
da, otorgando subsidios. concesiones o aun como Sociedad Privadi) 
pues en todo caso, es el Gobderno el Representaate del Pueblo, -
deduciendo que una ves qme tal representación es aceptada. no se 
ría licito suponer que este pueblo fuere un explotador de los --
trabajadores y con esa deducción lega a concluir que de esa mane 
ra no puede surgir un desequilibrio entre los factores de la pro 
dicción, desapareciendo en consecuencia las fundanentacicees pa- 
ra el derecho de huelga. 
Acusando a los trabajadores de antipatriotas, nos sedala que no- 
es posible concebir un grupo de trabajadores enfrentándose a la-
colectividad, personalizada ésta en el estado, concluyendo que -
debería reformarse nuestra constitución en su articulo 123 frac-
ción xx, para dar competencia • Componedora • a las Juntas de 
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Conciliación y Arbitraje en los casos'de huelgas de Servicios Pú 
blicos, aunque sin menoscabo de lo que preceptúa la Fracción -= 
XVIII, del mismo articulo. (9) 
Las reformas que ha tenido la Ley en cuanto se refiere a los Ser 
vicios Públicos. no han tenido prácticamente repercusiones en el 
fondo de la cuestión, sino lo contrario, han mantenido el crite-
rio de señalar limitativamente, qué servicios deben considerarse 
como públicos. 
Recordemos que a nivel legislativo, se pensó en reformar el sen-
tido con el que aún actualmente se regula esta situación, ponen 
dose a consideración una formula que abarcarla todas las activi:: 
dadas sociales, asunto sumamente peligroso por el criterio que-
para su aplicación podrían tomar las Autoridades, ésta reforma -
no prOper6; consecuentemente, pensamos que es el propio legisla-
dor quien partiendo del sentido social de la Leyes Laborales, - 
ha entendido que no es posible dar marcha atrás a la rueda de la 
historia, y llegar a establecer, aunque teóricamente, cortapisas 
al Movimiento Obrero en su reivindicación, como lo seria hacer u 
na clasificación de Servicios Públicos que consideramos, en la -
actualidad se haría en muchos mas de los señalados expresamente-
por la Ley. 
La tendencia a referirse a la huelga en los Servicios Públicos.-
como hechos que trastornan gravemente los intereses de la Coleo 
tividad, refleja claramente el criterio que eternamente los 
tractores de los movimientos huelguísticos han esgrimido, pues -
siempre han argumentado el perjuicio a la Sociedad, sin dejar de 
recurrir a elementos pseudo humanitarios como señalar por ejem - 
plo la urgencia de la atención médica, el traslado de personas y 
mercancias o el que por no haber suministro de energia eléctrica 
otros trabajadores no puedan laborar. Todo esto efectivamente --
causa trastornos, pero no debemos olvidar que quien mas resiente 
estos, es la clase de los industriales quienes en todo caso de -
jan de seguir percibiendo grandes ganancias, siendo este el sen-
tido que ocultan tales argumentos. 
El aparato Gubernamental ha evolucionado a causa de los movimien 
tos Sociales y aunque actualmente ya no es tanto el estado de 
gendarme de otros tiempos, no se puede decir que el sistema capi 
talista se ocupe totalmente de solucionar los problemas de las - 
grandes aayorias, a pesar de que se ve precisado a tomar algunas 
medidas en tal sentido, si es que no quiere desaparecer. Hoy el-
estado funciona también como un aparato de seguridad que garanti 
La el buen desarrollo del sistema. 
Esto se menciona en razón de que el Gobierno, al haber as=ido -
dentro de sus funciones el ejercicio, desarrollo y administra -
clec' de actividades como las de comunicación, energia eléctrica. 
petrolíferas, etc., se ha desviado de la idea original por las -
que asumió dichas actividades y que servirían para el progreso -
de la »cite o mas especificamente del pueblo, esa desviación hl 
conducido al Gobierno a convertirse en el punto de apoyo de la - 
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bureuesia industrial al servir a ésta como su principal provee - 
dor de bienes y servicios, mediante concesiones, subsidios, exen 
cienes fiscales y demás. 
Es en esta medida que no puede hablarse de que el Gobierno sea -
el representante del pueblo, entendido éste cono los trabajado -
res, pues el Gobierno en representación de los intereses que lo 
presionan y sostienen es como se ve obligado a enfrentarse a los 
obreros. no siendo factible de aceptación que sea un factor de -
éstos quien se oponga al pueblo de México. pues esto cabria solo 
en el supuesto de que no existiera la iniciativa privada y fuera 
el estado el encargado de llevar a cabo totalmente la administra 
cite de la Industria Nacional. 
El hecho de que el legislador haya elevado a ley el ejercicio -
del Derecho a la huelga, no significa ningón otorgamiento gracio 
so a la clase trabajadora, sino que por el contrario, con ello -
se pone de manifiesto que las huelgas no pueden detenerse, ni -
aún calificándolas cono delitos, pues su ejercicio ha sido reali 
cado independientemente de su conceptuación legal que en su no : 
mento tenga, así lo (mico que. con todo el mérito que le corres-
ponda, hizo el Constituyente. fué adecuar la huelga al sistema--
juridico-social que se empezaba a formar. Esta adecuación, defi-
nición y función de la huelga quedó establecida en el articulo-
123 Constitucional. 
_Desde que a la huelga se le considera como figmra jurídica en -
nuestro pais. se  estableció que como derecho de clase lo tenian-
los trabajadores, sin injerencia del Gobierno en su ejercicio, -
salvo los casos expresamente zeftalados en la Constitución, en -
cuanto se refiere a la ilicitud que solo se puede dar en dos su-
puesto y que ya antes hemos mencionado. 
Por disposición de la Ley, solo en el caso de que fueran los tra 
bajadores los que pusieran en unos de las autoridades de traba: 
jo una huelga, procederla el arbitraje, esto es un paso adelante 
en la protección de los derechos de los obreros; lo contrario. -
es decir una regresión al pasado, seria que a esta altura de lo-
que se ha dencainado derecho social, se decretara que lis huelgas 
deben someterse al arbitraje forzoso de las juntas de Concilia - 
cita y Arbitraje, proposición que hace el Lic. Euquerio Guerrero 
al decir que, sin menoscabo de lo dispuesto par la Fracción --
XVIII, del articulo 123, pueda aplicarse la Premie': =del mis-
mo, respecto de las huelgas y esto lo sostiene no solo para rele 
riese a los Servicios Mblicos, en los que ya normalmente el eS: 
tado interviene sino segén el también para otro tipo de servi 
dios a los que califica de vitales. 
Consideramos que de por si. con la legislación ordinaria se en - 
cuentra restringido el derecho al ejercicio de la huelga, como -
lo es con la introducción de las figuras de inexistencia, par -- 
ejemplo; reformar nuestra Constitución para ejercer un mayor can 
troj sobre esta figura, siempre repercutirá en detrimento de tal 
derecho. pues no es posible considerar que quien tiene el poder- 
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lo conceda gratuitamente y por propia voluntad, lo ordinario es-
tratar de reunir las mayores condiciones de poder y control, y -
actualmente éstas permanecen en las esferas gubernamentales yen 
las de la iniciativa privada. 
El articulo 925 de la actual Ley Laboral, detalla para sus afee-
tos cuales son considerados como Servicios Públicos, a saber: 

1).- Los de Coeunicaciones y TranaPartas• 

S).- 10e de luz y knergia Eléctrica. 

3).- Los de limpia. 

4).- Los de Aprovechamiento y Distribución de Aguas Destinadas -
al Servicio de las Poblaciones. 

5).- Los de Gas. 

6).- Los Sanitarios. 

7).- Los de Hospitales. 

8).- Los de Cementerios. 

9).- Los de Alimentación, cuando se refieran a Articulos de pri-
mera necesidad, siempre que en éste Animo caso se afecte -
alguna rama ~pena del servicio. 

Sin que de ninguna manera pensases que no todas estas activida - 
des tienen importancia, si es justificable seAalar que en el Ye-
ma que estamos desarrollando destacan los servicios de Comunica-
clames y Transportes y de los de Energia Eléctrica, decreciendo-
este orden por los de hospitales y los que a éste siguen, este - 
148111MaiestO se bici de acuerdo a los acontecimientos sucedidos-
respecto de los dos servicios Públicos ~alados en primer térei 
no. Simado en este sentido palpable el régimen de excepción a -
que se emmentrae smjetos gran cantidad de asalariados, como lo-
son marineros, untes, Estibadores y Portuarios, Sobrecargos 
y Aviadores, Perrocarrileros. Electricistas, Carteros y relegra• 
astas. trabajadores de lineas aéreas de Tedio y televisión, tra 
bajador', de la construcción que realizan puente. caminos  y  ca -
=etapas, operadores del metro, tranvias y trolebuses. ~reme-
de tremsperte urbano yikrémos, etc. 
la mmestrapais, ameres después del movimiento de 1910, una nue- 
Inactividad del estado, fuera de las secretarias y departaneá 
tos tradicionales, aparecen empresas dedicadas a la producción - 
de bienes y servicios, en las que de una u otra forma tiene in - 
~vomite el Gobierno, ocupando de esta manera el puesto de em-
presario péblico y en rada de lo cual trata por esta via de in- 
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cidir en el movimiento embalso del pais. 
Pasado este periddo, que podría llamarse de despegue en el ambi. 
to ~Mico del Estado Mexicano, en nuestro concepto, se forta-
lece esa actividad en los atoe 30, especificamente en el periodo 
Cardenista, cuando coa tintes marcadamente socializantes y nació 
nalistas el Estado toma parte en los sectores mis dinámicos, es-
tratégicos y productivos, para que esto sirviera al desarrollo -
industrial de México. 
Ea un estudio que hace Juan Pelipe leal ~laque ea 1946 se-
d& principio a otra etapa de la historia de las empresas y orga. 
alisaos Pdblicos, que corre basta 1960, aproximadamente. Este PP 
riodo es regido por una politica económica, imprevisora y coyMP 
toral, que oculta sin embargo una coherente lógica interna, Esta 
descansa en el firme propósito de nutrir-sir cortapisas ale 
la expansión de las empresas privadas nacionales y extranjeras;. 
mediante un financiamiento inflacionario del gasto y de la Laven 
Sión ptblica -emisión acostarla- a través de la adopción de medí 
das impositivas de corte regresivo, y por medio de las devaluar 
cienes y la inestabilidad cambiarla e. (10) 
Después de esta etapa viene ~opinado que se denomina con el-
nombre de Desarrollo estabilizador, que dura basta nuestros días 
y que cantata con la tónica de financiar a la iniciativa priva-
da mediante imposiciones flscalesaintaas, entrega de productCP 
y servicios a precios bajos, con la diferencia de que se da tam-
bién un buen margen de inversión del gasto ptblico a actividades 
y servicios sociales. 
Ante esta situación ea la que el estado genere la reproducción -
de los medios de produccióa, al transferir la »erran* que pro-
ducen las empresas ptblicas al sector privado y bebiendo adopta-
do el papel de empresario, convirtiéndose en patrón de los trae 
jadores de sus empresas, el estado •... Se ve involucrado de ma-
nera directa ea los conflictos fundamentales de la sociedad capi 
taliste: aquellos que surgen entre el trabajo y el capitale.(va 
La incisión del estado ea la economía, desarrolla un importante-
Mísero de trabajadores, obreros y burocratas, al servicio de las 
empresas paraestatales que causa una duplicidad de trato espe 
cial para este tipo de trabajadores; por un lado existe la rea-
cias de patrón (personificado por el estado) -trabajador y por -
otra de gobierno - trabajador. nato evita que el estado a tra 
Tés de las autoridades del trabajo, aparezca como mediador entre 
los intereses del trabajo y del capital en los conflictos labor 
les, produciendo" en términos generales una confrontación nig-
directa entre estado y trabajadores...• . (12) 
Indiscutiblemente deducimos que ea el caso de los trabajadores -
de los Servicios Pábilo" existes matices peculiares que Permi-
ten al estado actuar en los conflictos laborales como árbitro p-
parte a la ves. lo que sirte a sus trabajadores bajo us particu-
lar aparato de hecho, que los margina de alguna de las ventajas-
que como trabajadores comunes, sin éalmo peyorativo, ~so los- 



cue se encuadres ea el apartado A del articulo 123 Coastitmcio . sal. 
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LOS TRAZA:ADORES DE 103 =VICIOS PUBLICO., COMO SUMOS DE 
MICRO MILICO Y DEI DIRECRO LABORAL. 

La DisCipliaa del derecho tradicianalmeute ba ido el crite -
:do de dividir a este em dos grandes ramas: Derecho Peiblico f De 
recho Privado: esta «visite: ccerespoade a su ves, al desarrollo 
de la tociedad, es decir, emcweatra ss randa de ser en la aecesi 
dad de delialtar la estera de actividad tanto del estado cazo di 
los particulares. 
le set esta ~ida calo podemos ~alar coa ~Druck que sea el -
estado absoluto, al estabilizase la sobe:nada del principe tren 
te a los esta:matos, el derecho »Mico se desembarazo de las 
trabas de Derecho Privado o semi privado que le coastreillan. 
lijo el estado de derecho, el derecho privado ee emancipo, a so. 
ves. de u: emearcamiatto absolutista peral Derecho Peblico; El-
liberalismo es, ea este cupo, la lucha par la ~macla del de 
?echo privado sobre el pdblicoli. (13) 
La divisada M'alada se embuta principal:mate de acuerdo a la. 
ig•oca se que se vasalla la igualdad de los hombres. es decir ecce 
el liberalismo lo ale importante era la ~cita del estado como-
gueridlin de lo que el derecho privado coaceptualis6 cuto el ~-
trato social. 
De esta ~era todas las redactases j'indicas se Itudamentaban 
ea el derecho privado ala las que emteaderiamoe como del.iabito-
del Derecho Milico. 
De ateerdo a esto, ~mos que ea derecho privado pee finan m-
eritorio de libertad, lo que ~dem a que por lo general, pueda 
hacerse todo aquello que la ley no prohibe (Mala la capacidad); 
ea tanto que ea el derecho p4blico >redom:ha el criterio del coa 
trol de la ley por lo que gemerallunte puede lamerse solo lo que 
la ley autoriza ezpresameate (prima la cospetemcia).(14). 
~eme a este criterio, vemos que el problema de esta división 
también ha sido plateado tomando un cuata Imicereatu a los in. 
«videos (pirran) y por otro lado toda noma jurídica puede lb 
gicememte ser situada ea amo de aquellos dos cupos desde la pun 
te de vista a-priori, cae lo que queda ocluida de uta di -vigilen 
toda legislad*" que ao se vellera a ~aclames jerldicas indivi 
diales. 
Da este metido, a pesar de que el derecho privado se coestituye 
por leyes emistestemeato dirigidas al desarrollo de la probo:cita 
artesanal y agrícola, el capitalina supo aprovecharlas para se- 

to utilizando para ello el contrato da sociedad por-
mimes, el m'apto da propiedad y el ~trato de trabajo. con 
ello ~bid% time lepr el desarrollo de la gres: ladastria. 
La enlucida de los procesos sociales, innegablemeate, lleva al-
surgimiento de ~Val CMCMialhal a las lega-a» eacePa litiestra -
disciplina, asa es que el mismo capitalismo, nativa la actividad 



del estado en ramas ajenas a las tradicionales de vigilancia, -
justicia, defensa, etc., con lo que se desborda la ccastrucción- 
de éste al derecho privado y tomando gran auge el Derecho Publi-
co, dentro del cual el Derecho Administrativo tiene grande reii-
vuele al surgir doctrinas como las que se refiere a los Servid-- 
otos Públicos, al interés general, al internacionalismo del Es-
tado en la 'camela. 
Los puntos ~alados proporcionan algunos aspectos interesantes-
que merecen recalcares, como lo es el que el derecho privado vea 
restringido su predominio mediante legislaciones basadas ea el -
interés general que limitan los derechos individuales. "La pro -
piedad privada y la libertad contractual por ejemplo. sca res - 
tringidas por Leyes de Derecho PIlblico"(16). 
Con esto no queremos decir que exista anulación sobre el Derecho 
Privado y un predominio total del Derecho Páblico, sino que. ini 
cemente como debido a las necesidades sociales y al avance de a 
tecnologia el estado se ve obligado a una mayor intervención, — 
usando para ello mecanismos de Derecho Privado para poder cae — 
plir CC* sus cometidos y como consecuencias de que el Derecho Ad 
minietrativo no he sido capas de especializarse o desarrollar — 
técnicas que permitan al propio estado cumplir con tales funcio-
nes. Es como nena Miguel Acosta Romero que *Lo que los autores 
llaman privatisacién ano viene a hacer sino que el estado adata -
las técnicas de administracián de los particulares, o biés se re 
gula par normas de derecho privado, ea ciertos casos de gestión-
administrativa sin que por ello pierda su carácter de estado y -
el Derecho Pábilo* se privatice' (17). 
Eduardo Novo', destaca a partir de la intervención estatal que -
tiene lugar en la actualidad, tres novedades juridicas que apare 
esa junto con este fentaano. Una es '11 enorme desenvolvimiento-
del Derecho Administrativo, como consecuencia del gran afuero de 
nuevos servicios póblicos que gradualmente aparecen. 
Otra es la pérdida de la unidad Juridica del Estado. Al no serle 
posible al estado tradicional la atención de tanta nueva función 
de bien colectivo, esa a crear organismos independientes a-
los cuales se les encomienda. Estos organismos son originados — 
per voluntad del estado y dependen de éste. pero adquieres un — 
cierto grado de autonomía que facilita su ~apeó°. 
Estas entidades estatales supuestamente independientes, no son -
sino otra cara del estado, el cual debe presentarse con rostro 
difereate!. 
De la anterior situación, el autor deduce el tercer aspecto que-
me refiere a 'el otorgamiento de poderes discrecionales bastante 
amplios. Estos poderes discrecionales que se presentan en casi -
todas las legislaciones, vienen a quebrar ese Viejo principio de 
que ea Derecho Pabilo* el estado o sus órganos solo pueden ha — 
cer aquello para lo cual están expresamente facultados por la -
ley* (le). 
lro obstante el desenvolvimiento que el autos 'Mala en el campo- 
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del Derecho Administrativo es innegable su atraso para poder re-
solver satisfactoriamente las relaciones de la actividad estatal 
en esa medida se tiene que recurrir al Derecho Privado para po 
der explicar en que consiste la personalidad del estado, al que-
se le ha dotado de esta, es decir se le otorga la calidad de su-
jeto de derecho, haciendo posible así los derechos públicos sub-
jetivos de los individuos contra el estado y de éste contra loe.,  
individuos o bien, lo que es mis significativo, que el estado -
puede celebrar contratos de los conocidos como de derecho públi-
co. en los que más que nada concurre como sujeto juridico en un-
plano de igualdad, aunque no plena, pues no podría sostenerse en 
definitiva que ooatrate totalmente despojado de su investidura -
de poder, pues en alguna medida, las personas morales públicas y 
particularmente el estado, tienen motivo y metas de actividad --
que no son las de los particulares, pues defienden el interés ge 
neral y ejercen con este fin la autoridad. (19) 
La rígida división tradicional entre Derecho Público y Privado,-
y por la que el primero seria 0E1 conjunto de normas que regulan 
la estructura, organización y funcionaalento del estado y su ac-
tividad encaminada al cumpliaiento de sus fines, cuando interven 
ga en relaciones con los particulares, con el carácter de autora 
dada y el segundo a su ves se compondré por sal conjunto de nor-
mas que regulan las relaciones entre los particulares entre si y 
aquellas en las que el estado intervenga y en las que no haga . 
uso de su carácter de autoridad, sin que por ello pierda su ca 
rácter de ente públicos (20), parece que ya no es tan tajante ni 
tan nítida coa se pretendía en algún tiempo y que solo puede --
ser mantenida en un sentido didáctico o por razones de método *-
estadio. 
Basamos la consideración anterior en que cuando el estado o las-
personas morales públicas de dedican a actividades de tipo comer 
cial o industrial ha tenido que seguirse la técnica del derecho- 
privado, recurriendo inclusive a las figuras propias de este, --
ata en ciertos casos de nacionalizaciones, dejandoles sa forma -
jurídica que originalmente tenían las empresas de las que se Gen 
pa, para las relaciones con sus clientes o par otro lado temien-
do que sujetarse a la legislación laboral con trabajadores no :-
considerados como Burócratas. pues ea estos ~Ole  formalmente.-
el estado tenerla que actuar jurídicamente en las alomas condi -
cienes que los particulares, sin la investidura de autoridad de-
que esta cubierto. lo que por otro lado produce mayor confesión-
y desvirtúa la división a que nos referimos. 
Vemos como consecuencia de esas relacicaes jurídicas entre lo pe 
Mico y lo privado, el nacimiento de nuevas formas de legisla 1: 
cien encaminadas a problemas de ~oda, agrario«). trabajo:etc. 
Sito ha conducido a que ahora se contemple una nueva rima del de 
recho que se conoce caso Derecho Social, ceo características ps; 
pies que lo ~tornan y que no podrian encuadrarse en las dos rol 
mas acostumbradas, 



Con el Derecho Social se pretende por lo menos. alejar a las ra-
mas que este comprende del individualismo y el liberalismo en --
que se sustenta el derecho privado, con sus concepciones de li - 
bre opción y equidad que tomaban al hombre como un sujeto indIwi 
dual. 
La nueva tendencia ve en cada hombre a un miembro que pertenece-
& una colectividad social. estos aspectos los pone de relieve -
Legas y Lacambra al seEalar que 'Debe aceptarse la triple divi -
sien del derecho basándose ea la clase de relaciones sociales --
que regula. Nay relaciones de subordinación, que son las que tie 
ne un sujeto con la autoridad; su acento esté en la obediencia,-
pues aquél debe acatar a esta para mantener la organización. Hay 
también relaciones entre sujetos iguales e independientes entre-
si; hay Maneen*. relaciones entre sujetos en cuanto miembros-
de una comunidad integrada que pone el acento en la solidaridad-
y en los deberes de todos." (21) 
Concretamente. el derecho del trabajo, como una nueva rama de es 
ta disciplina reconoce la ausencia de igualdad entre el poder --
económico de la parte patronal y la carencia de estos recursos -
por parte de los trabajadores. Lo anterior es de suma importan - 
cia pero no constituye por si mismo la esencia de este tipo de -
relación jurídica, sino que sobre este aspecto sobresalen caes 
tienes de tipo ético y social como lo es el evitar que el traba-
jo humano asa considerado como una aercancia, pues no hayrealain 
te una equivalencia posible entre el trabajo humano y dinero. 
Si a lo anterior se agrega que el contrato de trabajo afecta la-
vida entera del trabajador y lo coloca en una situación de subor 
dinación ante otro hombre. podría pensarse que en el fondo no es 
sino una forma atenuada de esclavitud que el habito nos hace a . 
ceptar sin mayor reflexión, pero que en un futuro podría ser ;e-
chasada cono una forma social "Sobre pasada'. (22) 
Con la Constitución de 1917, en México, se elevaron al mismo ran 
go de jerarquía, los derechos individuales del hombre y los dea 
chas sociales del trabajador y del campesino, ambos son por tan-
to de acuerdo a su origen. intocables y se encuentran por encima 
de los derechos del estado y sus poderes, pero no obstante lo an 
terior nos dice el maestro Mario de la Cueva, 'Los primeros son:: 
Derechos contra el Estado y en alguna medida contra la Sociedad, 
con la esfera de la libertad ea la que no pueden penetrar los po 
deres públicos respetuosos del orden juridico, can como afirma -
Jorge jellinek, ~sebos públicos subjetivos, por lo tanto, dere 
chos que imponen al estado y a la sociedad VA no hacer. Los dere 
chos sociales comparten también esa caracteristica ea lo que la 
mareaos más adelante las libertades de coalición, de sindicacia. 
de negociación y contratación colectivas y de huelga, activida--
des sobre las cuales el estado no tiene ni intervención ni vigi-
lancia, pero son, en segundo lugar, un derecho positivo contra -
los empresarios que quedan obligados, primeramente, a reconocer-
& los sindicatos de trabajadores y a contratar COA ellos las COA 
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tratar con ellos las condiciones colectivas de trabajo y después 
a respetar y aplicar en sus empresas las normas de la declara - 
cita, de la Ley y de las que surjan de las restantes fuentes del 
derecho.* (23) 
Conforme a lo anterior, consideramos que aunque la legislación • 
laboral vigente, tiende a armonizar a las clases que intervienen 
en la productiOn. refleja asimismo la lucha de clases que priva-
en la sociedad de nuestros dias. Esa cuestión conjuntamente con• 
las caracteristicas del derecho social, resalta el hecho de que-
jurídicamente los trabajadores gocen de un estado de protección-
supraestatal, por cuanto son considerados como los integrantes - 
més productivos de la comunidad social y encontrarse encuadrados 
en las normas de derechos sociales, con la bipolaridad que se --
desprenden de casos, cm, lo ha señalado el autor mencionado. 
Siendo nuestra Constitución el documento donde quedó plasmada la 
voluntad de la nación y quedando acreditada en ella los derechos 
de los trabajadores ademé& de otros, tendremos que pensar que --
estos no se mitran subordinados a leyes secundarias, aspad-
ficaeente, el derecho de huelga según la Carta magaa, no ~tem-
pla mas restricciones para su ejercicio que las que la fracción 
svIII. del articulo 123 Apartado A, le señala y por otra parte -
no se contempla el que los trabajadores no considerados dentro -
del apartado 3 del aire articulo y ordenamiento legal citado, -
se vean sometidos a una especial reglamentación, en caso de pees 
ter su trabajo en actividades clasificadas como servicios Ohn-
e**, pues ata ea la enumeración de estos servicios que detalla—
el actual articulo 525 de la Ley ~eral del Trabajo, ésta se re 
fiera solo en cuanto hace al término respectivo para plantear el 
emplazamiento a huelga, pero de ninguna manera a su ejercicio. 
De manera que el estado se bada ~vertido en empresario desarro 
liando actividades industriales, comerciales o de prestación de-
servicios, ésto significa, que ba tenido que recurrir a utilizar 
la personalidad juridica,que mis bien se localiza en el Derecho-
Privado, en esa medida cuando entra ea una relación etatractual. 
con los trabajadores concurre aceptando un trabajo subordinado -
que los trabajadores llevaran a cabo y por otro lado ~paliado -
el estatuto laboral que rige este tipo de relaciones, sin que ea 
caso de un conflicto tenga que echar mano de *u autoridad, pues-
con esto, rompe de plano coi la supuesta armonía entre los facto 
res de la producciOn; pensamos que en este dltiao caso. ya so  -
hay que tobear dichos.cceflictos como sucedidos entre patrones y-
trabajadores, cal al estado al margeu, pues aats tales ~lelo-
nes éste adopta la lógica del poder al tomar ae sus M'Os al do- 
ble carécter de patrón y estado, olvidando por completo"» en-
Onalmeste debía estar despojado de su característica de autori-
dad y actuar solo como usa parte del conflicto. 
Con tales consideraciones es menester sostener lee los trebejado 
res que laboree en la prestación de Servicios Péblicos, y que se 
rigen par la ley regiameateria del articulo 123 apartado A Cano 
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titucional, solo pueden ser sujetos del derecho laboral a que di 
cha reglamentación se refiere. independientemente de las laborei 
que desempeñen. pues su calidad de trabajador. no puede ser obs-
taculizada por ninguna otra ley, que no hiera la propia Constitu 
clec. 
El trabajador de Servicios ~ices a que nos referimos. con tal 
caracter, no puede quedar sujeto a normas de derecho galaico sin 
riesgo de que se viole la blpolaridad del derecho social que lo-
protege y en última instancia. será al Derecho Administrativo al 
que corresponda lograr 'Armonizar la libertad de acción que los-
servicios y organismos estatales requieres para poder cumplir --
con rapidez y eficacia sus nuevas funciones. con un sistema de -
control jurídico que evite el riesgo de arbitrariedad de ellos". 
(24). 



III 

RESTRICCIONES LEGALES AL EJERCICIO DEL DERECHO DE HUELGA. 

Toda regla de derecho constituye un dalo por si mismo, pues pue-
de.tener por objeto la regularización de los derechos y regular-
el ejercicio de un derecho equivale inevitablemente a /imitarlo. 
(25). 
En principio del derecho a la huelga, considerado como Derecho - 
Social.es anterior a toda regulación jurídica (26), con esto que 
remos recordar que este derecho surge como consecuencia del li - 
bre juego en que, primariamente se encontraban las fuerzas del -
trabajo y el capital, entre las que el estado no incidía, es de-
cir, la huelga originalmente se manifiesta en el sentido de una-
abstención e desarrollar el trabajo, como reacción casi intuiti-
va ante las injusticias, después evoluciona, entonces ya no solo 
se utiliza como medida defensiva sino que se encuentra en ella -
un arma, que con tal carácter, puede servir para entrar a un pie 
no en que los trabajadores deban aceptar las condiciones que se-
les imponen, ahora ya pueden negociar con sus patrones, ante la-
espectativa no solo de no trabajar, sino de suspender durante al 
gón tiempo los trabajos de una negociación determinada. 
Las ~gas, en alguna medida denotan un grado,. podríamos decir, 
patológico del estado, esto es, con ellas se muestran las diver-
gencias y contradicciones que este encierra ea su seno y las coa 
les no puede resolver; refiriéndose a este problema G. Caben. - 
llas (27) expresa, *21 problema de la Melga puede.consideraPie-
*aparte, igual a la legitima defensa ea el Derecho Penal. 21 --
Pastado se emcu■atra en tal impotemdaque ha de dejar en poder -
de los particulares, medios suficientes para que ellos, a falta-
de la autoridad, puedan por si mismos defenderse de toda agro 
alón injusta. La legitima defensa se presenta como= defecto de 
la organización estatal de la misma forma, el estado, al no po - 
dor impedir que se cristalicen los hechos productores de las si-
tuaciones de huelga, reconoce este derecho. Pero la huelga, dile 
cho más supuesto que real, aterra ea verdad a los GobiernosePlaa 
en su ejercicio descubren la expresión de violencias..." 
En nuestro país, a la huelga se le han dado diferentes tratamien 
tos, como ya lo vimos, primero se le encuadraba como un delito, 
obviamente integrándolo en la legislación Penal, sujeto a dite -
rentes tipos de *encimes, llegando inclusive a castigado con -
pena de muerte, Posteriormente se le encuadra ya en forma juridi 
ca especifica, con rango constitucional, y atribuyéndole forma y 
carácter de Garantía Social. 
Lo anterior en la práctica no llega a cumplirse totalmente, pues 
debido a interpretaciones parciales que llevan a cabo los Gobier 
nos posteriores al movimiento de 1910, torna a su carácter de — 
ilegal, cuando menos de hecho, mediante la creación de figuras -
pseudo-legales hechas exprofeso, como en el caso del delito de - 
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"Disolución social" 
Queremos referirnos ahora a las restricciones que legaleente se-
le han ido agregando al ejercicio de derecho de Huelga. El Esta-
do como responsable de garantizar el orden social del sistema 
del que ha surgido, es conciente de los efectos que pueden proveo 
car las huelgas inclusive de oposición y rechazo a las institu 
cienes. es en esa medida que e1 aparato estatal toma la altera-
tiva de convertir a la huelga en una figura jurídica. a la cual:-
al mismo tiempo se le concede su reconocimiento y la eleva al --
grado de legalidad, la dota de formalismos, para de esta forma -
lograr sujetarla o someterla a sus propios conceptos de orden y-
bien social; de esta manera se le quitan a la huelga los elemen-
tos que originalmente tuvo "de rebeldía positiva convertida ac--
tualmente. a un mero trámite administrativo,en su primera etapa-
y. ea casos. jurisdiccional". (28) 
Tenemos que. de acuerdo al criterio sobre el que se basaron los-
Diputados Constituyentes responsables del estudio y dietámen de-
la huelga, y que aparece en Exposición de Motivos, de nuestra -
Constitución. se  fijó el carácter de la misma de la siguiente ma 
nena, dijeron "Nos parece conveniente también especificar los ca 
sos en que puede considerarse licita una huelga, a fin de evitar 
abusos de parte de las autoridades'. 
De aqui podemos deducir que de acuerdo a este criterio. se  perci 
ben dos aspectos importantes para el caso que se comenta. El pri 
mero en cuanto a la licitud de las huelgas y el segundo, consis-
tente en que tal calidad de licitud se hace en función de evitar 
abusos de poder respecto de las autoridades, ese es el sentido -
de la Fracción XVIII, del apartado A del articulo 123 Constitu 
cia mal. 
"Las huelgas serán licitas cuando tengan por objeto conseguir el 
equilibrio entre los diversos factores de la producción, armcal-
sudo los derechos de trabajo con los del capital. Ea los Serl-
eios Pellicos será obligatorio para los trabajadores dar aviso--
con diez días de anticipación, a la junta de Conciliación y Arbi 
traje, de la fecha seAalada para la suspensión del trabajo, Lae-
huelgas serán consideradas como incitas. únicamente cuando la . 
mayoria de los huelguistas ejercieren actos violentos contra las 
personas o las propiedades o en caso de guerra, cuando aquellos-
pertenezcan a los establecimientos y servicios que dependan del- 
Gobierno". 
Es claro que la regla. establecida ea el precepto que antecede. -
es que todas las huelgas serán consideradas legales y excepcio 
nal:unte como ilegales en  los casos  especiales, que san cuando -
la mayoría de los huelguistas ejerzan actos violentos contra las 
personas o las propiedades Y en caso de guerra, cuando los traba 
jadores pertenezcan a los establecimientos y servicios que depen 
dan del Gobierno. 
De ambos casos, el primero denota el espirita liberal individua-
lista en que se sustenta la propiedad privada; en el segundo ca- 
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so consideramos que es bastante extenso seftalar a los estableci-
mientos que dependen del Gobierno, actualmente éste cuenta como-
patrón con infinidad de establecimientos. 
Ahora bien, es sabido que las normas contenidas en el articulo -
123 Constitucional, constituyen solo un mínimo de Garantias So - 
ciales, es decir, al reconocerse por el Constituyente de Queréta 
ro la existencia de dos clases sociales en nuestro pais trabaja: 
dores y patrones, optó por poner en ~Os de los primeros los --
elementos mininos para que pudieran llevar una vida decorosa, ya 
de no explotación irracional, sin embargo, en ese sentido, de --
normas mínimas, el Constituyente dejó establecido que seria el -
legislador ordinario quien tendría que expedir las leyes regla -
mentarías del trabajo, sin contravenir las bases fundamentales 
senaladas en el articulo 123, estos argumentos encuentran su ra-
zón en las disposiciones Constitucionales seealadas en los arti-
culos 73 Fracción E, 89 Fracción 1 y 123. 
SegOn el primer articulo en cita, corresponde al Congreso la fa-
cultad de "... Expedir las Leyes del Trabajo Reglamentarias del 
Articulo 123', el cual a su vez en principio seliala "El Congre-
so de la Unión, sin contravenir las bases siguientes, deberá ex-
pedir leyes sobre el trabajo...'por otra parte los artículos de-
la Ley Reglamentaria del 123 refuerzan el criterio de tutela del 
Constituyente, (Art.2. 4, 18) hasta aqui encontramos un sentido-
social mis o menos uniforme tanto del espíritu del Constituyente 
como de las legislaturas siguientes. pero mis adelante se va des 
cubriendo la ~afta legal que se ha tejido para hacer restricti-
vo el ejercicio del Derecho de melga. 
Originalmente, a nivel constitucional solo se distingue cono me-
canismo restrictivo de la huelga a la ilicitud, proveniente ex - 
clusivamente de los dos casos señalados anteriormente; sin embar 
go, en la ley que la reglamenta se descubren otros tipos de me : 
didOs limitativas a este derecho tales como, la existencia y Ta-
justificacibe. ademas de la ilicitud ya señalada; esto significa 
que se ha desarrollado una contradicción de los principios del -
Derecho Social en que se sustenta el articulo 123, los que exten 
sivamente se localizan tambien en algunos preceptos de su ley re 
glamentaria y la concepción que en esta se detalla sobre la huel 
9a. 
Coastítucicealmeate, el estado no tiene facultades para resolver 
los conflictos huelguísticos, a no ser que sean los trabajadores 
quienes les den esa competencia. Así encontramos que el articulo 
2f. de u Ley Federal del Trabajo habla de que "Las normas de -
trabajo tienden a conseguir el equilibrio y la justicia social -
en las relaciones entre trabajadores y patrones' esto es literal 
mente lo que se preceptúa en la Fracción rim, del citado artl= 
culo 123. ¿Ceao se trata de establecer ese equilibrio?, la priC 
cite indicada, para tal efecto di a los trabajadores el ejerci - 
clo de la Huelga. Ese derecho es otorgado a los trabajadores y -
no al estado. 



No obstante que el articulo ~alado tiende a la justicia social 
y par su parte el articulo 5° de la ley, da a las normas de tra-
bajo el carácter de leyes de orden público, y que estos dos con-
ceptos difieren entre si tal y como lo resalta el maestro Tru¿a 
Urbina (29),consideramos que de acuerdo al caricter tutelar y --
proteccionista de la ley sobre los trabajadores, deberá entender 
se que en este caso la idea de orden público debe quedar supedi 
tada a la justicia social. 

a).- Sobre las Coaliciones.- Constitucionalmente no existe obli-
gación por parte de los obreros para formar Sindicatos, Asocia7. 
ciares Profesionales, etc., la 'Tramite XVI, del apartado A del-
articulo 123 faculta a los trabajadores para este fin pero de - 
ninguna manera se los impone; en el mismo plano se habla del --
ejercicio del derecho de huelga o sea que este, se reconoce coto 
derecho de los trabajadores coligados para la defensa de sus in-
tereses. No se aprecia que limitativaneute, para ejercer ese de-
recho los obreros coligados deban formar un sindicato, asocia --
ción, etc., ni mucho menos que el titular del derecho de huelga-
deba ser alguna organización de este tipo. 
Este criterio se basa en lo sustentado por nuestra Suprema Corte 
de Justicia de la Nación quien emitió, en ese sentido, la si --
guiente »sis: 

0  La Fracción II, del articulo 264 de la Ley Federal del Trabajo 
(la de 1931), no hace distingos entre obreros sindicalizados y -
no para los efectos de la declaración de una huelga, lo cual es-
natural ya que un movimiento de esta clase afecta tanto a unos 
como a otros, sin que pueda interpretarte tal precepto en el sea 
tido de que solo protege a los obreros sindicalizados pues tal - 
tésis conducirla a dejar sin protección legal a los damas traba-
jadores ° (ejecutoria. 25 de julio de 1940.- Toca 2267/40 10  Je 
realzo Guerrero). 

En tal sentido se ha dicho que corresponde a la mitad mas uno de 
los trabajadores de la empresa o establecimiento respectivo la -
titularidad del derecho y ejercicio de la huelga, sin que necesa 
~ente sea el sindicato quien la lleve a cabo. 
A pesar de lo anterior, la ley hace nugatorio el derecho al ejer 
ciclo de la huelga que realicen las coaliciones de trabajadores-
que no se encuentren constituidas en sindicatos tal y como trata 
ramos de demostrar a continuación. 

Atenta a lo que el articulo 450 de la Ley Federal del trabajo se 
Rala, la huelga debe tener por objeto: 
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II.- la celebración del Contrato Colectivo o su revisión. 

III. -La celebración del Contrato Ley o su Revisión. 

IV.- Exigir el cumplimiento del Contrato Colectivo del Trabajo o 
del Contrato Ley. 

Vwes pes 

VI.- 

VII.-Ixigir la revisión de los salarios Contractuales. 

Por lo que hace al segundo supuesto, debemos atenernos a otros -
preceptos, tales como el 386 de la Ley, que se refiere a la defi 
alción de Contrato Colectivo diciendo que es el "Convenio cele - 
brado entre uno o varios sindicatos de Trabajadores y uno o va -
ríos patrones...* 

ta el tercer supuesto, el articulo 404 de la ley dice *Contrato-
Ley es el convenio celebrado entre uno o varios sindicatos de --
trabajadores y varios patrones...*: los puntos IV y VII se en - 
cuentean interrelacionados de acuerdo a los capítulos III y IV,-
del titulo Séptimo de la ley. 
Como se ve solo los sindicatos san quienes en maman* dado, -
podrían llevar a cabo los emplazamientos y huelgas por los moti 
vos que se indican en las fracciones citadas, pues según los ar-?Ionice que las contienen corresponde solo a esa agrupaciones el 
ejercicio de la huelga para tales fines; así es que, en el caso-
de una coalición de trabajadores que quisiera ejercitar el Dere-
cho de huelga, para lograr por ejemplo, la firma de un Contrato-
Colectivo, y aunque esta coalición cumpliera coa todos los requi 
sitos formales y de objeto que la ley requiere, en teoría y jurl 
dicamente de acuerdo al texto de la ley, probablemente existirla 
un obstáculo para llevar a cabo dicha huelga, por que la coali --
cien sin estar conformada como sindicato, carecería de persáiali 
dad juridica, pues no habria forma de acreditar ésta, de acuera 
a la fracción IV del articulo 692 de la ley, esto se convertirla 
en una causa de inexistencia que terminarla con la huelga, por.-
contener un objeto de realización imposible. De esta manera los- 
trabajadores no sindicalizados que quieran ejercer  la huelga por 
las pasmes ya ~aladas, te tiran vedado su derecho por no perte 
nacer a un sindicato. 
Tebricemeute„ puede suceder que a pesar de que existe un sindica 
to y éste no quiera ir a la huelga para la celebración de un con 
trato colectivo, sean los trabajadores coaligados quienes la lle 
ven a cabo, pero aqui también, estos verían negado su derecho en 
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rezan de que no seria el sindicato quien lo ejerciera y la Ley -
di la exclusiva titularidad de huelga en esos casos a los sindi-
catos no a las coaliciones, atan siendo ésta conformada por la ma 
ycria librera. 
Así, más que hablar de la titularidad del derecho de huelga en -
manos de un sindicato debe quedar establecido que se encuentra -
en poder de los dirigentes sindicales, quienes san en última ins 
tancia quienes tienen el poder de decisión en cuanto ir o no a -
la huelga. 
Surge aqui otro problema, si la mayoría de obreros decide formar 
una coalición, quedando por otro lado el sindicato con una mino. 
ría obrera. ¿Significa que a pesar de esto, el sindicato segur-
ría siendo el titular del contrato colectivo y por ende quien --
ejerce la huelga para la revisión de aquel?, al parecer, según -
el texto de la ley, la respuesta seria afirmativa con lo que se-
deduce que han dejado de ser los trabajadores, como constitucio-
nalmente les corresponde, quienes serán los titulares del ejerci 
do de la huelga, suplantados puede decirse, por los sindicatos-
reconocidos por la Ley. 
De lo antes mencionado podemos ver que al carecer de personali -
dad jurídica las coaliciones libres de trabajadores, lo cual es-
un absurdo o en el mejor de los casos una laguna en la Ley, ten-
dremos que en México los obreros y coaliciones, están imposibili 
tados legalmente para ejercitar un Derecho Social yalemás Cons - 
titucional como lo es la huelga dejandoles solo el llevar a cabo 
estas por las causas manadas en las Fracciones 1, V, y VI, del 
articulo 450 de la Ley. 

b).- Acerca de la Figura de la Inexistencia en la Huelga.- Para-
llevar a cabo la suspensión de los trabajadores, en principio - 
formalmente, deberán los trabajadores formular un escrito en el-
que hagan sus peticiones, dirigido al patrón haciendo» saber a-
éste que en caso de no acceder a lo solicitado, iran a la huelga 
en un plazo no menor de 10 é 6 días, según se trate de servicios 
públicos o de otras empresas, respectivamente; correspondiendo a 
la Junta de Conciliación y Arbitraje, normalmente, la responsabi 
lidad de hacer llegar el escrito de petidones al conocimiento -
del o los patrones contra quienes se dirija la huelga. 
In forma eventual el escrito de peticiones, cuando la empresa 
o establecimiento se encuentra ubicada en un lugar donde no exis 
te establecida alguna junta de Conciliación y Arbitraje. pueden= 
presentarlo los peticionarios, ante la Autoridad de Trabajo más-
próxima o Autoridad Politice de mayor jerarquía del lugar. Cual-
quiera de todas las Autoridades que señalamos, deberán hacer lí-
notiricacitm correspondiente dentro de las 48 horas contadas a -
partir de que reciban el escrito petitorio. 
Una ves que el patrón be recibido dicho pliego, deber& dar su --
respuesta también por conducto de la junta, haciendo saber si -- 
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acepta o no las peticiones formuladas. 
Viene en seguida el periodo de prehuelga, durante el cual la jun 
ta citara a las partes a una audiencia de conciliación, califi - 
cando previamente, en su caso, la oposición de la excepción de - 
falta de personalidad, si la declara infundada proseguir& con el 
procedimiento conciliatorio. 
con las (atizas reformas de mayo de 1980, se ha introducido un -
elemento novedoso al procedimiento de huelga que en nuestro cri-
terio, establece tres hipótesis por los cuales la junta, a tra - 
vés de su Presidente puede destechar un planteamiento de huelga. 
Esto lo encontramos dentro del articulo 923 de la Ley el cual es 
tablece: 

'No se dar& trámite al escrito de emplazamiento de huelga cuando 
Gste no sea formulado conforme a los requisitos del articulo 920 
o sea presentado por un sindicato que no sea titular del Contra-
to Colectivo de Trabajo, o el administrador del Contrato Ley, 71.. 
cuando se pretenda exigir ya uno depositado en la junta de Conci 
Ilación y Arbitraje competente. El Presidente de la junta, antes 
de iniciar el trámite de cualquier emplazamiento a huelga, debe-
r& cerciorarse de lo anterior, ordenar la certificación correS--
pendiente y notificarles por escrito la resolución al promoveitea 

Encontramos en primer lugar, que se ha puesto en manos del pros/ 
dente de la Junta una disposición legal para que, previo al esta 
llamiento (y ata al emplazamiento) de huelga que hagan los traba 
jadores, se califican la procedencia o improcedencia tan solo - 
del escrito de emplazamiento, pero esto implica una calificación 
al movimiento de huelga. 
Esto es, el dispositivo que comentamos señala que no se dará tri 
cite al escrito de emplazamiento cuando este no sea formulado 
conforme a los requisitos del artículo 920; literalmente puede -
apreciarse que se ha establecido, respecto de la huelga su cali-
ficación previa, es decir, un probable motivo de inexistencia y` 
rechazo a priori. (30) 
Encontramos ea esto además de una clara forma de denegar el ejer 
cicio del derecho de huelga, una contradicción entre las disposi 
cienes que la propia ley contiene respecto del procedimiento a 7. 
seguir en caso de huelga. Vemos que primordialmente la Labor de-
las juntas de Conciliación y Arbitraje por cuanto al aspecto que 
estudiamos Caisigtia en servir de enlace cazuaicativo entre las• 
partes contendientes y de conciliador previo al estallido de la-
huelga, creemos encontrar ese sentido tanto ea los artículos 453 
y 456 de la Ley, antes de la reforma procesal de 1980 y 921 y 
926 de las nuevas disposiciones en rigor. 
Por otro lado las causas de invocación de inexistencia a que se-
hace alusión tanto en la Ley reformada actualmente como en la vi 



gente antes, solo serian invocadas y calificadas, dentro de las-
72 horas a partir del estallido de la huelga y solo a petición -
de parte. 
Asimismo, para que la Junta tenga intervención en un asunto de -
huelga respecto de los motivos de esta, es menester que sean los 
trabajadores quienes las sometan a su decisión, según las dispo-
siciones de los artículos 470 y 937 de la Ley, antes y después -
de la reforma respectivamente, encontrandonos de nuevo con el --
elemento de petición de parte. 
Por lo ~alado vemos que, en ninguna parte se establece que la-
junta o su presidente tengan intervención directa en la huelga,-
mucho menos en el periodo de prehuelga, sino es por los motivos-
especificamente limitativos que la propia Ley les asigna, esto -
sin referirnos a que la Constitución tampoco les atribuye esas - 
funciones. 
Ahora bien las causas de inexistencia a que se refiere la Ley en 
su artículo 459, deberían ser invocadas. por la parte'afectada o 
por algtn tercero interesado, como ya lo vimos, después del esta 
llido de la huelga, estableciéndose asi mismo un procedimiento -
para dicha declaración en el actual articulo 930 de la Ley y an-
te la junta, siendo hasta entonces cuando procedería la improde-
dencia o no de las causas de inexistencia aducidas. 
Concretando a partir de la reforma procesal con la introducción-
del articulo 923, el legislador olvidándose tal vez de la fun --
ción de las Juntas de Conciliación y de los presidentes de estas 
en cuanto al tema que nos ocupa, ha dotado principalmente a es -
tos últimos, de la facultad de intervenir en el periodo de pre -
huelga, mediante una disposición que ordena no dar tramite al es
crito del emplataaiento de huelga, entrañando esto la previa ca-
lificación de existencia de Una huelga o sea, "hasta cierto pun-
to la consagración del arbitraje previo y obligatorio. tipica -
bandera patronal (aun cuando en el caso no atienda a las causas-
sino a las formas)". (31) 
Con relación a los dos Litigios supuestos que contiene el articu-
lo mencionado, es decir, a que tampoco se dará trámite al escri-
to de emplazamiento que sea presentado por un sindicato que no -
sea titular del Contrato Colectivo de Trabajo, o administrador -
del Contrato Ley, además de reiterar lo que seaalaaos al referir 
nos al ejercicio de huelgasdh las coaliciones, queremos dejar ..:: 
asentadas algunas otras observaciones. 
Con la vigencia de la disposición en cita, se rehersim nuestros 
argumentos en el sentido de que para las coaliciones queda prác-
ticamente negado su derecho al ejercicio de la huelga, en el sen 
tido sus amplio, pues según dicho articulo, si el emplazamiento- 
no es presentado por el sindicato, no se le dará trámite, encon-
trandonos aquí con otro problema que es el siguiente; actualmen-
te ya ni siquiera sera necesario llegar a la junta de Concilia-
cibn a que se refiere el articulo 927 de la Ley para que el Pri 
trbn, en caso de haberse excepcionado aduciendo falta de persona 
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lidad del emplazante, proponga a la Junta la calificación de --
aquella,ahora es el presidente de la Junta, quien directamente, 
está obligado previamente aún a la notificación del emplazamien-
to a huelga, a calificar la personalidad del emplazante, no dan-
do trámite al escrito respectivo si falta la personalidad del --
sindicato representante de los trabajadores. Esto puede signifi-
car que la junta o su presidente, en alguna medida, suplen en --
forma preventiva una posible queja que pudiera prevenir en la 
parte patronal, con lo que contrariamente a lo que la ley esta - 
blece, se instauraría dicha figura a favor de estos últimos. 
Y que decir en el caso de que sea una coalición quien dirija a -
la junta el escrito de emplazamiento a huelga, con esta disposi-
ción le han sido vedadas todas las posibilidades de llegar a una 
huelga legalmente planteada, pues aún en el caso de que, como ob 
jeto de aquella, se plantear& la solidaridad can otra huelga, --
teóricamente no procederla, y ni siquiera se le darla trámite a. 
su escrito, en razón de que cano coalición, jurídicamente no pue 
de ser titular de un ~trato colectivo ni administrador de un -
contrato ley y par tanto, en el escrito de emplazamiento se ve -
ría imposibilitada para comprobar su personalidad. 
Lo mismo sucedería si el escrito de emplazamiento a huelga de al 
gura coalición se funda en los altivos señalados en las fraccie: 
nes 1 y VII, del ya mencionado articulo 450 de la Ley, las cua -
les en unión de la analizada en el párrafo anterior, podrían fuá 
cionar sin las disposiciones que se cementan. 
Por cuanto hace a la última posibilidad que se plantea para no -
dar tréaite a un escrito de emplazamiento a huelga, en el articu 
lo 923 referido, consideramos que aunque no deja de ser una inje 
reacia en el procedimiento de huelga, es un tanto aceptable, --
pues ésta carecería de ano de los objetos posibles que la Ley se 
!tala, como seria el ya encontrarse depositado un contrato colee-
Uva de trabajo ante la junta respectiva, lo que significa que - 
tal documeato ya haya sido aceptado y firmado tanto por los tra-
bajadores como por el patrón, siendo por tanto inoperante el que 
se quiera lograr un contrato convenido, lo cual en última instan 
cía puede solucionarse par otros conductos. 
Por último, es pertinente que señalemos que las restricciones a-
que nos hemos referido sobre el ejercicio del derecho a la huel-
ga, atienden principalmente a causas de formalidad yprocedimien 
to, sin embargo y aunque podría pensarse que al respecto de la -
huelga, las restricciones solo son localizadas ea la Ley Federal 
del Trabajo, esto nos conducirla a una conclusión incompleta, --
pues el estado, ha tenido que recurrir a legislación totalmente-
ajena a la laboral, para frenar las tendencias del avance obrero 
que se propusieran salir del sistema legal que tiene a su cargo, 
en aras del bienestar social, y argumentando el tan socorrido in 
terés general, aplicando la requisa y en algunos casos la expro-
piacióa temporal, las cuales afectan principalmente a los traba-
jadores de los llamados Servicios Públicos según veremos en sr. 
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CAPITULO  TERCERO 

LA REQUISA: PACULTAD DEL ESTADO, APLICADA EX LAS HUELGAS DE 
LOS TRABAJADORES DE LOS SERVICIOS PUBLICOS. 

La requisa, figura perteneciente al campo del Derecho Administra 
ti», ha sido aplicada en nuestro pais a consecuencia de varios- 
moVimientos huelguísticos llevados a cabo por trabajadores que - 
prestan sus labores en empresas que operan con concesiones del -
Gobierno Federal y que se dedican a prestar servicios considera- 
dos coto Servicios Pablicos; a continuación trataremos de expli-
car en que consiste esta figura, su aplicación y la relación que 
se deriva de este en el Gabito de la legislación laboral. 
La actividad de los ejércitos antiguos, trajo aparejada consigo-
los primeros signos que podemos considerar como característicos-
de una requisición, esto es, podemos identificar a la requisa en 
su antecedente mis directo "en el periodo de la Reptblica, en --
Roma, cuando can motivo de las conquistas de las legiones Roma . 
nes, éstas ~tila en perjuicio de la población saqueos y pilla 
jes: el senado, ante tal situación, dictó leyes protectoras, pa-
ra la protección de la población civil, legislando sobre las re-
quisiciones militares de las tropas, las- cuales énicamente pudie 
ron realizarse para obtener vivares, ropas, armas y transportes. 
Os ha considerado ademé, de las requisiciones militares, que en` 
Roma se acostumbraba la ?aquiste/ea de servicios personales, --
cuando los ejércitos antes de emprender una campaña se proveían-
de esclavos, galeotes y cargadores, eón cuando los esclavos y — 
galeotes no se les consideraba personas sino laicamente bienes'. 

Atesta Romero, dice que ea Francia se encuentra el derecho de pre 
sa, como antecedente de la raquisicien, alrrededar del siglo XII 
ea que el monarca tenia derecho de apoderarse a su paso de gra -
nos. forrajes, bestias de carga y otros bienes para el sosteni -
Meato de su mete. 
Por decreto del 18 de ~hombre de 1355 se ~iba derecho de-
prima. durante el rayando de Luis XIII, y Luis 1V, sus ministros 
~ene y mazaría°, "lin cita lobert Dimos Adder, autorizaron-
a los intendentes militares de los diferentes cuarteles del te - 
?pitarlo Francés a realizar requisiciones, siempre y cuando e; - 
tas se llevaren a cabo excepcionalmente y cuyo objeto, precisa - 
mente serian, alimentos, vestuarios, uniformes para los ejérci -
tos y transportes de carga. (2) 
Posteriormente, el 10 de julio de 1791. por medio de un.decreto-
Prancés se ocupan por Ley de la requisición militar, siendo ésta 
tal ves la primara ocasión también en toda Europa, poniendose, - 
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por este decreto-Ley, a cargo del presupuesto de guerra la crea-
ción de cuerteles y su sostenimiento. 
El 12 de octubre del mismo amo se designa al ministro de Guerra. 
para que en uso de sus funciones, sea el encargado de proponer -
reglamentos especiales sobre alojamiento y requisiciones milita-
res, estableciendose para todos estos casos una indemnización. 
Sin embargo, no obstante las reglamentaciones citadas. los abu -
s02 siguieron presentandose en razón de lo cual, el gobierno le-
la República Francesa, mediante decreto de 18 Brumario. año III, 
determinó con toda precisión los limites dentro de los que fun 
cionaria la requisición. 

De los anteriores párrafos, se desprende, consideramos, el ori-
gen de la requisa que conocemos en la actualidad, es decir ésta-
aparece inevitablemente, primero como actos vandálicos y después 
esos mismos actos tienen que ser reglamentados por necesidad, --
pues siendo los ejércitos cuerpos de defensa y ataque, sin que -
ellos mismos pudieran proporcionarse satisfactores, se le tuvo 
que permitir allegarse enseres y hombres para garantizar su exis 
tenia y al ZUMO tiempo garantizar la continuidad del estado al 
que se debían, sea este esclavista o feudal, a los cuales al mis 
mo tiempo se encontraban interrelacionados. Esto significa que 
en el derecho, con la requisa militar, no hizo sino otorgar lega 
lidad a los pillajes y robos de la soldadesca. 
Despités las requisiciones militares se siguen aplicando, pero es 
tando ya comprendidas en la Ley, solo procedian en caso de Que 
ira y excepcionalmente, carácter que teóricamente conservan en -
la actualidad. Posteriormente se introduce a esta Figura otro -
elemento que en algunos casos persistirá hasta nuestros dias y -
que se refiere a la indemnización. 
México no es la excepción en cuanto a este tipo de medidas lega-
les, solo que es hasta la Constitución de 1857, cuando en su p1.10.  
yecto al articulo 7•, se ven caracteres de requisición militar, - 
pues establecía: *en tiempos de paz ningún militar puede exigir-
alojamiento, bagaje, ni otro servicio real o personal, sin el --
consentimiento del propietario. En tiempos de Guerra, solo podrá 
hacerlo en los términos que establezca la Ley". 
El texto anterior en esencia, fué aceptado en la constitución de 
1917 la cual ea el articulo 26 consagro "en tiempo.de paz ningún 
miembro del ejército podrá alojarse en casa particular, contra -
la voluntad del dueRo, ni imponer prestación alguna. En tiempo -
da guerra, los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, ali 
mento y otras prestaciones, en los términos que establezca la --
Ley marcial correspondiente". 
Los dos artículos son coincidentes: prohiben a los militares que 
puedan exigir a los particulares, alojamiento, alimentos o cual-
quier tipo de prestación. Por el contrario, en caso de guerra, -
en la Constitución del 57 y en la actual, se permite tal exigen-
cia pero ésta solo será de forzoso cu>plimiento, cuando aparezca 
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consignada en la ley marcial que corresponda; otro punto que me-
rece atención, es el que se refiere a la prestación de servicios 
personales. La Constitución del 57. especificaba clara y textual 
mente, que estos servicios personales si podrían ser exigidos, - 
de conformidad con la Ley; la actual constitución, es más traga -
en este sentido, pues al ~alar la exigencia de otras prestacio 
nes, deja abierto el camino para incluir a las prestaciones de -
servicios personales en caso excepcional de guerra, pero siempre 
siguiendo el principio de legalidad. 
De esta manera podemos decir que en nuestro pais la requisa de -
prestación de servicios personales, es procedente pero solo en -
caso excepcional de guerra lo cual en algún sentido podria ser -
justificado. 
Ahora bien hemos visto cuales son los orígenes de la requisición 
enfocada al aspecto militar; la doctrina además de esta figura,-
ha seaalado otro tipo de requisiciones dentro de las cuales en-
contramos la Civil, la Administrativa, La Procesal y la Comer - 
cial; éstas dos últimas son producto de la falta de unidad ter-
minológico Jurídica, pues en sentido estricto la requisa es Par-
excelencia militar, Civil o Administrativa. 
A través de algunas definiciones de los teóricos que se han ocu-
pado de la requsición, trataremos de explicar cuelas son los ele 
mentos de ésta, por cuanto a las de tipo Civil y Administrativo-, 
omitiendo las militares por ya haberles comentado y la procesal-
y mercantil, por carecer de importancia para el desarrollo del -
presente tema. 
En un sentido estricto se ha dicho que la requisición es una li-
mitación para la propiedad privada, esta afirmación contiene 
lo una parte del sentido completo de esta figura, pues en ocasio 
nes, no solo se licita la propiedad privada sino también puede 
ser que ésta se pierda cono en el caso de bienes muebles suscep-
tibles de consuno. 
Una opinión que podría aceptarse a lo que es la requisición es -
la que proporcionan Does y Debeyre, ~blando que esta es *una -
operación unilateral de gestión póblica, por lo cual la adminis-
tración exige de toa persona, sea ~prestación de actividad:-
sea la provisión de objetos mobiliarios, sea el abandono tempo-
ral del goce de un inmueble o empresas, para hacer un determiiá-
do uso conforme al interéé general". (3) 
Tenemos otra ~Inicien de lo que es la requisición y que segón-
Robert Dacos Adder será • una operación por la cual la autoridad 
administrativa, en forma unilateral, constrine a los particula 
res: personas físicas o morales a sualaistrar sea a ella misa o 
a terceros, prestaciones de servicios, el uso  de ~mes muebles. 
o la propiedad o el uso de bienes muebles, en vista de la satis-
facción de necesidades excepcionales o temporales reconocidas Co 
so de interés general". (4) 
A partir de estas definiciones. podemos ocuparnos sobre los ele-
mentos que concurren a integrar la requisición, que en los dos - 
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00.205 es bastante coincidente. 
ii primer punto es que la requisición tiene lugar y se produce -
con motivo de la exteriorización de la voluntad de un ente jurí-
dicamente reconocido (el estado), es decir la requisición es uñ- 
acto juridico y como tal produce consecuencias jurídicas, pero -
estas consecuencias de derecho tendrán lugar si existe como pre-
supuesto, que el acto jurídico provenga y permanezca, durante el 
tiempo de su vigencia, dentro de los limites de la Ley. 
en ese sentido corresponde a la administración Páblica y solo e. 
ella el poder aplicar la requisa, de donde se desprende un segun 
do elemento que se refiere a la unilateralidad. Por excelencia -
en este tipo de actos, los que resultan afectados, no tienen nin 
gana participación o en otros términos, la requisa se aplica sin 
que se tome en consideración la voluntad de quienes tendrán que-
verse sujetos a ella, porque concurriendo dos sujetos correspon-
de a uno solo de ellos la declaración de voluntad, siendo este -
el sujeto activo de la relación, en tanto que al sujeto pasivo -
de ésta, es decir el requisado, solo tendrá que sujetarse a esa-
voluntad. 
Siendo la requisa un acto juridico y que como tal produce conse-
cuencias de derecho, tendremos que en ella tales consecuencias -
setornan en la exigencia de una prestación consistente en bie - 
hes o servicios. 
Por cuanto a los bienes tendremos que recordar la clasificacien-
de estos ea muebles e inmuebles. Tradicionalmente se considera -
que la división a que nos referimos, se basa en la característi-
ca de movilidad de las cosas. segén lo cual las que permanecen -
fijas al suelo y no son susceptibles de movilización, cuando me-
nos por medios normales, serán consideradas cono inmuebles y al 
contrario, las que permiten su traslado o movilización se candi-
deserto como muebles. 

*Pero ese principio se encuentra alterado par la calificación -
legal dada a ciertas cosas muebles que, unidas a un inmueble. to 
mas la calidad jurídica de éste". (S) 

De esta masera es como se ha desarrollado la teoría para clasifi 
car a los bienes inmuebles de acuerdo a su naturaleza, Par  su 
destino o por incorporación. 
Así tendremos que los primeros son exclusivamente el suelo y el-
subsuelo; todos los que se hallen unidos o adheridos al suelo o-
al subsuelo de manera permanente, serán inmuebles por incorpora-
d& y las cosas muebles que se encuentren unidas total o parcial 
mente a un inmueble, tomando Vil todo ideal con él de modo per¿i 
mate y para servir a los fines de éste, a su explotación o uti: 
ligación. serán considerados inmuebles por su destino. (6) 	- 
Los bienes muebles, serán por contraposición a las definiciones-
antes citadas, las cosas que no contienen las características de 
los bienes inmuebles. 
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En nuestro pais el Código Civil en su articulo 750, detalla que-
se entenderá por bienes inmuebles, apreciando que sigue más bien 
el criterio de clasificarlos por su naturaleza. por incorpora - 
ción o por su destino, que el método tradicional; sobre los bie-
nes muebles, hace dos divisiones atendiendo a su naturaleza y a-
la disposición misma de la Ley en los artículos 752, 753 y 754. 
La exigencia de las prestaciones señaladas, la hace el estado en 
su carácter de soberano, en consecuencia puede allegarse por me-
dio de la requisición, la propiedad o el:uso de bienes muebles,-
dependiendo esto de su posibilidad de consumo y en todo caso, cu 
briendo éste o el demérito con una indemnización. También puede= 
el estado requisar el disfrute de un bien inmueble, con lo que -
solo actuará limitando la propiedad durante el tiempo que perdu-
re la requisa, pero ésto no significa que se dé por terminada la 
propiedad, pues estaríamos en presencia de otra figura jurídica. 
Siendo lo anterior una limitación, tendremos que aceptar que és-
ta sera impuesta dentro de ciertos linderos temporales, que obli 
gan a pensar que la requisición no puede ser indefinida y que al 
terminar, tendrá que volver el bien requisado, en su caso, al — 
uso y disfrute de su propietario, gozando éste de una justa in - 
demnización. 
Por otro lado, la satisfacción de las necesidades a que nos rete 
timos están en razón del interés general, es decir, no se trata. 
de satisfacer ni tender de un particular o de un interés privado 
sino par el contrario, se trata de beneficiar a la Sociedad en -
tendida ésta en su generalidad. 
Las definiciones que nos sirven de punto de partida, no hacen --
alusión alguna a la indemnización que debe percibir el sujeto re 
guisado, sin embargo consideramos que la indemnización debe oto; 
garla, con motivo de un minino de sentido de equidad y justicia, 
esto, hay que aclararlo, ser& procedente de acuerdo al estado de 
Derecho en que vivimos, el que en todo caso actuará conforme a - 
la ley y en este sentido, si al requisar por ejemplo el uso de -
un bien mueble, es obvio que de acuerdo al fin de interés gene - 
ral en que se empleará, sera la sociedad, teóricamente, quien se 
verá beneficiada, por tanto eso significa que en ella recaerá a-
fin de cuentas la carga para cubrir tal indemnización. 
En ese mismo sentido, hay razón para sostener la indemnización - 
de bienes muebles y sobre todo, en el caso de los considerados - 
como susceptibles de consumo, pues de esa manera el propietario-
de dichos muebles vería desaparecer sus mercancías, siendo que -
la indemnización le proporcionarla la posibilidad de restituirlo 
en la pérdida sufrida. 
Deliberadamente dejamos el estudio de otro elemento que puede 
comprender la requisición, es el que se refiere a la prestación-
de servicios personales y que se encuentra íntimamente relaciona 
do con el tema que estamos desarrollando. 
La exigencia de la prestación de servicios personales, puede ha-
cerla el estado en virtud de que la requisición de éstos, si — 
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guiendo para el caso los lineamientos a que ya nos hemos referi-
do para los demás supuestos de requisiciones o sea, que exista -
el requerimiento de satisfacer una necesidad excepcional, emer -
gente c. poco coman; que esa necesidad sea de carácter social o 
general; que los servicios requisados se presten en forma tempo-
ral; y, en algunos casos que goce de indemnización. 
Es importante hacer hincapié en que, sin celebrar el estado nin-
gún contrato, pues ya vimos que en la requisa solo existe la di-
claración de voluntad de este, la administracibn obliga al partí 
calar a la prestación de trabajos personales sin que por esto 
surja alguna relación laboral entre requisarte y requisado. esto 
es, aqui no podríamos equiparar al gobierno como patrón, ni al -
prestador de servicio personal como trabajador, principalmente -
por no existir generación de capital que pudiera poner en con — 
nieto los intereses de las partes señaladas. Consideramos qle -
este argumento es viable si tomamos los casos más comunes a que- 
se refieren las requisas del tipo que comentamos y que versarían 
en materias tales coso la extinción de plagas, epidemia, incen -
dios forestales. cooperaciones en salvamentos, asuntos en loi-
que se ve afectado todo un nucleo social y que por tanto, en un- 
sentido solidario, toda la poblacibn tiene obligación de prestar 
su ayuda. 
en ese sentido se ha dicho 'que de buen o mal grado, las perso 
nes son abligadas a colaborar prestando servicios personales a -
la administración* (7), esto implica distinguir entre el carác -
ter forzoso que tiene la prestación de servicios personales para 
la administración y el carácter voluntario de la relación que se 
establece con los trabajadores al servicio de empresas privadas- 
que se dedican a la prestación de servicios públicos, con o sin-
concesión estatal. 
Ante tal situación, es apreciable el surgimiento de una relación 
de prestación de servicios entre el gobernado para con el estado 
es decir que lo anterior no implica que con ese carácter de su - 
bordinación que caracteriza el poder de mando por una parte fla 
obligación de sujetarse a ese poder o subordinarse a él, se cele 
bre un contrato de trabajo sino que esto afecta de manera direC: 
te la libre voluntad de los individuos para dedicarse a la acri 
vidad que mejor les complazca sustituyendo este principio por -- 
una excepción, que como tal se justifica por los fines a los -
que se dirige resolver. 
El articulo 	Constitucional, se refiere a la libertad de traba 
jo. contiene también las excepciones que se derivan de dicha li: 
bertad, este precepto ea la parte que nos interesa resaltar, se-
ñala: 

*Nadie podrá ser obligado a prestar servicios personales sin ;a-
justa retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el traba- 
jo impuesto como pena por la autoridad judicial, el cual se ajos 
tara a lo dispuesto en las Tracciones 1 y II del articulo 123. 
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En cuanto a los servicios públicos sólo podrán ser obligatorios. 
en los términos que establezcan las leyes respectivas, el de las 
armas y los de jurados, así como el desempeao de los cargos con-
cejiles y los de elección popular, directa o indirecta. Los ser-
vicios profesionales de índole social serán obligatorios y retri 
buidos en los términos de ley y con las excepciones que ésta se-
ñale". 

Eawnerando las actividades que los particulares se encuentran --
obligados a prestar, podremos verificar cuales serán las que en-
cuadran dentro de la requisa de servicios personales. 

1.- Trabajo Impuesto Como Pena Judicial.- Dentro de nuestra le-
gislación no puede considerarse como requisición de servicios --
personales, el trabajo impuesto como pena, pues de nuestra Cons-
titución se desprende el sentido de dicha actividad y que será -
en todo caso, teniendo como premisa la capacitación para desarro 
llar el trabajo y la ejecución misma de éste, por parte del reo, 
con la finalidad de que de esta manera el delincuente pueda rea-
daptarse a la sociedad. Así mismo también dicho trabajo es soló-
atribución de las autoridades judiciales, quienes lo pueden impo 
ner como pena en caso de los delitos cometidos (articulo 5 y 18 
Constitucionales). 

Par otro lado el Código Penal. sin quitar a la autoridad judi --
cial su atribución de imponer las penas por delitos, especiaimen 
mente el trabajo del tipo que nos referimos, señala al Ejecutivo 
Federal (también puede ser el Ejecutivo Local) como el encargado 
de ejecutar las sanciones (articulo 77 del Código Penal para el-
Distrito Federal); y en este mismo ordenamiento hace alusión al-
trabajo de los detenidos en el mismo sentido que tiene el articu 
lo 18 Constitucional (articulo 79 Código Penal para el Distrito-
Federal) y a su vez el articulo 81 de la misma ley penal también 
señala la obligación de los presos a trabajar durante su interna 
do, esto en alguna medida es explicable, tomando en considera - 
e:iba, aparte del fin de readaptación social que se persigue, el-
que siendo los internos infractores de las normas sociales y es-
tando confinados, la sociedad no esta obligada a proporcionarles 
vestido y sustento, sino que ademas en función de sus satisiac - 
ciones personales y las de sus familiares, tendrán obligación de
allegarse medios paré sufragar tales necesidades. pues en una so 
ciedad productiva ya no cabe confinar a los desadaptados socia -
les y mantenerlos aislados, sino que debe proporclomarseles tra-
bajo para que de esta forma se incorporen al sistema productivo. 
Como se puede apreciar este tipo de trabajo impuesto no podrir -
considerarse como requisicibe de trabajos personales porque en -
primer Vagar, es impuesto en forma determinada a cierto indivi -
duo, no para satisfacer un interés excepcional y colectivo, lino 



como medio de readaptación social y en alguna medida para que el 
propio recluso pueda proporcionarse medios económicos para él y-
su familia, así como para, en algunos casos reparar el dado cau-
sado; en segundo lugar la imposición de estos trabajos es produc 
to de un delito y no de un estado de necesidad social. 

2.- Prestación de Trabajos en Servicios P(ablicos.- El mismo ar-
ticulo 5* Constitucional señala cuales son los Servicios Públi-- 
CO5 considerados obligatorios. 

a).- El de las armas y los jurados. 

b).- Los cargos concejiles y los de elección popular directa o -
indirecta. 

c).- Las funciones ceasales y electorales que además de su carác 
ter obligatorio también serán gratuitas. 

d).- Los servicios profesionales de indo» social que serán obli 
gatorios, pero retribuidos. 

Estas actividades son en si mismas excepciones a la libertad de-
trabajo y como se puede apreciar son limitadas a determinados -
trabajos, los cuales o pertenecen al ámbito castrense o bien a -
funciones de carácter administrativo o social, pero que propia -
mente no podrían encuadrarse en lo que se considera calmo una re-
lación labccral, en el sentido tradicional. 
La requisición administrativa y la civil, que técnicamente sigui 
Pican lo mismo  contienen las menas características es decir, se 
suscitan en tiempos de pes exterior e interior en el pais y per-
siguen como fin el resolver necedidades de la población civil: 
en nuestra Legislación podemos encontrar este tipo de requisicio 
nes por ejemplo, en el Código Sanitario el cual señala al respelE 
to: 

Art. 25.- Nen caso de epidemias de carácter grave o peligro de -
invasión de enfermedades transmisibles en el país, La Secretaria 
de Salubridad y Asistencia dictará inmediatamente las medidas ne 
cesarias para combatir los danos a la salud y prevenir el dese - 
rrollo de epidemias, a reserva de que tales medidas sean después 
sancionadas por el Presidente de la República*. 

Art. 26.- °En los casos a que se refiere el articulo anterior, -
el Ejecutivo Federal podrá declarar mediante decreto, la regibn- 
o regiones amenazadas que quedan sujetas, durante el tiempo que-
se considere necesario, a la acción extraordinaria en materia de 
Salubridad General*. 



-57- 

Art. 27.- "La acción extraordinaria en materia de Salubridad Ge-
neral se ejercerá por la secretaria de Salubridad y Asistencia -
la que podrá integrar brigadas especiales que tendrán las atribu 
ciones siguientes: 

I.- Encomendar a las autoridades Federales, estatales y municipa 
les, así como,a los Profesionales, técnicas y auxiliares en las-
disciplinas para la salud, el desempeao de las actividades que -
estime necesarias y obtener para ese fin, la participación de --
los particulares: 

II.- Dictar medidas relacionadas con reuniones de persones, en . 
trade y salida de ellas de las poblaciones y con los regimenes -
higiénicos especiales que deban implantarse según el caso; 

III.- Regular el tránsito terrestre, marítimo y aéreo, asi como-
disponer libremente de todos los medios de transporte de propie-
del estado y de servicios Públicos cualquiera que sea el régimen 
legal a que esten sujetos estos último»; 

IY.- Utilizar libremente los servicios telefónicos, telegráficos 
y de correos, así como las transmisiones de radio y televisión,
y  

- 

V:- Las demás que determine la Secretaría de Salubridad y Asia - 
tendal. 

los dos artículos que le siguen a los aquí mencionados, preven -
que el ejecutivo expediré un decreto en el que se declare que --
las cansas extraordinarias de Salubridad han desaparecido. 
El mismo Código más adelante, en su artículo 493, ~ala como --
constitutiva de delito la conducta de profesionales y técnicos -
de la clase a que se refieren los anteriores preceptos, que se -
rehusen a colaborar en casos extraordinarios de Salubridad. 
De los anteriores conceptos podemos deducir que se encierras den 
tro de las alisas bases suficientes para apreciar cuando menos-
dos tipos de requisiciones de factible ejecución por parte de la 
autoridad administrativa, una de bienes y otra de servicios per-
sonales. 

La primera se refiere a "la libre disposición" que ésta autori -
dad puede hacer de todos los medios de transporte tanto del esta 
do como de particulares, siempre que estos GUIAD* presten un 
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Servicio Público no importando bajo que régimen legal se encuen-
tren. 

La segunda se aboca a las personas que son "profesionales, técni 
cos y auxiliares de las disciplinas para la Salud" e inclusive -
se deja margen para abarcar a toda clase de particulares, ahora-
bien, de conformidad al articulo 5" Constitucional y consideran-
do las actividades de los profesionales dedicados a estas, 
ellos podrán ser obligados a prestar su trabajo en los supuestos 
a que se refiere el Código Sanitario, por estar consideradas es-
tas labores como de índole social; sin embargo atendiendo a las-
causas humanitarias y eminentemente graves de sanidad, que po -- 
drian afectar a gran parte de la sociedad consideramos, tal y co 
mo lo seRala la citada reglamentación sanitaria, todos los habi-
tantes del pais, que se encuentren dentro de las zonas de pelc-
gro, tienen obligación de colaborar para satisfacer y resolver 
este tipo de problemas. 

Corresponde a la Secretaria de Agricultura y Ganadería aplicar -
la Ley forestal, ésta encuadra también un tipo de requisición de 
servicios personales al disponer en su articulo 48 que "en los -
casos de incendio de la vegetación forestal todas las autorida 
des civiles y militares, así como las organizaciones oficiales o 
particulares, y en general, todos los habitantes físicamente ag. 
tos, listan obligados a prestar su cooperación con los elementos-
adecuados de que dispongan para extinguirlos". 
Respecto de esta situación, cabe hacer los mismos comentarios --
que a las requisiciones Sanitarias pero además hoy es bastante -
justificable al recurrir a las requisiciones de servicios perso-
nales en caso de incendio forestal, tomando en cuenta que el --
equilibrio ecológico tan perturbado actualmente, al seguirse fo-
mentando por descuido o negligencia puede acarrear graves conse-
cuencias tanto para la salud como para la alimentación del pita. 
El reglamento de esta ley forestal en su articulo 112 fracción -
VI, seRala la obligación de permisionarios forestales y propieta 
rice de bosques de 	auxiliar en el combate y extinción que se 
produzcan en los predios circunvecinos. Lo cual puede considerar 
se como otra posibilidad de requisa administrativa de servicios- 
personales. 
Sn nuestro pais, si gobierno en diversas ocasiones ha recurrido- 
& lwaplicación de la requisa de los bienes y derechos de diver 
sas empresas que se dedican a la prestación de servicios petilie. 
coa. sobre todo cuando éstas han visto la posibilidad de suspen-
der sus actividades o cuando se han suspendido, como consecuen- 
cia de la paralización de labores por huelga o emplazamiento de-
ésta llevada a cabo por los trabajadores a su servicio. esta me-
dida se ha hecho patente principalmente en el caso de las empré-
sas concesionarias del Gobierno Federal dedicadas a las eenunita 
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chance; así, empresas como Teléfonos de México, otras de abaste-
cimiento de Energía Eléctrica, controladores aéreos, Aeronaves -
de México, han visto requisados sus bienes y derechos que tienen 
concesionados. usualmente han servido de fundamento para aplicar 
tales requisiciones algunos preceptos de la Ley de Vias Genera . 
les de Comunicación, expedida durante el periodo de Gobierno del 
General Cardenas, dicha Ley en su articulo 112 dispone: 

"En caso de guerra internacional, de grave alteración del orden-
público o cuando se tema algún peligro inminente para la paz in-
terior del país o para la economia nacional, el gobierno tendrá-
derecho de hacer la requisición en caso de que a su juicio lo -
exija la seguridad, defensa, economía o tranquilidad del pais, -
de las Vias Generales de Comunicación de los medios de transpor-
te, de sus servicios auxiliares accesorios y dependencias, bit - 
nes muebles e inmuebles y de disponer de todo ello como lo jul.  - 
gue conveniente. El Gobierno podrá igualmente, utilizar el perso 
nal que estuviere al servicio de la via de que se trate, cuando-
lo considere necesario. En este caso, la Nación indemnizará a --
los interesados pagando los dados por su valor real, y los per -
juicios con el 50% de descuento. Si no hubiere avenimiento sobre 
el monto de la indemnización, los dados se fijarán por peritos -
nombrados por ambas partes, y los perjuicios, tomando cano base-
el promedio de ingreso neto en los apios anterior y posterior a -
la incautación, los gastos del procedimiento pericia' serán por-
cuenta de la Nación." 

*En el caso de guerra internacional a que se refiere este articu-
lo, la Nación no estará obligada a cubrir indemnización alguna'. 

Este articulo en cuanto a su aplicación pone de relieve el con - 
flicto que surge necesariamente entre los trabajadores, que en - 
plazan o estallan una huelga en empresas que prestan servicios -
públicos pues ellos se ven directamente afectados por la medida-
requisitoria del Gobierno. 



II 

REQUISICIONES ADMINISTRATIVAS APLICADAS EN LOS CONFLICTOS DE 
HUELGAS DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PUBLICOS 

Como ya hemos seftalado, han sido las empresas concesionarias del 
Gobierno Federal que se dedican a prestación de Servicios Públi-
cos, principalmente en el rubro de las comunicaciones, las que--
han sufrido la requisición, al afectarseles sus bienes, pero --
siempre durante el surgimiento de problemas coyunturales de és -
tal con sus trabajadores. A continuación haremos una relación de
algunas de las más importantes requisiciones decretadas en con -
tra de dichas empresas, siguiendo para ello un orden cronológico. 

a).- El din 4 de abril de 1944, el Presidente Manuel Ávila Cama-
cho mediante decreto publicado en el diario oficial en dia 6 dí-
abril del mismo ano, ordenó *la requisa con los efectos legales 
consiguientes, de las vias de ccannicación telefónica y telegrá-
fica, propiedad de la Campana Telefónica y Telegráfica Mexicana" 
Sobresaliendo de este decreto lo siguiente: 

1.- El Fundamento Legal.- Este se basó en las facultades que el 
articulo 89 Fracción I de la Constitución General de la Repúbli-
ca otorga al Presidente de México y además en el articulo 112 de 
La Ley de Inas Generales de Commicacibn. 

2.- Por cuanto a las consideraciones que se argumentaron en di-
cho decreto, estan el hecho de la paralización del servicio pres 
todo por la Compañia a que se refiere este documento, el cual tu 
Ivo lugar el dia 18 de marzo de 1944, con motivo de la huelga, ca 
lineada como existente el dia 13 del mes y ano citados y por -: 
las pocas posibilidades de un pronto arreglo entre empresa y tra 
bajador**. 
También se sostiene que con dicha paralización del servicio, se-
ponía en peligro inminente a la economia nacional; as1 mismo y -
dado que el pais se encontraba en guerra, unido a las naciones -
aliadas, esa suspensión tendría graves repercuciones en la apor-
tación bélica que correspondía al país. 
En razón de lo anterior, de lo que dispone el articulo 112 de la 
Ley de Vías Generales de Comunicación y de la tranquilidad y de-
fensa de la economía del pais. se  ordenó la requisición aquí ré- 
ferida. 

3.- Aplicación.- Correspondió llevar a su cumplimiento esta me 
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dida a la Secretaria de Comunicaciones y Obras Pdblicas como eje 
cutara del Gobierno. 

4.- Afectación.- La requisición decretada se cumplimentó en: --
Las vial de comunicaciones telefónicas y telegráficas, propiedad 
del sujeto requisado, abarcando todos sus servicios auxiliares y 
accesorios; dependencias; bienes muebles e inmuebles. 

La administración de las vías y bienes requisados. quedaron a 
cargo de un administrador general nombrado par el Presidente de-
la Reptblica, al cual se le pagarla su trabajo con cargo a la ea 
presa requisada y se sujetarla a las normas adainistrativas y re 
glamentos con que éste funcionaba, sin poder modificarlas. 
El personal, es decir los trabajadores al servicio de la empresa 
afectada, tuvieron que sujetarle a tal decreto y quedar bajo las 
órdenes del administrador general, rigiéndose ambas partes, en -
la relación laboral, por el Contrato Colectivo de Trabajo, pero-
además ese funcionario quedó facultado para convenir con los tra 
tajadores respecto a los términos necesarios para la reanudación 
de trabajo. 
Consideramos que este decreto, debido al momento histórico de su 
aplicación, fué de viable aceptación si tomamos en cuenta que --
tiene lugar precisamente durante la guerra que se sostenia en -
contra de Alemania, Italia y Japón, en la cual nuestro pais se -
ve relacionado. De esta manera se da el presupuesto que la Ley -
de Vias Generales de Commicacien previene para la aplicación de 
la requisa, esto es el caso de guerra internacional, siendo esta 
la pasee fundamental por la que se aplica dicha medida. 
Otro argumento que contiene este decreto es que, estando parali-
zado el servicio telefónico y telegráfico durante más de mina-
dias, se causaban graves trastornos a la colectividad, a la in-
dustria y al comercio. 
La requisición reunió elementos de legalidad para su aplicación, 
al invocarse para decretarla el articulo 89 fracción I de la --
Constitución Politica, y el 112 de la Ley de Idas Generales de -
Comunicación; efectivamente el numeral Constitucional ea cita, -
faculta al ejecutivo a prever en la esfera administrativa la --
exacta observancia de las leyes, en este caso, el gobierno asa -
aló su derecho que también le proporciona la ley en materia de - 
comunicacitei, para que a su juicio se asegure la defensa y segu-
ridad del pais. 

b).- Otro acuerdo decretado el dia 6 de abril de 1960 y publica-
do el din siguiente, ordenaba la requisición de los bienes y de- 
rechos 

11 

	inherentes o derivados de la explotación de Teléfonos dí- 
méxico, S.A., así como de los contratos relacionados con la ex - 
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plotación y funcionamiento de los servicios que presta al públi-
co, y de lo cual podemos enumerar lo siguiente: 

1.- Se fundamentó al igual que al anterior decreto, en el arti-
culo 89 fracción i de nuestra Constitución y en el 112 de la Ley 
de Vías Generales de Comunicación. 

2.- Se aplicó considerando en primer lugar, "el movimiento'de -
huelga llevado a cabo a las doce horas del dia 6 de abril de mil 
novecientos sesenta y cuatro" por el Sindicato de Telefonistas - 
de la República Mexicana en contra de la Companía Teléfonos de -
México, S.A., pbr el que quedaba paralizado el servicio que di - 
cha empresa prestaba ea el Distrito Federal y en varios Estad;s, 
tanto en servicio local como el de larga distancia nacional e in 
ternacionalt 
En segundo lugar se consideró que al paralizarse el servicio de-
comunicación telefónica, con motivo de la huelga habría "un peli 
gro inminente para la economía del país" por ser ese servicio --
fundamental para la vida económica. 

3.- Esta requisición la llevó a cabo el gobierno federal por con 
dueto de las Secretarias de Comunicaciones y Transportes, del Pi 
trimonio Nacional y del Trabajo y Previsión Social. 

4.- La medida requisitoria administrativa, según el decreto, --
abarcarla: Los bienes que constituyen las vías generales de comu 
ideación concesionadas a Telefono' de México, S.A., todos sus 
servicios, enseres, accesorios y dependencias, bienes muebles e-
inmuebles y demás derechos inherentes o derivados de la explota- 
ción de las referidas vías y que sean propiedad de la empresa,--
así como los contratos celebrados en relación con la explotación 
y funcionamiento de los servicios que presta al público dicha --
Compaftia. 

El Ejecutivo así mismo, designó un administrador general que con 
ese cargo y cuyos honorarios serian cubiertos por la empresa re-
quisada, se baria responsable ante su designador de la 
tración de los bienes y derechos requisados, sujetándose a los -
reglamentos y demás disposiciones, bajo las que Teléfonos de mé-
xico, S.A., venia funcionando, antes de verse requisada. 
Respecto de la situación laboral, por un lado, expresamente se -
~aló que el administrador general •utilizara el personal que -
está actualmente al servicio de la empresa bajo las mr,:acts del -
Contrato Colectivo vigente'. 
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También se señalaba que excepcionalmente podría ocupar personas-
extrañas; sin embargo no se especificaba cuales podrían conside-
rarse como circunstancias excepcionales. 
Curiosamente en el considerado COARTO de ese decreto se menciona 
ba que la requisición no presupone la terminación legal del moví 
miento huelguístico, ni prejuzga en forma alguna sobre la proce-
dencia e irprocedencia del mismo, pero también señalaba que la 
requisa de los bienes de la citada Compañia, continuarla hasta -
que las partes llegaran directamente o a traves de las disposi 
ciones vigentes a un arreglo" y por otro lado en el punto V del-
mismo acuerdo se estableció "el Sindicato de Telefonistas de la 
República Mexicana y Telefonos de México, S.A., podran continuar 
tratando de resolver el conflicto que motivó la huelga en la for 
ma y términos que autorizan las leyes". 
Es interesante hacer hincapié en que este decreto entró en vigor 
a partir de las 12:01 horas del día 6 de abril de 1960, y fué ex 
pedida el mismo día, horas antes de que estallara el movimiento-
de huelga y perduraría todo el tiempo necesario hasta que aquella 
terminara. 

c).- Después y de nueva cuenta. el Gobierno Federal dispuso se-
requisaran todos los bienes de la Empresa Teléfonos de México,3. 
A., mediante decreto de fecha 25 de abril de 1979, publicado un-
die después en el Diario Oficial de la Federación. 

1.- Se fundamentó en la tracción I del articulo 89 Constitucio - 
nal y en el 112 de la Ley de Vías Generales de Comunicación, al-
igual que los anteriores. 

2.- Las razones esgrimidas para su aplicación fueron, primero, -
el conflicto de huelga planteado por el Sindicato de Telefonis - 
tas de la República Mexicana a la Empresa Teléfonos de México. S. 
A., el cual tendría lugar el día 25 de abril de 1979. En segundo 
lugar, que con dicha paralización de los servicios prestados par 
la expresa, se ponla en peligro a la seguridad y la economía del 
pais, porque el movimiento incluía además, los servicios telegrá 
ficos, de telex y tráfico aéreo, así como las comunicaciones de-
la Secretaria de la Defensa Nacional, porque estas operan en cir 
ositos de uso exclusivo del Gobierno Federal a través de la red= 
de microondas que es propiedad de la Empresa. 

3.- Correspondió solo a la Secretaria de Comunicaciones y Trans-
portes, ser quien ejecutara el decreto requisitorio. 

4.- La requisición comprendió las vías generales de comunicación 
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en que opera Teléfonos de México, los medios que opera, los ser-
vicios auxiliares, accesorios y dependientes, los demás derechos 
inherentes o derivados directamente de la explotación del servi-
cio publico que la Empresa tiene concesionado, o en otros térmi-
nos todos sus bienes y derechos. 
También por este decreto, se señalaba la designación de un admi-
nistrador general a cargo de todo lo requisado, solo que este 
funcionario seria nombrado libremente por la Secretaria de Comu-
nicaciones y Transportes, pero por cuanto al pago de sus servi-
cios, éstos correrían con cargo al presupuesto de la misma SMFre 
sa; y para ejercer su puesto el administrador tuvo que sujetarse 
a los mismos reglamentos y disposiciones, con los que Teléfonos-
de México venía operando en su funcionamiento. 
Guarda similitud de términos en lo que se refiere a la situación 
laboral respecto de la Empresa y los trabajadores, con el decre-
to anotado antes, pues se acuerda que el administrador contina. 
ré utilizando los servicios del personal actual al servicio dé-
la empresa requisada. rigiéndose por el mismo Contrato Colectivo 
de Trabajo vigente en ese momento; sin embargo se otorgan facul-
tades a ese funcionario para poder utilizar personal distinto al 
sellalado, es decir ajeno tanto al Sindicato como a la Empresa en 
caso necesario. 
Así mismo se anota que la requisa se aplica sin perjuicio de que 
las partes en conflicto continuen los procedimientos y trámites-
correspondientes, ante el problema laboral en que se encuentran. 
Al igual que en el decreto seflalado en el punto anterior, se ob-
serva que éste entra en vigor el mismo dia de su expedición. - 

Desarrollando los puntos principales que se destacan de estos de 
cretas, podemos hablar de que en ellos existen requisiciones 6: 
dos tipos: 

1.- Requisición Sobre Bienes Muebles y Bienes Inmuebles.- Limita 
Clanes impuestas que se desprenden del primer punto que cada uno 
de los decretos, respectivamente remarca en su texto, esto es, -
en términos generales se habla de que el gobierno por conducto -
de la o las Secretarias competentes, requisa las 'las de comuni-
cación en que opera Teléfonos de México, pero además todos los -
servicios auxiliares, accesorios y dependencias, bienes muebles- 
e inmuebles, los contratos celebrados en relación con la explota 
Cién y funcionamiento de los servicios prestados. 
Técnicamente estas requisiciones decretadas reunirían los elemen 
tos que requiere su utilización, esto es, existe la voluntad uní 
lateral externada por la autoridad administrativa, la cual se ac 
tualiza por medio de la emisión del respectivo decreto, que asi-
mismo, como todo acto de autoridad debe ser Fundado en derecho,-
es decir esa voluntad debe prevenir y fundarse en un ordenamien 
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to legal reconocido, que faculte a la autoridad para externar --
esa voluntad, de esta manera identificamos esta fundamentación -
en el derecho positivo cuando en estos decretos se invoca el ar-
ticulo 89 Constitucional en su fracción I. 
Mediante la exteriorización unilateral de la voluntad del Estado 
traducida ésta en un acto de imperio, de soberanía y que como --
tal no admite contraposiciones, se obliga o constriñe a los par-
ticulares personas fisicas o morales a realizar una prestación-o 
a dejar el disfrute de sus bienes o derechos, en su favor o a fa 
vor de terceros, o bien les restringe su derecho de propiedad me 
diante las limitaciones que el Estado impone al uso y en algunos 
casos a las propiedades, de los particulares afectados, es decir 
es el Estado quien pasa a la ocupación de dichos bienes. Lo que-
significa que de esta forma el gobierno tiene la facultad de dis 
poner libre y soberanamente de todos los bienes y derechos requi 
sordos . 
Esta traslación de dominio de los bienes afectados por el Gobier 
no mediante la requisa podemos encontrarla concretamente en los-
decretos que *Calamos, porque en ellos queda claramente estable 
cido que los bienes y derechos, servicios y dependencias requisa 
dos, quedarán bajo la administración de un funcionario nombrado-
por la autoridad administrativa requisaste, es decir este adni 
nistrador, no guarda relación alguna coa los intereses de la em-
presa afectada, sino que en el sentido administrativo, será le--
personificación del gobierno que sirve como ejecutor de la medi-
da requisitoria. 
Por otro lado existe el hecho de que la requisición debe cante - 
ner un elemento justificatorio, éste proviene de la función que-
el Estado tiene en su carácter de depositario de los intereses -
que representa, de las atribuciones que históricamente se le han 
adjudicado y de las que se ha visto precisado a tomar como defen 
sor del sistema al cual se debe. En esta medida precisamente, se 
tiene que atribuir facultades que de alguna manera lo sostengan-
en el poder y que por otro lado le permitan, en la medida de su-
propia función, intervenir en actividades esenciales para el de-
sarrollo y estabilidad de la sociedad que gobierna. Las comunica 
ciones telefónicas, indispensables en el mando moderno, pertene: 
cen a ese tipo de actividades, en México, aquellas se encuentran 
concesionadas pero es interesante observar que esa concesión se-
encuentra en manos de una sociedad anónima, pero al mismo tiempo 
el socio mayoritario resulta ser el propio Gobierno Federal, sh.-
lo que debido al carácter con que se encuentra constituida esta-
sociedad, se tiene que regir por normas de derecho privado pues-
como ya antes anotamos, el Estado aparece en este caso como un -
particular no como ente público; en razón de esto es como surge-
un aspecto interesante que merece resaltarse y es que, a pesar -
de que el Estado es socio mayoritado en la Empresa de Teléfonos, 
se ve precisado en los casos de los decretos que estamos estu --
diando, a tomar su investidura de soberano para autoaplicaría en 
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algún sentido, una medida requisitoria que afecta sus bints y - 
derechos que como sujeto de derecho privado puede gozar. 
De estas consideraciones deducimos que el Estado en tanto deposi 
tario de funciones como la defensa o como defensor (no regulador) 
de la economía nacional, se ve precisado a no permitir que una - 
via de comunicación como la telefonia, se vea interrumpida pues-
en este caso, vería obstaculizada su funcibn y también significa 
ría una seria pérdida de capacidad de control sobre sus goberna: 
dos. 
Esto es lo que primordialmente justifica la requisición estatal, 
que enfocada al texto de los documentos señalados se convierte -
en argumentos tales como: peligro inminente para la economía Na- 
cional y peligro para la tranquilidad del pais, los que casi in- 
variablemente han servido para utilizar la requisa que señala la 
ley de Vias Generales de Comunicación. 
En estos decretos encontramos también que la requisa a que se re 
Fieren no ha significado que el gobierno por sus propios medios: 
se aboque a la operación de las vías de comunicación afectadas,-
sino que como ya lo vimos, sólo se nombra a un administrador ge-
neral que se encargará de seguir con el funcionamiento de la em-
presa requisada, con los medios y elementos que forman esta y lo 
mas significativo, ese administrador sera retribuido con fondos-
de la requisada. De esta manera encontraremos otro de los elemen 
tos de la figura que comentamos y que se refiere a la voluntad - 
del estado, la cual en este caso se enfoca a obligar a los parti 
colares a desarrollar una cierta actividad, a suministrarle el - 
uso de bienes y derechos de su propiedad, es decir, Teléfonos de 
México en las requisas a que nos referimos debió quedar en cuan-
to a sus actividades, estático, inmovilizado, correspondiendo al 
estado el desarrollar la actividad habitual de la empresa, esto-
es, éste asumió todas las características de la persona moral re 
presentante de la empresa mediante la voluntad soberana del mis-
mo estado. 
Relacionado estrechamente con estos dos aspectos señalados vemos 
que normalmente se invocó para tomar tal medida, la suspensión -
del servicio, en vista de lo cual y consideradas las comunicacio 
nes telefónicas como un Servicio Público, lo que en otras pala 
bras se entiende como un servicio de interés general, el estado-
también puede en tal sentido, ocuparse de proporcionar ese servi 
cio, sea mediante sus propios medios, sea con los de los partic:i 
lares, can o sin la voluntad de estos, en razón de argu=entzs l? 
gitimados por intereses de la colectivdad. 
Por  <atino con la requisa solo se afectan temporalmente los dere 
chas y propiedades de los particulares, es decir el estadz,  e: - 
utilizar la requisa, puede abarcar la totalidad genlrica 	1;ie-
nes y derechos del requisado, en aras de la continuación del sir 
vicio, pero por otro lado esa cc inuaci& en la prestación del: 
servicio que lleve a cabo el estado, sólo puede ser .:'•.1-2-,tt un - 
cierto tiempo, o sea que la autorizad adninistrativz nw riele ar 
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bitrariamer.:e decretar la requisición en forma indeterminada, si 
no que por el contrario tomando en consideración las causas y :no 
tivos por los que se decreta tal medida se establecerá el lapso-
en que la misma estará vigente. 
Estos decretos, al referirse a este aspecto señalan que la requi 
sa estaría funcionando hasta que, a juicio de la autoridad requi 
sante, terminaran las causas que originaron tal medida, es decir 
que aunque no se delimita en ellos el periodo completo de vigen-
cia, la aplicación de la requisa por cuanto a su funcionamiento. 
contiene una condición para que deje al cumplirse ésta, al ya no 
tener vigencia. De no existir este elemento temporal, aunque eqn 
dicionado, no podríamos hablar de requisición sino que tendría - 
mos que referirnos a otra figura, pues el estado seria quien que 
daría como propietario de los bienes afectados. 

De esta manera podemos decir que de acuerdo a los supuestos que-
el articulo 112 de la Ley General de Vías de Comunicacibn contie 
ne, para que a juicio del Gobierno proceda la requisa, estos se-
rán: 

a).- En caso de Guerra Internacional. 

b).- En caso de grave alteración del Orden Público. 

c).- En caso de temor de peligro para la Paz Interior del Pais. 

d).- En caso de peligro para la Economia Nacional. 

Respecto del decreto de 1944, se dieron efectivamente las causas 
de que aparecen en los lachos a y b; y por cuanto a los dos in-
cisos siguientes a nuestro juicio, solo pudo invocarse como cau-
sal de requisición el supuesto del inciso d). 
Como consecuencia y al tenor del mismo articulo, solo procedía -
que el administrador general nombrado por la autoridad requisan-
te, fuera retribuido a costa de la empresa afectada en el caso-
del primer decreto ya que en los dos siguientes, al no encontrar 
se nuestro pais en caso de guerra internacional la empresa ten - 
dria que haber sido retribuida por los daños y perjuicios que la 
requisa le ccasionb, en términos del propio articulo mencionado- 
no, además de habes' sufrido aquellos, tener que pagar al fun 

cionario que se hacia cargo de la administracibn. Esto indudable 
mente repercute en las utilidades de la empresa y de los trabaja 
acres que en ella laboran. 

2.- Requisición de 3ervicios Personales.- Independientemente de 
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las requisiciones a bienes muebles, inmuebles, derechos. depen - 
dencias, etc., sobre las que ya hemos comentado, los decretos-en 
cuestión contienen una requisición de servicios personales, tra-
taremos de aclarar los alcances de esta, a partir de un estudi75.-
sobre esos decretos, dado que los mismos se relacionan con cues-
tiones de tipo laboral. 

En primer lugar partamos de que las requisas ordenadas sobre la-
empresa Teléfonos de México, invariablemente, hal tenido lugar -
bajo condiciones coyunturales existentes entre los trabajadores-
y la empresa, es decir, siempre que ha existido un movimiento de 
huelga o un emplazamiento a ésta, el Gobierno a decidido requi -
ser los bienes y derechos de la empresa, arguyendo que el servi-
cio telefónico no puede quedar paralizado. 

En segundo lugar y si bien es cierto que en los documentos requi 
sitorios solo se habla de afectar los bienes y derechos propie 
dad de Teléfonos de México, también es cierto que en ellos, tra-
dicionalmente se ha ordenado que el administrador continuará uti 
Usando el personal que esté al servicio de la empresa, la que -
técnicamente motiva que los servicios que presta ese personal -- 
también queden requisados. 

De los dos aspectos resaltados, sobresalen también dos puntos --
que tienden a imponerse a los trabajadores con medidas aparente-
mente legales, pero que en el fondo sólo sirven para frenar a --
éstos en sus movimientos reivindicatorios, Como ya se señaló, --
las requisas, literalmente enterpretadas, van dirigidas a la era, 
presa, pudiendo pensarse en consecuencia que ésta es la que verá 
afectados sus intereses, puesto que con esa requisición queda' al 
margen en la dirección de ella, pues será el Gobierno quien se -
encargue de seguir con el funcionamiento de Teléfonos de México, 
sin embargo, atendiendo al momento en que se produce la medida -
requisitoria, estaremos en presencia de una coacción en contra -
de los trabajadores, es decir, la huelga que estos pretenden ha-
cer valer a efecto de paralizar las labores de la empresa, no :-
puede tener lugar porque mediante el decreto requisitorio, se or 
dona que es el Gobierno Federal el encargado de seguir con el 
servicio telefónico y el que ocupará instalaciones y dependen --
cías, administrará bienes y derechos de la empresa, la cual no -
desaparece legalmente con esa medida, sino simplemente se le des 
plaza para que sea ella la que quede, aún como parte en el con - 
flicto huelguístico. 
En efecto, el decreto requisitorio afecta mucho mas los intere - 
ses de los trabajadores que los de la empresa. en razón de qu; - 
para esta, al ocuparse el gobierne de la continuación del servi-
cio, no solo nO recibe perjuici.D al;ur.,_%, pues seguir1a obterij-
do utilidades, sino que se le ,11:.a en .5C,T7.3 legal de un 1:r7-?c 1e 
de neone, utlliza para presionar a lzs 	 r. 	;a- 
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labras, el principal sosten que tradicionalmente tienen los tra-
bajadores para defenderse y lograr sus demandas laborales, se --
sustentan en su fuerza de trabajo, cuando ellos intentan una --
huelga, lo que se ponen en conflictos además de los intereses -
laborales y económicos. es  por un lado la posición de ellos para 
dejar de trabajar o sea no proporcionar su fuerza de trabajo a -
su patrón, para que éste ante la espectativa de seguir o no con-
el trabajo que recibe, decida negociar con los trabajadores; Pe-
ro, si la parte patronal consiguiera que las labores no se sus -
pendieran, es obvio que tendría ventajas de considerable magas - 
tud, que le permitirian seguir percibiendo sus ganancias y tra - 
tar de que las peticiones de los trabajadores decrecieran a un -
nivel conveniente a sus intereses, esto es sin duda lo que oca - 
siona la requisición gubernamental a Teléfonos de México, pues -
se les priva a los trabajadores del medio de prestan que la pro-
pia Constitución de nuestro pais les legaliza usar para, de algu 
na manera, estar en condiciones equivalentes de fuerza para nego 
ciar con los patrones. 
Ante la requisición surgen criticas que merecen ser apoyadas, --
cuando esta se aplica sin consideración de ninguna especie, s6 - 
bre los trabajadores que laboran en los servicios públicos, es - 
tas criticas se refieren además de otros, al aspecto legal que-
tienen en su implicación con las normas laborales y por tanto a-
las de caracter social que consagra nuestra constitución: Par --
principio es esta ley máxima la que reconoce el Derecho de Huel-
ga de los trabajadores en la fracción XVII del articulo 123. Y-
para no dejar dudas, se refiere a este mismo derecho en los ser-
vicios públicos, en la Tracción siguiente diciendo que el aviso- 
para la suspensión de labores, lo harán los trabajadores con »-
citas de anticipación. 
Por otro lado el legislador para poner mayor claridad a lo que -
debe entenderse por huelga definió ésta en la ley reglamentaria-
del articulo 123 Constitucional y de ella establece que será la-
"Suspensión temporal del trabajo llevada a cabo por una coali 
ción de trabajadores". Ahora biés, en los artículos 1, 4 y 5 del 
mismo ordenamiento se habla respectivamente que esa ley es de ob 
servancia general; que se ofenden los derechos de la sociedad -= 
cuando sin haberse resuelto un conflicto huelguístico por la au-
toridad competente, se trate de substituir o se substituya a los 
huelguistas en el trabajo que desempeñan; y, que las disposicio-
nes de la Ley Federal del Trabajo son de orden público y no tie-
ne efecto legal alguno la "renuncia per parte del trabajador, de 
cualquiera de los derechos o prerrogativas consignadas en las --
normas de trabajo'. 
De esta manera tendremos que analizando los decretos requisito - 
ríos, por cuanto se refiere a la situación de los trabajadores,- 
veremos que estos ven violados sus derechos que se les confiere-
tanto la Constitución como la Ley Federal del Trabajo, pues sien 
do la huelga un derecho de los trabajaderes, emanado de la Con;: 



titución„ que ademas de eso reune caracteristicas peculiares por 
provenir de una problematica social y que como tal, el estado go 
bernante tuvo que concederle la condición de un Derecho de Orden 
Pablico y de Observancia General, en tales condiciones no queda-
mas que dar por cierto que los decretos requisitorios que contie 
nen los de servicios personales, son carentes de fundamento le - 
gal, son anticonstitucionales por ir en contra, ya no del espiri 
tu de ésta, sino por estar contraviniendo expresamente la »tra-
de la máxima ley en cuanto a materia de huelgas se refiere, pues 
estas acopaban realizarse plenamente, sino que en el mejor de «t. 
los casos las demandas de los trabajadores, sus exigencias legi-
timas se convertirán mueras peticiones, que dependiendo de la-
voluntad de la empresa podrán ser aceptables o no, pues las labo 
res seguirán desarrollandose normalmente, desvirtuandose asi el: 
concepto de huelga aceptado tanto. en la ley como en la doctrina; 
con la requisición, más que de Mielga deberá hablarse solo de --
actos de protesta del sector obrero. 
Las huelgas que los trabajadores de los servicios pfblicos, espe 
cialmente los de Teléfonos de México por ser el ejemplo »as pa -
tente, llevan a cabo, nos eme& que todos los logros que el de-
reebo colectivo laboral ha permitido aflorar en nuestro país, se 
ven amenazados por el Estado Gobierno, pues careciendo del po - 
der de negociación que los trabajadores conquistaron, que les --
queda sino volver al antiguo sistema de adherirse a la voluntad-
patronal, para seguir prestando el trabajo bajo las condiciones-
que se les impongan. 
Los decretos cuestionados, estableces que "El administrador uti- 
lizará el personal que actualmente esta al servicio de la empre- 
sa", esta es directamente una requisición de servicios persona 

que se refiere a los trabajadores de un Servicio P(iblico; -- 
nuestra Constitución no contiene disposición alguna que obligue- 
& prestar un trabajo, sin consentimiento del afectado salvo Us- 
e:acepciones limitativas que en ella aisma se detallan, y que apa 
recen en el articulo 5* antes citado. Dentro de esas excepcio - 
nes no se localiza en forma alguna, que los trabajadores de iís- 
vías de comunicación tengan la obligación de prestar su trabajo. 
Ahora bien, si mediante un decreto presidencial se obliga a los-
trabajadores a seguir laborando, cabe preguntarse ¿Puede un de -
creta de esa naturaleza oponerse a una norma Constitucional? y -
¿Pueden los decretos de ese tipo sobrepasar los alcances que pue 
de tener una Ley de Orden Pablico, de carácter social y referido 
a una garantia individual?, en nuestro concepto la ley tiene ma-
yor fuerza que un decreto. por tanto no es factible que, atm --
oponiendo éste a aquella, se deje al margen a la ley pues en es-
te caso seria nulificada por un ordenamiento manar, consecuente-
mente a esta posición consideramos que la ley tendrá vigencia 3L 
alcances de mayor y mas Firmes conse:uencias, esto se refuerza -
doctrinariamente, si tomaos en cuenta que debido a la rldturale-
a& de la ley, data se dirige a regular situaciones .1.4ridicas 
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concretas. diferencia basica en ambos ordenamientos. 
Par otro lado la autoridad requisitoria, extralimitandose en sus 
funciones y facultades, parecerle se proporciona a si misma, --
atribuciones legislativas que perteneciendo a un poder ajeno al-
suyo, toma para regular cuestiones laborales que legalmente no -
son de su competencia. 
De conformidad con el articulo 73 Constitucional en su fracción-
1, es el Congreso de la Unión quien está facultado para *expedir 
las leyes del trabajo reglamentarias del articulo 123* por otro-
lado la fracción 1 del articulo 89 de nuestra Carta Magna aspo-
me respecto del Presidente de la República, que corresponde a --
éste *promulgar y ejecutar las leyes que expida ea congreso de -
la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta ob-
servancia: 
Estas disposiciones son claras, en materia laboral sólo es campe 
tente legislativamente el Congreso; al Presidente corresponde - 
tnicamente promulgar y ejecutar esas leyes laborales. los decre-
tos que en esta materia pueda ordenar el Presidente, sólo pueden 
ser enfocados ea sentido singular especifico. que esas leyes se-
cumplan y se observen, de ninguna manera podrá el Presidente y -
menos basado en un decreto, legislar limitando los derechos labó 
ralos, mucho menos sobre el Derecho de Huelga, ni sobre presta - 
cibn de servicios ami sean estos públicos; derechos que son de 
eminente extracción Constitucional y que se encuentran regulados 
por leyes reglamentarias de la Constitución politica, ea ese sen 
tido podemos decir que esos decretos requisitorios de servicio; 
personales, cuando asnos en ese aspecto, no tienen la fundamenta 
ción legal necesaria. 
Salvo el primero de los decretos, que establece la posibilidad -
de que el administrador negocie las condiciones ea que los traba 
fiadores reanudaran el trabajo, no se deja al arbitrio de éstos -
decidir si prosiguen o no con su trabajo en la empresa, esa posi 
bilidad si por un lado tiene algún sentido de respeto hacia los-
trabajadores y hacia las normas laborales, por otro lado resulta 
irrelevante porque al igual que los otros dos decretos, ea sus -
textos se dispone que los trabajadores seguirla laborando bajo -
las normas del contrato colectivo vigente. Si por cuanto hace -
a la empresa, como ya lo señalamos, queda  ésta desplazada de »-
administración, segón lo anterior la autoridad requisante mantie 
ne en funcionamiento las reglas contratadas entre trabajadores 
represa para la prestación del trabajo, de acuerdo a esto si los 
huelguistas se negarah a continuar con el trabajo se establece -
ría una hipótesis de rescisión de las relaciones laborales, es -
decir los trabajadores podrian ser despedidos par desobedecer --
las órdenes de continuar con el trabajo contratado, o en su caso 
por faltas injustificadas. 
Lo anterior plantea algunos puntos interesantes, en primer térni 
no podríamos hablar de que con la requisición, al quedar despla-
zado de la administración del patrbn original, en este caso Il¿lé 
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fonos de México, y al entrar en funciones otra persona nonbrada-
por la autoridad administrativa, el Administrador General. es  -- 
evidente que al tenor de la Ley Federal del Trabajo se estaría - 
actualizando una substitución patronal y que por tanto eso de --
ninguna manera afectaría las relaciones de trabajo, lo cual, --
siempre al amparo de la ley laboral, equivaldría a que el nuevo-
patrem tendría que hacerse solidario de las responsabilidades -- 
del substituido. 
Esto se puede sostener en base al mismo texto de los decretos, -
respecto de que el contrato colectivo seguirla vigente. lo que -
obviamente implica que las condiciones de trabajo emanadas de -- 
ese documento tendrían que respetarse, por provenir del acuerdo-
de dos voluntades y que una de ellas la patronal, no tendria de-
recho de desconocer, no importando para el caso que la parte pa-
tronal hubiese sido substituida por un administrador General nom 
brado por el Gobierno. 
Esta situación plantea el segundo problema Oodria ejecutarse la 
suspensión de labores coa motivo de la huelga? podemos ccnside -
reas que el emplazamiento originalmente, se enfoca hacia la empre 
sa Teléfonos de ~leo, este es un requisito previsto por la ley 
el escrito de emplasludeato debe dirigirse al patrón, pero si la 
Impresa que es la que originalmente tiene firmado el contrato co 

.lectivo con el sindicato de los trabajadores Telefonistas, queda 
al margen de la administración y en esa caso no puede ella perso 
na ~rala ser presionada para la negociacite, porque ahora es el 
administrador quien sigue al frente de los bienes y derechos de-
la requisada. 
Una segunda bipbtesis seria que, al desaparecer la administra 
cite de Métenos de México, aunque sea temporalmente, y al que-
dar al frente de ella un Administrador General, el planteamiento 
de huelga previsto en primer término, dado que no contendría el-
requisito de dirigirse al patrón correcto no correrla tramite 
ante la junta de Conciliación y por tanto, no patria quedar ea . 
plasado el nuevo patrón. 
Por otro lado lo que tradiciceialmente se sigue como método no es 
el planteamiento anterior, sino que se deja correr el término de 
emplazamiento, es decir el periodo de prebuelga, quedando empla-
sada la empresa titular, pero en los éltiace dos decretos aoneWs. 
tos antes de que se suspendan las labores, se ordena por volun - 
tad gubernamental, la requisa de los bienes y derechos de la em-
presa y la de los servicios personales de los trabajadores de --
ésta, con las consecuencias antes ~aladas, lo que por razones-
legales, es Improcedente Constitucionalmente. 
De esta manera se ha llegado a establecer una situación de hecho 
fuera de todo lo previsto por la Legislación Laboral, a la que -
tanto trabajadores como patrones y el gobierno principalmente --
tienen que sujetarse so pena de retomar el carácter que tuvo la-
huelga en sus orígenes, y es el propio estado quien por su obli-
gación de salvaguardar y hacer cumplir las leyes ha impuesto -- 
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esta situación en la que, por un lado obligando a los huelguis - 
tas a seguir tratajando, por otro les "sugiere" que lleguen a un 
acuerdo, conforme a los procedimientos marcados en la ley para -
solucionar la huelga que de hecho no existe con la empresa. 
Otro punto relevante en el decreto referido también a los dere -
ches de los trabajadores, es que se autoriza al Administrador-ge 
neral para que pueda utilizar personal extrafto para seguir con -
el funcionamiento del servicio. Esta actitud la ha ido perfec 
cionando el gobierno segtn podemos apreciar, pues en el primer -
decreto solo se autorizaba la utilización de personal extra lo pa 
ra sustituir al personal de confianza, sólo de manera excepcio 
nal, igual sucede en el segundo decreto, pero en el último se --
habla ya de ocupar personal para el servicio, ajeno al pertene - 
ciente al sindicato, refiriéndose ya no solo al personal de con-
fianza. 
Esto trae implicaciones legales que al igual que los anteriores-
aspectos conducen a buscar respuestas en la ley laboral, puesto-
que se trata de derechos de trabajadores; retomando lo que dispo 
ne el articulo 4• de la Ley Federal del Trabajo, recordaremos 
que se ofenden los derechos de la sociedad cuando declarada una-
huelga en los términos que establece la ley se trate de substi 
tuir o se substituya a los huelguistas en el trabajo que desetpe 
san. sin haberse resuelto el conflicto motivo de la huelga. Es: 
te concepto es casi una replica de la garantía Constitucional --
que regula el artículo 5• pués se refiere a que el trabajo es de 
recho de toda persona siendo licito este, sólo pudiendo vedarse: 
el mismo por la autoridad correspondiente -autoridad judicial, - 
segón el articulo 5* Constitucional- cuando se ofendan los dere 
chos de la sociedad. En virtud de que el precepto Constitucio 
nal mencionado no contiene los conceptos que debieran referirse, 
a lo que se entenderla par ofensa a los derechos de la sociedad, 
tenemos que remitirnos a la Ley Federal del Trabajo, que en su -
articulo 4• se refiere a este aspecto. 
De manera que al utilizar personal extraño ajeno a los trabajado 
res huelguistas, el gobierno encuadra su conducta en el supuesto 
que comentamos, contraviniendo principios Constitucionales, vio-
lando garantías de igual rango, haciendo caso omiso de una ley 
deobservancia general, incluso y con mayor razón para él, cayen 
do en un abuso de su poder, pues con esas actitudes el gobierno-
dificilmente podría seguir sosteniendo su postura -un tanto pu-
blicitaria- de que vivimos en un Estado de Derecho regido por-
normas Constitucionales. como el máximo y mejor remedio para --
nuestros males sociales. porque con su conducta concretamente en 
este asunto, él mismo viola las leyes y fomenta la utilización - 
de esquiroles, lo que no es otra cosa que un acto de provocación 
a los huelguistas y que además con ello se origina el debilita - 
ciento de estos, cuando zenos en cuanto a su capacidad de fuerza 
negociadora, obligandelos a seguir trabajando en centra de sus -
derechos y sobre la huelga, con lo que virtualmente desaparece - 
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esta. 

Otro organismo de trabajadores que ha sufrido las consecuencias-
de la decisión gubernamental requisitoria es el que presta sus -
servicios a la Empresa Radio Aeronautica Mexicana, S.A. de C.V., 
en el ario de 1962, el 16 de Agosto, se publicó en el Diario Ofi-
cial un acuerdo por el cual se requisaban los bienes de la Empre 
sa antes citada, y del cual destacamos lo siguiente: 

1.- Se fundamental en las facultades concedidas al Presidente de 
la República en los artículos 89 Constitucional Fracción 1, y --
112 de la Ley de vías Gnerales de Ccaunicación. 

2.- La requisa se aplicó en consideración a que el mismo dio 16 
de Agosto a las 12:00 horas 1 minuto los trabajadores de Radio - 
Aeronautica Mexicana S.A. de C.V., suspendieron las labores en -
dicha Empresa con motivo de la huelga entablada en su contra; al 
no proseguirse con la prestación de ese servicio, se afectaban -
la operación de la Aeronaves que prestan servicios públicos de -
transporte aéreo y en consecuencia con ello, también se verla --
afectada la ~mía del pais, porque los servicios que prestan-
esos trabajadores y la Empresa requisada son considerados como -
auxiliares de las vías de comunicación aéreas. 

3.- La aplicación de la requisa correspondió en este caso a las 
Secretarias de Comunicaciones y fransportes, del Patrimonio Na - 
cional y del Trabajo y Previsión Social, como ejecutoras del lo-
Mera* Federal. 

4.- Sobre lo que abarco en su afectación esta medida requisito-
ria, el acuerdo senalaba todos los bienes físicos, dependencias-
y accesorios y los derechos inherentes o derivados directamente-
de la explotación de los servicios, así como cualquier clase de-
contratos celebrados por la requisada. 

5.- También el ejecutivo proveyó el nombramiento de un Adminis-
trador General que se ocuparla de seguir administrando la empre-
sa con sus bienes y derechos y que seria retribuida con cargo a-
la misma empresa requisada. 

6.- La cuestión laboral, fué resuelta apegada al caso de los te 
lefonistas, es decir se estableció que el Administrador General - 
seguirla utilizando los servicios del personal de la compania ba 
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DEFENSAS ANTE LA APLICACION DE LA REQUISA 

Después de haber analizado como se aplica la requisa de serví -
dos personales a los trabajadores de los Servicios Públicos, de 
bemos plantearnos que perspectivas existen para, de alguna mane-
ra, enfrentar defensas que hagan viable la protección de la cií-
se obrera. 
El problema de las restricciones impuestas al ejercicio del dere 
cho de huelga debemos enfocarlo a partir de una visión general y 
otra particular, la primera abarcarla todos los mecanismos de que 
dispone el Estado para obstaculizar este derecho mediante dispo-
siciones que ya antes hemos mencionado como lo son las figuras -
de Existencia, y de legalidad, los requisitos de procedencia y-
en alguna medida, la titularidad sindical sobre el contrato que-
regule las relaciones laborales, disposiciones que genéricamente 
pueden afectar a la gran mayoría de los trabajadores sujetos a -
la reglamentación del apartado A del articulo 123 Constitucional. 
Particularmente son los trabajadores que laboran en empresas --
prestadoras de Servicios Públicos, regidos por la Ley Federal --
del Trabajo, quienes además de estar sometidos a las anteriores-
medidas, ven aún más mermado y delimitado el Ejercicio de la --
Huelga, en razón de que sobre la Ley Laboral tienen que verse --
perjudicados por una Ley secundaria, cuando sufren las consecuen 
cies de la aplicación de la requisa. 
En la Ley Federal del Trabajo no encontramos ningún mecanismo — 
que pueda servir de defensa a los huelguistas de empresas de Ser 
vicie Públicos, esto puede entenderse tomando en consideración -
que por una parte los decretos requisitorios provienen, no de la 
legislación laboral sino de una decisión gubernamental basado en 
disposiciones de carácter administrativo, y por otro lado que — 
esas disposiciones las dirige, aparentemente, el gobierno no can 
tra los trabajadores en forma directa, sino en contra de la em - 
presa, por lo que se argumenta que la requisición no se hace en-
contra del movimiento de huelga y de esta forma oficialmente --
queda desvirtuado cualquier cantraargumento dirigido a resaltar-
la violación de la Constitución. 
A pesar de lo anterior la requisa afecta macho mas los intereses 
de los trabajadores, puesto que al aplicarse, normalmente cuando 
existe posibilidad de que estalle un movimiento de huelga, los -
trabajadores no pueden ejercitar en forma plena su derecho de --
suspender las labores, ya que el gobierno antes o en el momento-
de decretar la medida requisitoria, interviene la empresa afecta 
da para seguir con el funcionamiento de ella, de manera que aun-
que los trabajadores siguieran con su movimiento huelguístico, - 
en el sentido estricto de lo que conocemos como hueles' sta que- 
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daria solo en una mera tentativa, porque realmente no se suspen-
derian las labores y los trabajadores o bien seguirían trabajan-
do o bien tendrían que permitir la entrada de personal extraño a 
ellos para que la empresa, por conducto del Gobierno, siguiera -
con la prestación del servicio. Por otro lado ya lo hemos visto 
en los puntos anteriores, respecto del asunto que nos interesa,-
la requisa es aplicada en base a la Ley de Vías Generales de Co-
municación la cual en su artículo 112 prevee esta figura, su ...-
aplicación y los casos de procedencia, sin embargo esta Ley tam-
poco previene procedimiento alfuno para impugnar la aplicación -
de la requisa y en todo caso, considerando que formalmente ésta-
se dirige a las empresas y no a los trabajadores, estos no po --
drían usar de dicha ley para protegerse, dado que en todo caso -
seria la propia empresa la que tendría que intentar oponerse a - 
la requisa por ser la Ley de Comunicaciones reguladora, en este- 
particular caso, de las relaciones entre el Gobierno y las empre 
ras prestadoras de un Servicio Público pero no entre el primero-
y los trabajadores. 
También hemos hablado de que la Constitución ademas de estable - 
cer las Garantías Individuales contiene en su cuerpo las ;aran -
tías Sociales, que en nuestro concepto reunen las prerrogativis-
de las primeras y por su extracción eminentemente social, se pue 
de decir, se encuentran en un nivel superior a las Garantías In-
dividuales; ahora bien, estas últimas gozan, ea la realidad ália 
dita, de la protección Constitucional mediante el procedimiento- 
del juicio de Amparo, para el caso de que vean violadas en su ob 
servancia. 
El caso de las Garantías Sociales diferente, en especial en cuan 
to al ejercicio del derecho de huelga; para afirmar lo anterior: 
recordamos las bases en que se sustenta el Juicio de Amparo, que 
como sabemos parten de las disposiciones de los artículos 103 y-
107 Constitucionales. 

El primero previene que los Tribunales de la Federación resolve-
rán toda controversia que se suscite: 

"I.- Por Leyes o actos de autoridad que viole las garantías II 
DIVIDUALES". 

Por su parte el segundo articulo en cita, en su Fracción II, al-
referirse a las sentencias pronunciadas en los juicios de Amparo 
se4aIa que "se ocuparan de Individuos Particulares', esto es. Po 
demos entender que la protección de las Garantías Constituciona-
les, hasta el presente, sigue basandose en el antiguo sistema in 
dividualista de la Ley, es decir se protege a los hombres como - 
tales, al margen del grupo social al que se encuentran integra -
dos, según podemos apreciar del texto de los artículos menciona-
dos. 
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No obstante lo anterior, la Constitución de la República de 1917 
no solo incluye en su cuerpo Garantías para los individuos, sino 
también Garantías Sociales que constitucionalmente no se encuen-
tran cGntroladas a pesar de que son "los derechos establecidos - 
por el Estado para tutelar a la Sociedad, a los campesinos, a --
los trabajadores, a los artesanos como grupo social y en sus --
propias personas, así como a los economicamente débiles en fun -
cien del bienestar colectivo. Este tipo de derechos o garantías 
sociales se encuentran formulados en los artículos 3, 27, 28, --
123 y 130 de la Constitución; en la práctica, a través del Ampa-
ro Individualista se protegen las garantías sociales». (8) 
Esto implica reconocer que en tanto que se protege al hombre-in-
dividuo pero no al hombre-social, ni al grupo en que este se de-
sarrolla y vive, en la realidad solo puede hablarse de que la 
teoría de nuestra Constitución Social solo se encuentra enuncia-
da y que no es llevada a la práctica. 
En la actualidad debemos estar consientes de que por sobre los -
individuos se encuentran los grupos sociales mayoritarios que --
fundamentalmente son los campesinos y trabajadores, en ese senti 
do, si la propia Constitución dirige su contenido a la protec --
cite de los derechos de estos grupos, resulta incongruente supe-
ditar estos al procedimiento regular seguido para proteger a los 
individuos, pues esto significaría estar fuera de la realidad, - 
nmeba Urbina y Trueba Barrera han desarrollado lo anterior bri-
llantemente, al sostener que debe instituirse el Amparo por vio-
laciones a las Garantías Sociales 'porque es absurdo y contrario 
al Constitucionalismo político Social subordinar las Garantías -
Sociales a las Individuales, cono si se tratara de cualquier Ley 
secundaria que se protege a través del articulo 16 Constitucio-
nal (régimen de garantía de legalidad). Hasta hoy las Garantías-
Sociales se salvaguardan par medio del articulo 16, como hemos -
dicho, conservandose en este aspecto el Amparo Individualista*, 
(9). 
En definitiva la huelga es la suspensión real del trabajo o no -
es nada; como derecho básico, no puede estar sujeto a ninguna --
disposición gubernamental para su ejercicio o cumplimiento, tam- 
poco puede derogarse, restringirse o supeditarse a una ley secan
daría, sin correr el riesgo de alterar gravemente el Estado de - 
Derecho y el Orden social, porque el estado se encuentra obliga-
do a solo dictar las medidas legales que le esten conferidas, pe 
ro sin poner es contradicción sus decisiones con el orden jurldi 
co establecido originalmente por el pacto federal, esto último - 
es lo que sucede cuando con la requisa se limita el derecho de -
huelga o se obliga a seguir trabajando a los baelguistas. pues -
de esta manera se niega el ejercicio de esta y la libertad de --
trabajo, negandose al mismo tiempo los Derechos de Asociación y-
Contratacite Colectiva, todos ellos consignados en el texto Cons 
titucional y originados por legitimas conquistas populares. 
Nadie discute que las huelgas causan perjuicio, incomodidades, - 
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tensiones; tanto más cuando se trata de servicios públicos como-
el telefónico, y bien en ello estriba precisamente, el poder de-
negociación de los trabajadores... y su fuerza para mejorar sus-
condiciones de existencia. Muchos mayores que esos danos coyuntu 
rales son los que causa a la estructura social la limitación o -
distorsión dei t!erecho de huelga. 
El carácter esencial de la huelga como derecho y como fenómeno, - 
cambia en absoluto porque se trata de establecimientos privados - 
o de empresas paraestatales, estatales o nacionalizadas. 
La huelga no hace más que reflejar la inconformidad objetiva de-
la clase trabajadora respecto de la relación entre el salario --
efectivo y la curva inflacionaria. La huelga a pesar de lo que -
sostienen algunas mentalidades reaccionarias, no es ningún ins - 
trumento para hacer saltar las estructuras sociales sino que de=i 
tro de un marco legal, se define como un derecho el cual esta, 

"consignado y protegido en la Constitución precisamente para que 
los trabajadores presionen y fuersen a las otras partes a recorro 
cer y satisfacer sus demandas. Es un derecho que sirve para pre 
sionar y crear crisis generales que obliguen a resolver las cri-
sis y presiones particulares a que estan sujetos los trabajado -
res". (10) 

Desde nuestra perspectiva pensamos que al no existir en la cons-
titución, ni en la Ley Federal del Trabajo, ni mucho menos en la 
Ley de Vías Generales de Comunicación, mecanismo alguno que los-
trabajadores en conjunto, puedan utilizar para contrarrestar los 
efectos de la aplicación de la requisa, figura que si bien cuan-
do fué instituida por razones bélicas que actualmente ya no exis 
ten, y que en su momento pudo aplicarse en razón de la seguridad 
Nacional, en el presente solo sirve para poner de manifiesto que 
al movimiento obrero y general se le trata de ccastreftir a un --
Estado corporativo en el que quede vetado su derecho a la huelga. 
En este sentido y cuanto más que se trate de proteger una Garan-
tia Social Constitucional, los Trabajadores deberán pugnar por-
que la requisa, que directamente les afecta, sea derogada porsu 
carácter anticonstitucional. 
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CONCLUSIOJES 



1.- La Revolución Industrial trajo aparejada consigo. distintas 
consecuencias entre las que se destacan, en primer lugar, el que, 
al mecanizarse la producción, el campo deja de tener la importan 
cia que hasta entonces tenia, y se desarrolla una nueva clase so 
cial, los trabajadores o proletariado.  

2.- Pero no sólo aparece cono clase el proletariado, a éste co-
rresponde la aparición de otro grupo social, antagónico entre si 
como antes exclavos y esclavistas, señores feudales y siervos. -
con el proletariado viene la burguesia. 

3.- Igualmente, como en toda época histórica la clase en el po-
deT, la que explota y sojuzga a su contraria, impone y sustenta- 
ciertos fundamentos y razonamientos teóricos que le sirven para-
lograr y mantener sus intereses. La clase burguesa en su papel-
de clase dominante, tiene que sostenerse en lo doctrinal ceo lo-
que "se conoce como El Liberalismo. 

4.- El individualismo es originalmente una argumentación, no en 
contra del proletariado, sino del antiguo régimen que se oponia-
a los intereses y desarrollo del naciente capitalismo. 

5.- El capitalismo va destruyendo el artesanado y reduciendo o-
eliminando al campesino, grupos que no pueden hacer frente a su. 
contrincante y sin otra alternativa, se ven precisados a ingre - 
sar a las filas de proletariado, de manera que a éstos sólo les-
queda su fuerza de trabajo para subsistir, al contrario de la --
burguesía, que va acumulando para si, grandes fortunas. 

6.- Algunos de los postulados del liberalismo, pregonaban la --
igualdad de los hombres, este argumento es utilizado por la bur-
guesía para sostener, que el hombre al encontrarse en un plano -
de igualdad con sus congéneres, podría celebrar toda clase de --
contratos. incluyendo la contratación de su trabajo, que enton -
ces era vista como un arrendamiento. El proletariado despojaao-
de cualquier instrumento o bien, con que pudiera sobrevivir y - 
contando sólo con su fuerza de trabajo para allegarse al menta 
ción y,  vestuario, tiene prácticamente que adherirse a lo que la-
burguesia le ofrecía: trabajar en sus fabricas por un sueldo el-
ser° yen condiciones infrahunanas o bien sucumbir al sistema. 
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7.- También se sostenía %a libertad de asociación, derecho que-
sin embargo, no tenia el sentido actual, en razón de que al rei-
nar el liberalismo, los trabajadores para prestar su trabajo, no 
podían coligarse para contratar en conjunto las relaciones labo. 
cales con el patrón, pues dichos contratos tenían que pactarse -
individualmente entre trabajador e industrial. Es comprensible. 
entonces, que si por un lado los trabajadores no contaban con --
fuerza alguna, ni económica ni social y por el contrario sus pa-
trones contaban con ella, no podía sostenerse la igualdad entre-
ambos. 

8.- Otro punto importante es fundamentalmente la categoría qui-
se dá a la propiedad privada, pues al ser libres los hombres, Po 
die acumular grandes cantidades de bienes, que pasaban a su pa -
tríncalo particular. si de la fuerza de trabajo de los obreris-
una parte se convertia en los que se conoce como plusvalía, es -
ésto precisamente lo que proporciona a 11 clase dominante, la ca 
pacidad de adquisición y acumulación de bienes y capital, rect 
biendo los trabajadores una mínima parte del valor de su trabajo 
apenas suficiente para subsistir. La propiedad privada protegi- 
da por un estado gendarme, guardián de los intereses del capital 
no podía salir ningén atentado. 

9.- De esta manera, se pone de manifiesto la cantradiccióa que-
existe entre la legislación liberal y la estructura económica, -
ambas producto del capitalismo. Respecto del ejercicio de la --
huelga, podemos decir, que en un principio coa motivo de la ---
inexistencia no sólo de normas legales, que la regularan, sino -
de la total ausencia de una mínima legislación laboral y ea tan-
to que las suspensiones de trabajo concertadas por coaliciones -
de trabajadores, atentaban contra la propiedad privada, princi - 
palmente y contra la libre empresa, se consideró a las huelga; -
cono un delito, periodo conocido como Era de la Prohibición. 

10.- Una segunda etapa ea el desarrollo histórico del derecho de 
bolaga, se caracterizó por ya no considerar ala asociación pro. 
fesional ya la huelga como delitos. Epoca de la tolerancia, en 
que si bien aquellas ya no cabían dentro de las morsas represi -
vas penales, se recurría a la legislación civil, para casual; 

movimientos huelgaisticos, mediante medidas tales como la 
resollaba de las relaciones de trabajo, a los que incumplieras -
con el trabajo concertado. A ésto se &Sade, el derecho de que -
gozaban los patrones para que en caso de que sus trabajadores --
suspendieran los servicios. Dodborms ticup= a viras personas pe 
rt qua 1:: viguieran desempeEando, de manera que sus derechos de-
propiedad y libre empresa no se vieran vulnerados. 
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consecuencias entre las que se destacan. en primer lugar, el que, 
al mecanizarse la producción, el campo deja de tener la importan 
cia que hasta entonces tenia, y se desarrolla una nueva clase só 
cial, los trabajadores o proletariado. 

2.- Pero no sólo aparece como clase el proletariado, a éste co-
rresponde la aparición de otro grupo social, antagónico entre si 
como antes exciavos y esclavistas, seeores feudales y siervos, -
con el proletariado Viene la burguesia. 
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der, la que explota y sojuzga a su contraria, impone y sustenta-
ciertos fundamentos y razonamientos teóricos que le sirven para-
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sar a las filas de proletariado, de manera que a éstos sólo les-
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burguesía, que va acumulando para si, grandes fortunas. 

6.- Algunos de los postulados del liberalismo, pregonaban la --
igualdad de los hambres, este argumento es utilizado por la bur-
questa para sostener, que el hambre al encontrarse en un plano -
de igualdad con sus congéneres, podría celebrar toda clase de --
contratos, incluyendo la contratación de su trabajo, que enton -
ces era vista como un arrendamiento. El proletariado despojado-
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cantando sólo con su fuerza de trabajo para allegarse alimenta - 
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7.- También se sostenía %a libertad de asociación, derecho que-
sin embargo, no tenia el sentido actual, en rasen de que al rei-
nar el liberalismo, los trabajadores para prestar su trabajo, no 
podían coligarse para contratar en conjunto las relaciones labo-
rales con el patrón, pues dichos contratos tenian que pactarse -
individualmente entre trabajador e industrial. 8s comprensible-
entonces, que si por un lado los trabajadores no contaban con --
fuerza alguna, ni económica ni social y por el contrario sus pa-
trones contaban con ella, no podía sostenerse la igualdad entre-
ambos. 

8.- Otro punto importante es fundaaeotalasiate la categoria que-
se da a la propiedad privada, pues al ser libres los hombres, po 
día acumular grandes cantidades de bienes, que pasaban a su Pa - trimonio particular. Si de la fuerza de trabajo de los obreros-
una parte se convertía en los que se conoce como plusvalía, es -
ésto precisamente lo que proporciona a la clase dominante, la ca 
pacidad de adquisición y ami:mamita de bienes y capital, reci 
biendo los trabajadores una mínima parte del valor de su trabijo 
apenas suficiente para subsistir. La propiedad privada protegi-
da por un estado gendarme, guardián de los intereses del capital 
no podía safir ningún atentado. 

9.- De esta manera, se pone de manifiesto la contradicción que-
existe entre la legislación liberal y la estructura económica, -
ambas producto del capitalismo. lespecto del ejercicio de la --
huelga, podemos decir, que en en principio can motivo de la 
inexistencia no sólo de normas legales, que la regularan, sino • 
de la total ausencia de una minina legislación laboral y en tan-
to que las suspensiones de trabajo concertadas por coaliciones--
de trabajadores, atentaban contra la propiedad privada, princi - 
palmente y contra la libre empresa, se consideró a las huelgas -
como un delito, periodo conocido como Ira de la Prohibición. 

10.- Una segunda etapa ea el desarrollo histórico del derecho de 
huelga. se  caracterizó por ya no considerar a la asociación pro.• 
Lesional y a la huelga como delitos. Epoca de la tolerancia, en 
que si bien aquellas ya no cabian dentro de las normas represi -
vas penales, se recurría a la legislación civil, para combatir -
los movimientos huelguísticos, mediante medidas tales como la 
rescisión de las relaciones de trabajo, a los que incumplieram -
con el trabajo concertado. A ésto se anade, el derecho de que -
gozaban los patrones para que en caso de que sus trabajadores --
suspendieran los servicios, pudiera ocupar a otras personas pa-
ra que lo siguieran desemsidando, de manera Que mis ~bebo«
propiedad y libre empresa no se vieran vulnerados. 



-84- 

an la segunda eitad del siglo pasado, algunos pensadores me 
xicanos, sin abandonar la ideología individualista en forma to - 
tal, pero identificándose con la, clase obrera, llegan a la con 
clusien de que los trabajadores no hacen sino defender su deri 
cho de propiedad con la huelga, ante el atentado que los indUi - 
triales hacen en contra de ésta. Lo anterior, no significa ¡j'e-
l*, trabajadores sean ya considerados como clase antagónica de -
la burguesía, situación que cuando menos en nuestro país, se de-
bla a la dispersión de los centros industriales, al pequedo di-
nero de obreros y a la falta de arraigo de una ideología propia-
del proletariado, incluyendo la primera década del presente si - 
glo. 

12.- Lo ~Alado en el punto anterior, aunado a la ausencia de -
organizaciones obreras y campesinas, puede ser la explicación al 
bochó de que los liberales durante el porfiriato, no postularan-
el derecho de huelga. Las huelgas durante este periodo, no ame-
nazaban la estructura de la sociedad, por darse en condiciones -
de suiza debilidad para el movimiento obrero, el cual no podía --
sostener la suspensión de trabajos, sin antes rendirse por ham-
bre o bien ser substituido por otros trabajadores. 

13.- Después del triunfo maderista, se hace inviable el avance -
de la clase proletaria por varias razones; la revolución de 1910 
no fué una lucha de clases, sino que tuvo serios matices retar -
mistas que sólo buscaban el cambio de hombres en el poder; carea 
te de una organización de clase, sin un partido aglutinadar de 
los intereses obreros y con una tendencia predominantemente anar 
cosindicalista, el proletariado aexicano no tuvo posibilidades .7  
de encabezar en Malón ~ato, el movimiento armado para poder-
realizar el cambio de estructuras sociales. 

14.- De esta manera surge el caudillismo, fenómeno que sirvió — 
para desviar a la clase obrera de sus intereses legítimos y divi 
(lineen los momentos decisivos. La efervescencia revoluciona 
ria trae consigo un auge en el sindicalismo coa lo que tienen7iu 
ger diversas huelgas, aunque sin grandes resultados, porque al - 
intervenir el gobierno para la solución de estos problemas, se -
ve precisado a tomar el partido que le corresponde. Obviamente, 
los intereses de ladero no se identificaron can los de las cía 
ses oprimidas, sino con lo de los caudillos y en tales condicio-
nes reprime los movimientos huelguísticos. 

15.- Después, venustiano Carranza quien uta 14 pil¿ticipwítr. :-
los trabajadores llega al poder, no sin antes haber prometido - 
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su alianza con ellos, lo cual no cumple, reacciona en el mismo -
sentido que madero reprimiendo huelgas de diversa importancia e-
inclusive su gobierno, llega a considerarlas como actividades de 
lictuosas, factibles de ser castigadas con pena de muerte, como- 
el caso que se dió con la expedición del decreto de 	de agosto 
de 1916. 

16.- Para los constituyentes de Querétaro, la huelga fu& un buen 
mecanismo de defensa de los intereses obreros. Consideraron a -
ésta caso= derecho social y económico, para obligar a los pa -
trenes a acceder a los requerimentos de los obreros siempre que-
las huelgas no se ejercitaran ~violencia y por otro lado, en-
cuanto se crearon las Juntas de Conciliación y Arbitraje, para -
evitar los abusos de ese derecho. 

17.- En la medida que entendamos a la huelga como un medio defea 
sino de los trabajadores, tendremos como antecedentes, intimamoil 
te ligados con el derecho de asociación, a la sociedades mutua -
listas y cooperativas. Sin embargo, es pertinente aclarar que -
tales corporaciones meran utilizadas por los obreros como ins-
trmsenluvpara negociar can sus patrones, sino que tenian como Fi 
nalidad el de Ayudarse mutuamente en un espirite de solidaridad. 

18.- El derecho de asociación encuentra cabida en nuestra legis-
lación hasta el amo de 1857, pero sigue consider&mdose como de ji 
vado del concepto individualista de los Derechos del Hombre y -= 
Ciudadano. Esto significa que las huelgas tullan que ser contra 
lacias, mediante otros mecanismos como el código civil de 1870 yk: 
el código penal de 1871. 

19.- Podemos considerar como antecedente directo de la legisla - 
ción sobre el derecho de huelga, a la Ley del 11 de diciembri-de 
1915 expedida por el General Salvador Alvarado en el Estado de - 
Yucatan. ley que sin embargo, en su exposición de motivos, acon-
sejaba crear mecanismos que evitaran se llegara'al ejercicio di-
ese derecho. 

20.- Ya ea el constituyente, se ve la necesidad de ocuparse en -
capitulo especial de las cuestiones obrero patronales. Se hace-
el proyecto de ley de lo que hoy es el articulo 123 Constitucio-
nal aprobandose éste, no sin largos debates, por cuanto a la de 
ryttelt ± 40, la !ramita XVIII sobre el derecho de huelga. entre: 
quienes consideraban que debla ser irrestricta y ios que SOSIA 
nlan que de ser asa, se caería ea el anarquismo y que en esa me-
dida, debla ejercer tal derecho dentro de deteráinados 



ésta intima postura fu& la predoelaaate. 

21.- A nivel federal se trata a la huelga en la ley de 1929. 
en ese almo alto, se fincan las bases para que todo lo relativoi. 
a asteria del trabajo, fuese atribución exclusiva del Congreso -
de la Unión. 

22.- La huelga, caso figura perteneciente a esa raaa empecí/lea-
del derecho, ha sido y es tratada desde diferentes puntos de vis 
te. predominando los que la «cuidaran cono va acto juridico cli 
sien. sostimido ésto tradicionalmente; pero también se ha dicho: 
que ao puede *orlo. Por otro lado, otras posturas ~alas que -
la huelga es simplemente la derecho. 

23.- Tradicionalmente, dos san los elementos de existencia del -
acto jurídico, la voluntad y el objeto, la falta de algunos de -
ellos anglas la inexistencia que puede ser invocada en todo —
tiempo y que traerla consigo la nada juridica. En el sentido la 
banal, ésto ao sucede, hay un damino preciso para invocar la -: 
inexistencia de ama huelga y si no es invocada tal inexistencia, 
la huelga surte plenos efectos, de ahi que no pueda sostenerse-
que esta figura encuadra en la teoria clásica del acto juridico. 

24,- La huelga en nuestro concepto, es una ligara integradora de 
derechos. Re principio, es facultad de los trabajadores coliga-
dos ejercitarla o no; en cuanto se ejercite, buscar& satisfacer-
necesidades, por lo general ea:al:micas. de ras ejecutantes, se -
diente la celebren:the y negociación de contratos laborales. 
este sentidó, sentidó, ao es posible considerar a la huelga cono un sin - 
ple derecho lee ~pie ras fines cm la mera. ~casi& del tra-
bajo, pass de acuerdo a ésta éltina postura se caería en ea sim-
plismo. restándole valides legitima al ejercicio del derecho a-
balea. 

25.- so temnos un criterio 'alfa" del sentido que debe ~sel-
le al Servicio Piblico, sin embargo, existea determinadas cle17-
tas bases que pueden servir de pasto de partida para identifiier 
tales actividades; por principio se miela que el servicio pébli 
co es me actividad prestada ea forma directa par el Gobierno 4ío: 
bien peir ma entidad privada. pero supeditada ea gran medida a -
los controle, gibernameetales para que de esta fuma m'edil lazza 
timarse la continaidad de la prestación del servicio; so basta -
que esa actividad provenga del estado. sino que deber& dirigirse 
a dar satisfacción a necesidades requeridas par la generalidad- 



de la población. 

26,- Cm la institueleei en México del derecho laboral, surge el-
problema de encuadrar en este campo a los servicios ptblicos, es 
to no significa que en el aspecto del derecho del trabajo, a ni-
vel constitucional, se haya definido el sentido de lo que es el-
Servicio Publico, sino que Mica:mente se habla dé esto para de - 
terminar un ~lino en el que podrá llevarte acabo la suspel--- 
alón de los trabajos con motivo de una huelga. 

27.- Sólo algunas de las leyes locales, vigentes basta antes de-
1931, incluyen actividades que le detallan como servicios ptbli-
cos. Esto que podría parecer un antecedente de lo que debla ea-
tenderse por servicio público, solo se refiere al igual que nuría 
tra legislacita laboral, en esta materia, a ',talar en forma es-
pecifica algunas de tales actividades, sin que se generalice etTi-
bre este tema. 

28.- Los contituyeates ao tomaras partido para que, en el parti-
cular caso de los servicios ?túnicos. quedaran éstos definidos -
especial o genericamente, sino que al respecto sólo talara' como 
caso excepcional el supuesto en que las huelgas dirigidas contra 
empresas de servicios públicos, cantarme en cuento al estalla —
miento de estas, calva término mayor, pero de ~poza mamara ma 
nejaron esta situación como impedimento para la realizad& de -
tales huelgas; esto tanpoco ha sucedido posteriormente, siendo -
solo la ley Federal del 2rabajo la que se ha abocado a dstsrui - 
nar restrictivamente, que se entiende por Servicio Público}  Cie-
servando en cierto sentido la idea original constitucional. 

29.- ea tal medida, sostenemos que legalseete los trabajadores -
de los servicios ptblicos, tienen toda la facultad para llevar a 
cabo a ejercicio del derecho de huelga, sin gas debido a sa c 
lidad laboral o a la actividadiffie ~pela% ~almo verse-
en tos a otra ley que so sea la del trabajo. 

30.- Los trabajadores ~e ea todo, IMOI clase social detemnima 
da y mayoritaria, ea ese sentido es insostenible que se les dirr 
da en especialidades, lo que tnleamente lleva a faveraese los a 
timases patrosaiss. Cuando se divide a los obreros se logra até 
rn 	fuersa lullitic4-áricial, 7= elle int=exes ajenos ea 
nalisme la roerla de aquéllos hacia intereses totalmente ajemavi-
a la clase proletaria. 
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31.- No es posible por tanto, hacer una división de las áreas de 
Servicios Públicos ( y por consiguiente de los trabajadores ) en 
atención a las características de los servicios o actividades, -
ata en el supuesto de referirse a ellos cano necesario o vitales 
pués, contemplando las ¡reas que contiene el articulo 92, de la-
Ley Federal del Trabajo, vemos que todas ellas, en mayor o menor 
grado requieren de la continuidad en su prestación. La posición 
divisionista de los servicios públicos, entrena algunos riesgos-
pues este mismo argumento podría servir para limitar los dere --
ches de huelga de un mayor número de trabajadores; también coa -
dicha posición, mediante la selección de servicios necesarios y 
vitales, se mantiene la división politice de los trabajadores --
evitando de esta forma que puedan llegar a conformar una fuerza-
unificada can capacidad bastante de negociación. 

32.- 8e ha dicho que las huelgas en general provocan trastornos; 
tratendose de las huelgas de los servicios públicos, se agrava - 
la critica, pues se piensa que los huelguistas son un minino gru 
po que trata de anteponer sus intereses a los de la colectividad 
la cual resentiria las consecuencias de la suspensión laboral y 
por ende la falta del servicio. Efectivamente, se causan danos-
y molestias, sin embargo esto es causado con motivo del ejerci -
dio de un derecho consagrado a nivel constitucional, el que a su 
vez se deriva del triunfo de las ideas de la facción de corte --
proletario en el constituyente; el ejercicio de ese derecho tie-
ne el carácter de instrumento de negociación y es dado a favor--
de los trabajadores para que en alguna medida estos puedan tener 
cierta capacidad negociadora al enfrentarse can los intereses pa 
tronales; por otro lado también es innegable, que si.bien es 
cierto que el público y los obreros huelguistas resienten serios 
dados económicos, por otro el sector patronal deja de percibir -
sus fabulosas ganancias con motivo de una huelga y obviamente --
esto provoca que haga uso de todo el aparato político y publici-
tario a su alcance para denigrar los movimientos de los trabajP 
dores. 

33.- Resulta atentatoria la postura que sostiene el arbitraje --
previo y forzoso para las huelgas. Si ejercicio del derecho de-
huelga se encuentra ya restringido por figuras que en la ley han 
encontrado cabida, pero si no se quiere llegar al grado de un --
veto total a ese derecho, deber& evitarse que llegue al texto le 
gel norma alguna que obligue al arbitraje forzoso y previo del -
derecho de huelga. De lo contrario, los trabajadores caerían ba 
jo total control luridico y político, perdiendo en ese caso auto 
iszau para !tercie? 911, (bendiciones laborales. 



- 89 - 

34.- A partir del periodo Cardenista, el gobierno va tmando par 
te en actividades que de antiguo no ejercia; la industria nacio-
nal ya no sólo es el ámbito de la iniciativa privada. sino que-- 
ahora el Gobierno se convierte en empresario por razones naciona 
listas primero y después, como proveedor de bienes y servicios -
que a bajo costo recibe el sector industrial privado; como sea,-
esta nueva actividad gubernamental genera gran número de obreros 
que de una u otra manera se ven relacionados con el gobierno co-
mo patrón. 

35.- El estado al ejercer actividades administrativas en mucho -
mayor número se va haciendo cargo de la prestación de servicios-
a la comunidad, la cual a su ves die con día crece, dejando de -
ser redituables en términos comerciales para los particulares. -
la- prestación de servicios públicos; al asumir la ~Unidad de 
dichos servicios del gobierno, se evita que los empresarios par-
ticulares sufran perjuicios en su patrimonio y al mismo tiempo -
se acallan manifestaciones de descontento de la propia comunidad. 

36.- No necesariamente la actividad empresarial del estado la 
ejerce el Gobierno directamente, sino que en la actualidad llega 
a utilizar figuras de derecho privado para ensanchar su activi -
dad económica. Esto trae aparejado definir la situaLden juridi-
ca de los trabajadores que se ven relacionados con las camote - 
risticas de imperio, subordinación y mando del Gobierno hacia --
ellos. 

37.- La Ley Laboral opta par enumerar los servidos públicos res 
pecto de ciertas &reas determinadas, de manera que aunque dicha-
enumeracien es liaitativa, siempre que se cree un servicio que -
encuadre en alguna de las actividades seflaladas par la Ley como-
serriolos públicos. los trabajadores que se emplea en ella■  que-
daran sujetos a condicionamientos legales y extralegales en una. 
peculiar relación trabajador t  gobierno, haciendo las veces éste 
último de autoridad y patrea. 

38.- Ea principio, la tradición doctrinaria sostiene que solo —
hay dos ramas del Derecho. el Público y el Privado; de acuerdo a 
Esto toda norma jurídica deberle situarse ea alguno de estos dos 
campos. El Derecho Privado a pesar de dirigirse a reglamentar -
una producción de tipo artesanal y agrícola. fué aprovechado por 
el sistema capitalista para su propio desarrollo utilizando con-
ceptos tales como el de propiedad, las sociedades por acciones -
y los contratos de trabajo; a su vez el Derecho Público ha toma-
12 una ele  relevrencis. el nt3do ya no 54!,10, em "P4  de Pan: 



cienes como la vigilancia, la justicia, la defensa, etc., sino-
que ahora también toma parte en la prestación de los servicios -
públicos, la economía, asistencia, etc., con lo cual el derecho-
administrativo tuvo que sufrir modificaciones por cuanto a su --
campo tradicional; de todo ello se han derivado las doctrinas so 
bre el interés general y el intervencionismo de estado. Con eZ: 
to ao queremos decir que exista preponderancia de alguna de es —
tas ramas del derecho, sino que debido a las nuevas estructuras-
sOciales y económicas, estas disciplinas del derecho ven desbor-
dada su habitual circunscripción. 

39.- 11 estado actual tiene que echar nano de figuras del Dere -
cho Privado muchas veces, para poder cumplir con los nuevos come 
tidos que el avance capitalista le va forzando a tomar. De esta 
manera tiene que recurrir a las técnicas administrativas propias 
de los particulares e inclusive, tiene que someterse a normas --
que corresponden al Derecho Privado. En tal sentido es que se -
actualiza la hipótesis de que, el Estado dotado de personalidad-
jarldica -en términos de derecho privado- puede celebrar contra-
tos y obligarse como si h.era un ente privado. Sin embargo coi-
sideramos que de hecho nunca deja anulada su calidad gubernati.il 
con el cómalo de prerrogativas y poderes que lo conforman, aten -
cuando celebra contratos coa los particulares en un supuesto Tila 
no de igualdad. 

40.- De tal manera, han surgido del campo legislativo regulacio-
nes encaminadas a resolver problemas económicos, aistenciales, - 
agrarios, laborales, etc., que contienen características propias 
yerga por lo mismo no pueden enmarcarse en alguna de las dos tra 
dicionales ramas del derecho; esta nueva Legislación trata prin-
cipalmente de evitar los riesgos que entrada la tradicional ea:z-
apatas del derecho, busca que al hombre se le tome como ser so-
cial perteneciente a =maleo, a una clase determinada y no co-
mo sujeto individual ajeno a su comunidad. 

• 

41.- En nuestro sistema legal cantabamos con ciertas garantías -
que se dirigian a la protección de los individuos, las personas-
y los ciudadanos en un sentido individualista y es lo que ~ca-
tre"», en el capitulo De Garaatias Individuales que regula nues-
tra Constitución; esa protección evita que la autoridad pueda --• 
extralimitares en sus atribuciones, pues teniendo que ser fiel -
observadora de la Ley, no podría trastocar la esfera de las li - 
bertadee tedividuales. el Derecho Social a sa vez. cuenta caí -
las mismas caracteristicas anotadas antes, par el simple hecho -
de provenir de la Ley ~isla, pero además cuenta con otra parti-
cularidad, las normas sociales tienden a la protección de swu- 
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pos sociales ymao sólo se dirigen a evitar actividades extralega 
les del poder público, sino que funcionan como defensa en contra 
de los grupos sociales mdnoritarios, los cuales cuando caos ea-
el plan económico estas pro estos de medios defensivos superio-
res a los de las clases populares. 

42.- Los trabajadores como clase social. encumatmniírotegidos -
sus derechos a nivel constitucional; esto deriva en una legisla,-
cien laboral que solo tiene como función reglamentar loe dere - 
chos ya garantizados por la Carta Magma, sin que per otro lado, 
pueda restringir o. iisitar éstos, pues de lo contrario caerle ea 
~violación a la Carta Ceostitecicoal. Par testo, si no mil-
te restricción alguna en la Ccastitución para el ejercicio del -
Derecho de Huelga, salvo los casos excepcionales en cuanto a la. 
legalidad de ésta por hechos delictuosos o en caso de guerra, no 
hay razón jurídica para vetar ese derecho; la Ley laboral solo - 

• reglamenta ese derecho pero tampoco puede coartar». 

43.- Los trabajdores que laboran en servicios públicos que adei 
ristra el Gobierno o que ~cianea por concesión de éste y  que -
no están clasificados dentro del apartado e del articulo 123 Come 
tituclonal, en cuanto a su derecho a ejercitar la Melga, falca: 
mente están obligados a regirse por las leyes laborales vigentes 
el Gobierno no puede trasladar la situación juridica de estos — 
trabajadores en forma discrecional a otro tipo de legislación pa 
re resolver sus conflictos laborales, pues en ese ~mesto se --
violan todas las prerrogativas constitucionales de que goza el -
Derecho Laboral en lo particular y en general, el Derecho social. 

44.- Las huelgas, en alguna medida denotan una situación irregu-
lar en la sociedad. el estado mexicano al »poder evitarlas, -
tuvo que legislar sobre ellas. Las ideas avanzadas de algunos -
constituyentes y la presión de la clase obrera, logrero' que se-
elevara a rengo constitucimal el derecho a su ejercic10, sin — 
más restricciones que las impuestas pm la previa Carta Nagua, -
no obstante esto, el Estado no permite, bajo riesgo para su esta 
bilidad, que las huelgas sean utilizadas en todos los casos. Pi 
ra evitar que eso suceda. se vale de upa serie de artificios pe-
ra que en modo alguno, todos los movimientos de amelga seis *tic 
tivos. 

mir* 1,09enaliciames de trabaJadcamm. que sea remar= --
sindicato quieran llevar a cabo una huelga, ~atrae vetado es 
te derecho en los supuestos que el articulo 450 de la Ley Pede Z 
ral del Trabajo m'ala ea las fracciones II, In, IT y VII, par- 



la particular razón de no poder acreditar ante las autoridades -
su calidad de sindicato y por ende, no justificar convenientenen 
te la titularidad del contrato ley o contrato colectivo, cace 
alindo en ese sentido, de una especie de personalidad que haiila. 
caer a la huelga en un supuesto de inexistencia del movimiento. 
Con el articulo 923, todas las causas por las que los trabajado-
res de que aqui se trata, puedan entablar una huelga, quedan n5s 
taculisadas para que las ejerciten al no tener el carácter de --
sindicato. 

46.- El papel de las juntas de conciliación y arbitraje en los -
conflictos de huelga, desde un principio fué determinado por la-
Ley para que sirviera de comunicador y conciliador entre trabaja 
dores y patrones. Este mismo sentido, »podemos encontrar en -
los articulo* 921 y 926 de la Ley Laboral Reformada. Actualmen-
te, podemos decir que lo anterior, se encuentra modificado cota -
laintroducción del articulo 923 de la propia ley, mediante el -
cual se dota, al presidente de la Junta con la facultad de cali- 
ficar, antes de todo, el escrito de emplazamiento a huelga que--
recibe de los trabajadores, lo que constituye la calificación -- 
previa no tan sólo del escrito de-emplazamiento, sino de la huel 
ga en si misma y que atenta en contra de su ejercicio entranand; 
una contradicción en el texto de la Ley. 

47.- En ese MIMO árdea, el articulo 929, ~ala que  los trabaja 
dores, los patrones o los terceros interesados, dentro de un té; 
mino de 72 horas que sigan al momento de la suspensión de traba- 
jos por motivo de una huelga, pueden invocar la inexistencia (1.-
ésta por las causas señaladas en el articulo 4,9 o por  carencia-
de los requisitos que establece el articulo 920. Esto significa 
que la inexistencia sólo procede después de estallada la huelga-
y a petición de parte. Ahora bien, con la disposición contenida 
en el articulo 923, la Ley del Trabajo, crea una contradicción -
en su texto, pues teóricamente al aplicarseeste éltimo articulo, 
queda sin efecto al término de invocación de causa de inexisten-
cia, ya que ésta puede ser aplicada desde el momento de califica 
clec del escrito de emplazaaLento a huelga, situación que se ve-
agravada ~aedo en cuenta que para este supuesto no será necesa 
Tia que la causal de inexistencia sea invocada por parte 
ma, sino que puede ser aplicada a priori por el Presidente de la 
Junta, desvirtuándose asi dos principios derivados de la ley pa-
ra el caso que nos ocupa y que serian el elemento de petición de 
parte y el de tutela para la clase trabajadora. 

48.- Los arigenes de la requisa se encuentran en el ámbito cas - 
trense, los ejercitos antiguos para sostener sus campanas de gua 
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rra, tenían que satisfacer diversas necesidades, lo que hacian -
mediante apoderamiento de bienes y personas. Esta situación --
anarquice, fué en épocas posteriores sujeta a una reglamentación 
con lo que qudaba legalizado el apoderamiento, asentuandose que-
éste seria en caso excepcional, y eventualnente se cubrirla ~-
indemnización a los afectados. En México la Constitución de --
1857 y la actual, contienen la requisición militar que se esta - 
tuye en ambas casi de la misma manera, sefialandose su caracul -
legal y excepcional. En las dos queda claro que los servicios -
personales de los particulares, en caso de Perra, pueden ser --
exigidos par los militares, pero siempre y cuando dicha exigen - 
cia se funde en la Ley marcial que corresponda. 

49.- La requisición reune determinados elementos, par los cuales 
podemos identificarla. Proviene de un acto jurídico unilateral-
del Estado; éste se transforma en una exigencia dirigida a los -
particulares para que proporcionen algunas prestaciones reales o 
personales, las cuales la administración »Mica empleara para -
solucionar necesidades colectivas, generales Y de carácter teePo 
ral. 

50.- Dentro de nuestro sistema legal. tenemos como regla general 
y fuera del aspecto militar, que sin ccasentimiento nadie puede-
ser obligado a prestar sus servicios personales. La excepción a 
ésto, la establece el articulo 5• Constitucional. ~Mando en -
forma especifica cuales actividades serán prestadas obligatoria-
mente; ahora bien, si por un lado podemos encontrar requisicio-
nes de servicios personales dentro de tales excepciones y más --
concretamente en cuestiones sanitarias o forestales por ejemplo, 
par otro lado, esos servicios personales (que neo constituyen téc 
nicamente una relación laboral), son obligatorios por el caréc -
ter de emergencia que lo requieren, son prestados durante tima -
pos de paz y se dirigen a resolver cuestiones relacionadas con -
la población civil. De tal amera, podemos decir, que dentro 
del texto constitucional nó se contempla alguna disposición, fue 
re de las señaladas, para que puedan requisarce los servicios -.
personales de los trabajadores. 

51.- En México, el Estado ha aplicado desde la década del 40. de 
cretos presidenciales requisitorios, principalmente a empresas -
dedicadas a actividades consideradas como Servicios Pablicos. --
que asnalmente son concesimarias del Gobierno !Federal y en las-
que muchas veces éste, participa como socio accionista. las re-
41,isiciú~ aplicada& a talas aupreses, han ab.-cad.r. sus ticuer. 
y derechos e inclusive, los servicios personales de los trabaja 
dores que laboran en ellas, los cuales se rigen respecto de sa= 



situación laboral por la Ley Federal del Trabajo y están encua - 
drados dentro del apartado A del articulo 123 Constitucional.- 

52,- Las requisas que ha aplicado el gobierno, en apariencia se- 
dirigen a afectar los bienes de las expresas, en el fondo ésto - 
no e* así, sino que se hace una requisición de servicios persona 
les de los trabajadores, los cuales tienen que seguir laborando-
bajo las órdenes de la autoridad requizante representada por un-
administrador nombrado expresamente. Por otro lado, esas medi 
das, usualmente han sido aplicadas en aumentos particularmentil -
critico*, durante las huelgas que realizan los trabajadores, de-
genera que el movimiento huelguístico, virtualmente no se lleva-
a cabo, es decir. la  suspensión de los trabajos no se hace real-
y Si en cambio, con tal situación, se debilita la posibilidad de 
negociación de los trabajadores frente a la empresa, al asumir -
el gobierno la dirección de la requisada y autorizarse inclusive 
a utilizar personal ajeno a los huelguistas para seguir con el - 
funcionamiento del servicio, en caso de que los trabajadores se-
nieguen a laborar bajo su dirección. 

53•- La epitome/6a de las requisas, constituyen violaciones a --
los derechos de los trabajadores de los servicios públicos. Se-
viola en su perjuicio el derecho de huelga, pues al evitar el go 
bierno por medio de la requisa la suspensión del trabajo. queda: 
sin efecto lo dispuesto por la fracción XVII del Apartado A del-
articulo 123 Constitucional. Igualmente se hacen nugatorias las 
disposiciones de los artículos 1, 4 y 5 de la Ley Federal del 
Trabajo, porque los decretos requisitorios no observan ese cuer-
po legal y se autoriza para substituir a los huelguistas, sin --
que se haya decidido antes el conflicto. 

54.- Los decretos presidenciales requisitorios. Fundamentados en 
los articulo* 89, fracción 1 Constitucional y112 de la Ley de --
flag Generales de Comunicación, en cuanto señalan la ocupación -
de los trabajadores de la empresa requisada, es anticonstitucio-
nal, por ir en contra de lo dispuesto por el articulo 50  de mili; 
tra akcima ley, pues en ningún momento, se cuenta con el consen-
timiento de los trabajadores para seguir laborando y dado que su 
actividad no se encuadra dentro de las actividades que como --
aaciPciao a dicha regla, *Mala el mismo articulo mencionado. 

55.- Constitucionalmente, sblo el Congreso de la Unión está fa -
cuitado para evpilédir leyes del trabajo; fin •a. el elan ~5~ 
Presidente Oslo puede promulgar, ejecutar y en la esfera adminis 
trativa, proveer sobre la exacta aplicación de tales leyes. De 
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ésto resulta que si mediante un acuerdo, el presidente regula la 
situación de los trabajadores de las empresas requisadas, obli - 
gándolos a seguir trabajando, ata cuando exista un conflicto de-
huelga, no se esté de ninguna manera observando las normas de --
trabajo, sino que por el contrario se están tomando atribuciones 
legislativas, que provocan un abuso de poder y quedan fuera del-
campo constitucional. 

36.- Cuando se aplica el decreto requisitorio, hipotéticamente,-
la administración de la empresa es desplazada y queda en substi-
tución de ella, un administrador designado por la autoridad re - 
guiznate, el cual mantiene en vigor las disposiciones y obliga - 
cicnes contraídas con los trabajadores por la empresa en el con-
trato colectivo. en ese caso, consideramos se opera una substi 
t'ación patronal, asumiendo la requizante por conducto del &Mi - 
nistrador designado la suma de derechos y obligaciones laborales 
contraídas con los trabajadores. ata cuando sea el Estado el nue 
vo patrón, ya que tal calidad, no lo exime de sujetarse al siete 
ma legal imperante, sino al contrario queda obligado a ello. 

57.- Si se aplica el criterio de la substitución patronal asumi-
do por el gobierno en SR carácter requisitorio, tendremos que - 
los trabajadores no tienen más alternativa cine seguir laborando, 
pues de no hacerlo, se puede actualizar una causal justificativa 
para un eventual despido, lo que implicaría que prácticamente, -
se obliga a seguir prestando sus servicios a los trabajadores --
ante la espectativa de perder su empleo. 

58.- La realidad, mas politica que juridica, nos seftala que no -
obstante que es el gobierno quien se encargará de seguir con el-
funcionamiento de los servicios requisados, supuestamente él no-
intervendrá en el conflicto de huelga, el cual queda fuere, es -
decir, la huelga tendrá que ser resuelta entre empresa y trabaja 
dores, pero sin que exista saspensito de trabajos, lo que en si-
mismo constituye una negación de ese derecho; sostenemos que es-
ficticia la no intervención gubernamental ea las huelgas de que-
se trata este trabajo, porque impone su decisión contra toda non 
ma de derecho para seguir con el funcionamiento del servicio y -
los trabajadores no pueden realizar plenamente el estado de huel 
ga. 

39.- Les requsiciones fundadas en el articulo 112 de la lev de -
vías umnernies de comunicación, no contienen mecanismo alguno pa 
ra un probable procedimiento impugnatorio. Por otro lado, Man-
do son aplicadas, ponen en evidencia la contradicción de nuestro 



sistema legal, pues surge el cussticnaaiento de, sin un decreto-
presidencial tiene aayor valides y fuerza que la propia coitstitu 
cien y su leyes reglamentarias, por cuanto hace a la situacien-
laboral, ya que en la realidad, éstas titilee* quedan en un segun 
do pleno. in consecuencia, vemos Rae ao es ~lea 3610 de da-
rscho sino que, ZWIIM politices son las que en iltina instan - 
els deciden, con base en a poder, si los trabajadores tienen o 
no derecho a la amelga ea los servicios pablicos. 

La' postura que mosteamos al rasan de lo anterior, es que -
la requisa de servicios personales que establece el articulo 112 
de la Ley de Vias Generales de Comunicación, por estar redactado 
ea doradnos caitrarios a la Constitticida, ea cuanto a la libertad 
de trabajo y derecho al ejercicio de la huelga y en contra de la 
Ley laboral, debe ser motivo suficiente para su derogacian y de - 
saparicien del panorama legal, sin lo mal puede suceder que los 
trabajadores retomen el caracter original de la huelga, sin sate 
tuse a las reglas de derecho actuales. 
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